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1) TEXTO DE LA CITACION, 


“Montevideo. 24 de setiembre de 1986, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
extraordinaria, mañana jueves 25, a la hora 18, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1%) Por el que se dispone que los afiliados a la Direc- 
ción General de la Seguridad Social (sectores In- 
dustria y Comercio y Rural) cuyos servicios sean de 


21408, 


naturaleza no dependiente podrán acogerse a la 
pasividad no obstante su deuda de aportes. 


(Carp. N* 301/85 - Rep. N? 94/86) 


29) Por el que se modifica el artículo 44 del llamado 
“Acto Institucional N9 9”, de 23 de octubre de 1979 
referido a beneficiarios de pensiones a la vejez. 


(Carp. N%* 273/85 - Rep. N% 92/86) 


3%) For el que se derogan los artículos 32 a 37 inclusive 
Parte Segunda - Ordenamiento Procesal - Título I 
Capítulo 11 del Decreto-Ley N9 15,524, de 9 de enero 
de 1984. (Ley Orgánica del Tribunal de lc Conten- 
cioso Administrativo). 


(Carp. N? 599/86 - Rep. N* 110/86) 
LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA. 


ASISTEN: los señores senadores Aguiyre, Alonso, Arúú. 
jo, Batalla, Berro, Capeche, Cersósimo, C:igliuti, Fá Robai- 
na, García Costa, Gargano, Mederos, Pozzolo, Ricaldonm, 
Rodríguez Camusso, Senatore, Silveira Zavala, Singer, 
Tourné, Ubillos, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Ferreira, 
Martinez Moreno, Ortiz, Pereyra y Traversoni; con aviso, 
los señores senadores Batlle, Fiores Silva, Jud« y Paz 
Aguirre; y sin aviso, el señor senador Posadas. 


3) ASUNTOS ENTRADOS. 


SEÑOR PRESIDENTE “Dr. Luis A. Lacalle Herrera). — 
Está abierto el acto. 


(Es la hora 18 y 7 minutos) 
- Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 25 de setiembre de 1238. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo por los que da cuenta 
de haber promulgado las siguientes leyes: 


Por la que se modiíica el artículo 1? del Decreto-Ley 
N? 14.924, de 31 de agosto de 1979, sobre la €txpedi- 
ción de los partes policiales referentes a accidentes 
de tránsito. 


(Carp. N? 277/85) 


Por la que se designa con el nombre de “Maestro 
Agustín Ferreiro” a la Escucla N0 165, de 2da. Cate- 
goría, de Montevideo, 


(Carp. N92 457/88) 


Por la que se designa con el nombre de “Maestro 
Agustín Ferreiro” a la Escuela Rural N* 15, de Cha- 
cras de Dolores, departamento de Soriano. 


(Carp. N% 419/85) 


Por la que se designa con el nombre “Agustin Fe- 
rreiro” al Centro Nacional de Actualización Perma- 
nente del Magisterio Rural, ubicado en el quilómetro 
40 de la Ruta Nacional N* 7, del departamento de 
Canelones, 


(Carp. N9 406/85) 


Por la que se designa con el nombre de “Fernán 
Silva Valdés” a la Escuela N? 43, de lra. Categoria, 
de Young, departamento de Río Negro. 


(Carp. N9 414/85) 
—'Ténganse presentes y asréguense a sus antecedentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo por los que da Cuenta 
de haber dictado los siguientes decretos y resoluciones: 
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Por la que se traspone en el Ministerio de Economia 
y Finanzas la suma de N$ 380.0.U del Programa 001 
“Administración de Recursos de Apoyo a la Condur- 
ción Económico-Financiera” al Programa 004 “Servi- 
cio de Pagaduría de la Administración Central” en el 
Renglón 061/301 “Por trabajo en Horas Extras”. 


Por el que se agregan al artículo 2% del Decreto 
N? 386/986, de 24 de julio de 1986 diversos items y 
sustituyendo varios artículos del Decreto NO 222/0956 
e AS de abril de 1986 y del Decreto N% 386/986 antes 
citado. 


—Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas 
del Tribunal de Cuentas de la República, por las que pone 
en conocimiento las actuaciones cumplidas con motivo de 
las observaciones interpuestas a los siguientes expedientes: 


del Ministerio de Educación y Cultura, relacionados 
con certificaciones de deudas y con un contrato de 
arrendamiento de obra. 


del Ministerio de Industria y Energía, relativo a l2 
Orden de Pago N* 100.456, 


de la Universidad de la República, relacionados con lo 
compra de útiles y con el servicio de mantenimiento 
de equipos de procesamiento de datos. 


de la Dirección Nacional de Subsistencias, releciona- 
das con el convenio suscrito con la Intendencia Mu- 
nicipal de Tacuarembó para la finación, lavado, en- 
vase y flete de aceite crudo de girasol. 


de la Administración Nacional de Telecomunicaciones, 
relacionados con las Licitaciones Públicas Nos. 47 
y 1484. 


de la Administración Nacional de Usinas y T asmi- 
siones Eléctricas, referente al pedido de precios di- 
recto N9 002/34. 


del Ministerie de Turismo, relacionados con diversas 
órdenes de pago. 


del Instituto Nacionai de Colonización, por falta de 
disponibilidad de los rubros del Presupuesto Operati- 
vo 1985, vigente por prórroga automática para 1085 


del Ministerio de Trabajo y Seguridad Soci2l, rel. 
a la orden de entrega N% 105.073. 


del Miristerio de Salud Vública, relacionado con el 
suministro de verduras e distintos establecimiento: 
asistenciales dependientes del organismo en cl perio. 
do 192 de abril al 30 de junio de 1986, 


—A las Comisiones de Constitución y Legislación y 
de Hacienda, respectivamente. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que solicita 
venia para exonerar de su cargo a la señora Maria $u- 
sana Aquino Faguaga, funcionaria del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas. 


(Carp, N9 637/38) 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que solicita 
venia para exonerar de su cargo a un funcionario d:! 
Ministerio de Economia y Finanzas, que le fuera devuelta 
por resolución del Cuerpo de fecha 2 de julio de 1986. 


(Carp. N? 318/85) 
--A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública remite nota por ta que 
pone en conocimiento de la resolución adoptada con fecha 
4 de setiembre del año en curso, referente al Balance de 
Ejecución Presupuestal del inciso 25 (Administración Na- 
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cional de Educación Pública correspondiente al Ejercicio 
1985). 


—Repártase. 

La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Socia! 
eleva informado el proyecto de ley por el que se extiende 
en doce meses el plazo establecido en el artículo 59 de 
la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986 (Reinstituciona- 
lización del Banco de Previsión Social). 

(Carp. N9 622/86) 

—Repártase 

La Junta Departamental de Treinta y Tres remite 
una nota relacionada con la derogación del Decreto-Ley 
N? 14.810. 

-Téngase presente. 


La Junta Departamental de Canelones remite nota 
relacionada con el desarrollo forestal en nuestro país. 


(Carp. N% £235/85> 


La Junta Departamental de Lavalleja envía nota re- 
ferente a la extranjerización de tierras en el pais. 


(Carp. N? 235/85: 
La Junta Departamental de Salto acusa recibo de las 
alabras pronunciadas por el señor senador A. Francisco 
Radriguez Camusso sobre el tema “La paz”. 
(Carp. N? 480/8517 
La Junta Departamental de Artigas remite las pala- 
bras pronunciadas por el señor edil Julio César Silveira 
sobre el pasaje al Instituto Nacional de Colonización Je 
inmuebles rurales. 
(Carp. N9 613/35* 


-Ténganse presentes y agréguense a sus anteceden- 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). — 
Habiendo número, está abierta la sesión. 


Dése cuenta de una solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Traversoni solicita licencia por el 
día de hoy”. 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 25 de setiembre de 1988. 
Sr. Presidente del Senado 
Dr. Enrique E. Tarigo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por el día de hoy, 
en virtud de un compromiso impostergable contraido con 
anterioridad. 

Sin otro particular saludo a Ud. muy atentamente. 


Prof. Alfredo Traversoni. Senádor.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). — 
Se va a votar la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 

--16 en 16, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Dése cuenta de Otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Carlos Julio Pereyra solicita li- 
ézncia por el día de la fecha”. 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 25 de setiembre de 1986. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique Tarigo 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito licencia por el dia de hoy, 
en virtud de resultarme imposible concurrir a la sesión 
fijada para la fecha. 


Saluda a Ud. atentamente. 
Carlos Julio Pereyra, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). — 
Se va a votar Ja licencia solicitada. 


(Se vota!) 


—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) TRABAJADORES NO DEPENDIENTES. 
Reconocimiento de servicios, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). — 
Se pasa a considerar el primer punto del orden del dia: 
“Proyecto de ley por el que se dispone que los afiliados 
a Ja Dirección General de la Seguridad Social (sectores 
Industria y Comercio y Rural) cuyos servicios sean de 
naturaleza no dependiente podrán acogerse a la pasivi- 
dad no obstante su deuda de aportes (Carp. N? 301/85. 
Rep. N? 94/86).” 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 301/85 - Rep. N* 94/86 


Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social recibió para su consideración y estudio, referente al 
tema del amparo jubilatorio de los Trabajadores No De- 
pendientes, inicialmente, un proyecto de ley presentado 
en el Cuerpo por los legisladores Juan Raúl Ferreira y 
Uruguay Tourné. A éste, le siguió otro referente al mismo 
asunto, venido con sanción de la Cámara de Representan. 
tes. 


El Poder Ejecutivo, a su vez, en el inicio de reuniones 
conjuntas con las Comisiones legislativas, de ambas ta- 
mas -——reuniones que comenzaron el 22 de agosto de 1985 
y tuvieron su instancia final a fines de julio de 1986-- 
hizo conocer observaciones de variada índole que hacian 
inaceptable en su Criterio el proyecto sancionado por la 
Cámara de Representantes. Fundamentalmente, la caren. 
cia de iniciativa del Poder Ejecutivo “artículo 86 de la 
Constitución) y lo vinculado con la insuficiente financia- 
ción. 


Por lo que, sobre la base del primer proyecto, el pre- 
sentado en el Senado, comenzó un detenido y prolijo pro- 
ceso de análisis, depuración del problema, búsqueda de 


276--C.5. 


fórmulas, que finalmente permitió lograr un punto de en- 
cuentro, que se conjugó en torno al proyecto cuya apro- 
bación se propicia ante el Cuerpo. 


AMBITO DEL PROYECTO 


La ntcesidad e importancia de este proyecto, debe 
centrarse en ur doble orden de consideraciones: en que da 
solución a las aspiraciones de amparo jubilatorio de apro- 
ximadamente 35.000 afiliados, que vieron frustradas sus 
expectativas por la Resolución N9 1658, de 12 de agosto 
de 1982, de la ex Dirección de la Seguridad Social; y que 
configura, hacia el futuro un cuerpo normativo que regu- 
lará en orden a la Previsión Social a este tan significati- 
vo sector de la actividad laboral del país. 


CONCEPTO DE TRABAJADOR NO DEPENDIENTE 


El Sector de Trabajadores No Dependientes está refe- 
rido en la actualidad y a partir de 1966, a la totalidad de 
los patronos de industria, comercio y afiliados rurales, con 
carácter general. No debe asimilarse exclusivamente con 
la ex categoría lega! de “obreros independientes”, que com- 
prendía a aquellas personas que cumplían determinados 
oficios de tipo manual, y lo hacían en su domicilio, sin ta- 
ller abierto al público, sin personal y sin estar obligadas 
« sacar patente de giro (modista, bordadoras, lavanieras, 
etc.). Este grupo de trabajadores quedó incluido. El con. 
cepto es más amplio, pues abarca a todos los que por su 
modalidad de trabajo deben afrontar por sí, las contingen- 
cias del riesgo laboral. 


Las características sociales y económicas del sector 
llevan a que, careciendo de información y asesoramiento 
adecuados, y relegados a su sola iniciativa, omitan su ati 
liación al organismo jubilatorio y por ende, la cotización 
de vida, impuestas ambas por la legislación. 


No obstante, se afirmó en la legislación y la práctica 
administrativa, la tendencia a priorizar la realidad de la 
prestación laboral, flexibilizando la apreciación de los re- 
quisitos y exigencias. 


LA RESOLUCION N? 1658 DE 12 DE AGOSTO DE 1982 


El dictado del Acto Institucional N? 9, supuso que se 
detectara una corriente denunciando servicios complemen- 
tarios o “de relleno”, como trabajador no dependiente, para 
lograr el amparo del sistema anterior, “fabricando” la cau- 
sal jubilatoria, insinuó un desequilibrio con consecuencias 
sobre el sistema financiero. Y trajo aparejada a la postre, 
la implantación de un sistema, en que se castigó a justos 
por pecadores; el de la Resolución N* 1.658, de fecha 12 
de agosto de 1982, que dirigida al objetivo económico fi- 
nanciero visto, excluyó draconianamente de amparo a cer- 
ca de 35.000 afiliados, que quedaron definitivamente fue- 
ra de toda protección. 


Esta resolución condicionó el reconocimiento de los 
servicios de los trabajadores no dependientes a la afilia. 
ción contemporánea con la prestación de los mismos y el 
pago regular de los aportes devengados. Impuso una exi- 
gencia ilegal no contemplada en la legislación. y ello, por 
cuanto el artículo 19 Literal B de la Ley N% 11.237, de £ 
de enero de 1949, no ereaba condicionantes para el reco: 
nocimiento de servicios, sino exclusivamente para entrar 
al goce de la pasividad (estipulaba que los haberes jubila- 
torios sólo se generarían desde la fecha en que las deudas 
een sido canceladas o cuando existiere aportación re- 
gular). 


Con lo que esta Resolución, fuera de su ilegalidad, sig- 
nificó la total y definitiva pérdida del derecho a la pasi- 
vidad. 


Por otra parte, afectó también al sector de afiliados 
que disponían de regímenes más favorables para el pago 
de sus deudas, bien sea por su carencia de recursos o la 
imposibilidad física. Es así que la severidad de la ley de 
afiliación patronal obligatoria N? 9.999, de 3 de enero de 
1941, condicionando el goce de la pasividad al pago, se 
fue atemperando progresivamente: o por el criterio de la 
aportación regular, entendiendo por tal el pago de por lo 
menos el 50 % de la deuda (Ley N? 11.237, de 8 de enero 
de 1949) o por la carencia de recursos con más de 55 años. 
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o finalmente por imposibilidad física (Ley N% 12.143, de 
19 de octubre de 1954). 


En definitiva, resulta una verdad la afirmación de 
que esta resolución sumió en el desamparo absoluto a quie- 
nes por sus condiciones de incapacidad física o indigencia. 
más necesitan de la Seguridad Social. 


CONSECUENCIAS DEL SISTEMA IMPLANTADO 


Por obra de esta resolución, quedó afectado un tan 
importante núcleo de afiliados, cuyas legítimas expeztati- 
vas se frustraron insólitamente, dando la espalda aj sis- 
tema lega! y la práctica administrativa. 


Ni el pago de la totalidad de la deuda, más gravráme- 
nes por mora y accesorios, restituía el derecho al reono- 
cimiento de los servicios prestados. 


Como lo expresa certeramente el proyecto preseutado 
en el Senado, “se ciausuraba así arbitrariamente, el dere- 
cho de miles de aliliados. Derecho consagrado en toda la 
normativa vigente: Constitución de la República (artícu- 
lo 57); Convenios Internacionales (Ley N% 14.117, nie 18 
de abríl de 1973; Convenio N? 128) y en el innúmero con- 
junto de leyes, decretos y resoluciones que confiere a !a 
Seguridad Social la noble función de proteger a la perso- 
na humana, desde que nace (y aún antes de nacer) hasta 
que muere”. 


OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 


Pero la reintegración de tales derechos, debe hacerse, 
procurando evitar los excesos o abusos que el anterior sis- 
tema aparejó, y determinar, con sentido de las proparcio- 
nes y mesura, para no introducir desequilibrios perjudi- 
ciales en la ecuación financiera de la Seguridad Social las 
reglas que garanticen la autenticidad de los servicios, *?. 
habitualidad que les quite rasgos de aleatoria o benévola 
a la prestación, su condición de principal medio de subsis- 
tencia del afiliado y un sistema de reintegro que no pro- 
duzca desequilibrios financieros. 


ANALISIS DE SU CONTENIDO 


Refiriendo algunas de las soluciones que se consagran 
deberá observarse: 


a) Que consagra un verdadero Estatuto, con carác- 
ter permanente. Ampara a los trabajadores no dependien- 
tes que hayan declarado servicios con anterioridad al 30 
de abril de 1936 (artículo 19%) y no registran afiliación y 
pago simultáneo, quienes podrán cancelar sus adeudos y 
entrar en el goce de la pasividad en los términos de los 
artículos siguientes; 


y asimismo regula la forma en que se procederá hacia 
el futuro, en los casos de trabajadores no dependientes con 
adeudos generados a partir de Ja fecha de vigencia de la 
ley (artículo 10). 


b) Distingue la situación de los afiliados, según que 
los servicios denunciados sean exclusivamente en calidad 
fe trabajadores no dependientes, o lo sean en forma par- 
cial, para aplicar distinta forma de cancelación de adeudos. 


En el primer caso, deberá tenerse en cuenta: 


— Obligaciones generadas hasta el 30 de abril de 1975: 
se cancelan mediante un régimen ficto de reintegros y 
una retención de hasta el 20 % de la asignación men- 
sual en la forma que se prescribe; 


-—— Obligaciones posteriores al 30 de abril de 1975: deter. 
minación real de la deuda y su cancelación con reten: 
ción de hasta un 30 %; 


— adeudos anteriores y posteriores a la fecha menciona- 
da: cancelación por el régimen ficto de reintegro y una 
retención del 25 % mensual (artículo 20). 


En el segundo caso, servicios parciales de actividades 
no dependientes, descuento de un 2 % por cada año de di- 
chos servicios, con las condicionantes que refiere el ar- 
tículo 39 
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En ningún casco, lo que deba percibir el afiliado, podrá 
ser inferior al morto de la Pensión a la Vejez, deducidos 
los descuentos que correspondan. Estos cesarán al cumpiir 
70 años (artículo 79). 


€) El amparo jubilatorio se le reintegra incluso, a 
quienes se les hubiera denegado por aplicación del ante- 
rior sistema (artículo 4%); 


d) se preven normas especiales para el pago por los 
derecho habientes, pensionistas (se reduce en un 50 % el 
porcentaje de descuento); 


e) y por último, en esta escueta referencia de ias 
soluciones que se implantan, se compatibiliza el sistema 
con las previsiones de la Ley N% 15.781, de 29 de noviem- 
bre de 1985 (régimen de facilidades de pagos) facultando 
la opción. 


No resulta desestimable lo que se fomenta por el ar- 
tículo 11 creando un servicio permanente y adecuado de 
información, enseñanza y asesoramiento, sobre los dere- 
chos y obligaciones de los trabajadores no dependientes, 
que estimule el reencauzamiento futuro en orden a la afi- 
ljación contemporánea con la prestación de los servicios. 


Tales razones y las que más ampliamente se expon. 
drán en Sala, determina a esta asesora, aconsejar al Cuer- 
po su aprobación. 


Sala de la Comisión, 29 de julio de 1986. 


Uruguay Tourné, Miembro Informante, José Germai 
Araújo, Luis B. Pozzolo, Juan Raúl Ferreira, Eugenio 
Capeche, Alberto Zumarán, Carlos W. Cigliuti. Sena- 
dores. 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 12 — Los trabajadorez no dependientes qe 
hayan declarado servicios como tales con anterioridad ui 
30 de abril de 1986 sin haberse afiliado ni pagado conterr.- 
poráneamente sus aportes, podrán cancelar sus adeudos y 
entrar al goce de la pasividad conforme ai régimen que se 
establece en los artículos siguientes, 


Art. 22 — Cuando los servicios denunciados sean ex- 
clusivamente en calidad de trabajadores no dependientes, 
los adeudos respectivos serán cancelados del siguiente mo- 
do: 


A) Tratándose de obligaciones generadas hasta el 30 “e 
abril de 1975, se cancelarán mediante un régimen ficts 
de reintegros consistente en la retención del 20% de 
la asignación mensual de pasividad, por un período 
igual a aquel en que se prestaron tales servicios. 


B) Tratándose de obligaciones posteriores al 30 de abri! 
de 1975, se prucederá a su determinación real, apli- 
cando los sueldos fictos y tasas vigentes a las techas 
en que respectivamente se devengaron, así como las 
sanciones por mora correspondientes, y su cancelación 
sé realizará mediante la retención de un 30% de la 
asignación mensual de pasividad hasta saldar ínte- 
gramente dichcs adeudos. Este porcentaje se reduri- 
rá en un 50 % para carenciados de recursos e imposi- 
bilidad física. 


C) En caso de registrarse adeudos anteriores y posterio- 
. res al 30 de abril de 1975, se aplicará el régimen del 
literal A) con un porcentaje del 25 %. 


Art, 32 — Si los servicios denunciados comprenden 
narcialmente actividades no dependientes, se descontará 
de la pasividad mensual un 2% por cada año de dichos 
servicios, con un máximo de retención del 50 %, durante 
un plazo igual a aquel en que se hayan prestado los mis- 
mos. 


No obstante, si el período final (configuración de! bá- 
sico jubilatorio) estuviese integrado exclusivamente por 
actividades no dependientes, se aplicará el régimen de re- 
tención establecido en el literal B) del artículo antericr. 
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Art. 40 — Podrán acogerse al régimen que se estable- 
ce todos los trabajadores no dependientes incluso aquélins 
a quienes se les hubiere denegado amparo jubllatorio, 


Art. 52 — Los heberes jubilatorios aún cuando se re- 
gistren solicitudes y/o ceses anteriores sólo se devengu- 
rán a partir de la fecha de vigencia de la presente lev, 
Aquellos que se generen durante el trámite serán afecta- 
dos en su totalidad al cumplimiento de las respectivas obli. 
gaciones. 


Art. 6% — Los trabajadores no dependientes deudores, 
a que alude el artículo 1% de la presente ley generarán de- 
recho pensionario, procediéndose a la cancelación de sus 
adeudos mediante la aplicación del 50 % del porcentaje de 
descuento que resulte del régimen que hubiese correspon- 
dido al causante, según lo establecido en los artículos 2% 
y 39 de esta ley. 


Art. 72 — La asignación de jubilación resultante «de 
la aplicación de las disposiciones de la presente ley, no po- 
drá ser inferior al monto del beneficio de Pensión a la 
Vejez, una vez efectuados los descuentos que correspon- 
dan, y en todos los casos, éstos cesarán al cumplir el be. 
neficiario los 70 años de edad. 


Art. 8% — Los trabajadores no dependientes para el 
reconocimiento de sus servicios, deberán aportar pruelx, 
del desempeño de sus tareas en forma habitual o proí»- 
sional y de que ellas constituyeron su principal medio «e 
subsistencia. 


Art, 99 — Los trabajadores no dependientes que, por 
adeudos generados en actividades de tal naturaleza, hubie- 
sen celebrado con la Dirección General de la Seguridad 
Social (Banco de Previsión Social) convenios de pago al 
amparo de la Ley N* 15.781, de 29 de noviembre de 1925, 
podrán optar por el régimen de la presente ley. En este 
caso, la Administración imputará las cuotas del convenio 
que se hubiesen abonado a la deuda resultante o en tiem- 
po de descuento, en cuanto corresponda. 


Art. 10. — Los trabajadores no dependientes que, a 
partir de la vigencia de la presente ley generen adeudos 
con la Dirección General de la Seguridad Socia! (Banro 
de On Social), ingresarán al goce efectivo de la pa- 
sividad: 


a) desde la fecha cn que aquéllos hubiesen sido cancela- 
dos; o 


b) cuando existiere aportación regular. 


Considérase que ha existido aportación regular cua 1- 
do ésta hubiera alcanzado, antes del cose, al pago de pu» 
lo menos el 59% (cincuenta por ciento) de las obliga- 
ciones. 


Art. 11, — El Banco de Previsión Social instalará en 
un plazo no mayor de 90 días, un servicio permanente y 
adecuado de información, enseñanza y asesoramiento, so.. 
bre los derechos y obligaciones de los trabajadores no de- 
pendientes encaminado al conocimiento y comprensión de 
la necesidad, ventajas y obligatoriedad de la afiliación 
contemporánea con la prestación de los servicios. 


Art. 12, — Comuniquese, etc, 
Sala de la Comisión, 29 de julio de 1986. 


Uruguay Tourné, Miembro Informante, José Germán 
Araújo, Luis B. Pozzolo, Juan Raúl Ferreira, Eugenio 
e Alberto Zumarán, Carlos W. Cigliuti, Sena. 
lores.” 


ANTECEDENTES 


La CAMARA DE REPRESENTANTES, en sesión de 
hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Declárase que la falta de afiliación y 
del pago regular de aportes contemporáneos a la activi 
dad, no impiden el reconocimiento de los servicios de los 
trabajadores no dependientes. 


278-- C.S. 


Los servicios indicados podrán acreditarse por cual- 
quiera de los medios probatorios admitidos por la legis- 
lación vigente. 


Art. 22 -.- Los afiliados a la Dirección General de la 
Seguridad Social (Sectores Industria y Comercio y Rural) 
cuyos servicios fueran de naturaleza no dependiente, que 
aj 12 de agosto; de :1982, fecha de las Resoluciones 
N? 1658/82 y N% 1659/82, dictadas por dicho organismo, 
hayan tenido en trámite su expediente de jubilación y 
hayan acreditado el cese de su actividad, podrán acogerse 
a la pasividad, no obstante su deuda de aportes. Las deu- 
das de aportes documentadas en cada expediente, estarán 
exentas de intereses y recargos a partir del 19 de agosto 
de 1982. 


Art. 39, -— En cuanto a las deudas pendientes, los Cbli- 
gados al pago podrán hacerlo efectivo al contado, suscri- 
bir convenios de pago o descontar esa deuda de los ha- 
beres de la primera liquidación. Si quedare saldo pen- 
diente de pago, el mismo se descontará en cuotas suce- 
sivas equivalentes al 10% (diez por ciento) de la pasivi- 
dad mensual. 


Art. 4%. -— Los haberes se generarán desde el cese para 
quienes solicitaron la pasividad dentro de los ciento ochen- 
ta dias de la fecha del mismo; en caso contrario a par- 
tir de la fecha de solicitud del beneficio. 


Esta disposición regirá también para los casos de so- 
licitud de pensión. 


Art. 59 — Las disposiciones declarativas de csta ley se 
dictan en vía de interpretación auténtica y se aplican a 
todos los casos comprendidos, aún para situaciones ya con- 
figuradas por cese, cumplimiento de la causal, obtención 
de la pasividad del aliliado o cualquiera otra circunstan- 
cia. 


En el caso de situaciones ya resueltas administrati- 
vamente, o cuyo trámite de reconocimiento de servicios 
se hubiese detenido por disposiciones inconciliables con 
los preceptos de esta ley, deberá procederse a aplicar de 
oficio las normas de ja misma dentro de los noventa días 
de su vigencia. 


Art. 62 — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 7 de agosto de 1985. 


Antonio Marchesano. Presidente. 
Horacio D. Catalurda, Secretario. 


Comisión de Previsión Social 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Previsión Social, cleva a consi. 
deración del Cuerpo el adjunto proyecto de ley, recomen- 
dando su aprobación. 


La Seguridad Social se afirma y se legitima sobre ba- 
ses y principios fundamentales que tienen que ver con la 
universalidad, la igualdad, la suficiencia y la verdadera 
justicia social. 


Nuestra legislación jubilatoria caracterizada por una 
profusa y muchas veces encontradas disposiciones regla- 
mentarias y legales y por una jurisprudencia asaz abun- 
dante y a veces forzada en sus conclusicnes, en la reso- 
hición de la diversidad de problemas, ha decretado situa- 
ciones injustas a la par que ha creado prerrogativas, be- 
neficios excedidos o retaceados merced a la disparidad 
de criterios de interpretación. Particularmente en lo que 
tiene que ver con Jos trabajadores independientes de la 
actividad privada los caracterizados hasta el 1% de enero 
de 1966 como obreros libres, asimilados desde esa fecha a 
patronos, tuvieron un tratamiento muy particular en 1: 
que tiene que ver con los aportes legales. 
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Es innegable que la misma naturaleza de esos Servi- 
cios, creaba problemas en cuanto al aporte regular de 1os 
mismos y la casi totalidad de los trabajadores, ni siquiera 
tenía afiliación jubilatoria, 


.. En ese punto es evidente que existió despreocupar 
Ge las autoridades al no disponerse medidas generales de 
exigencia alguna. 


El hecho de que no existiera además uniformidad ni 
en la prestación de servicios, ni en su continuidad por la 
misma indole de ellos, diticultaba la afiliación. 


Esta situación llevó a que esos trabajadores se rela- 
cionaran con las Cajas de Jubilaciones, el cumplir la edad 
y años de servicios exigidos, denunciando entonces sus 
años de actividad y cuyo reconocimiento no fue nunca 
fácil ni su trámite rápido. 


Desde siempre las Cajas de Jubilaciones no pusieron 
obstáculo alguno al reconocimiento de servicios de tra- 
bajadores no dependientes que no hubieran registrado ati. 
liación contemporánta a su actividad, se limitaron, en 
cuanto a la deuda de aportes, a impedir el goce de la pa- 
sividad, salvo que el interesado estuviera en alguna de los 
hipótesis que hacian posible la obtención de facilidad 
de pago para les mismas (carencia de recursos, imposi- 
bilidad fisica, pensiones, penuria económica, ete.). 


Este régimen que constituyó una pacífica y constante 
jurisprudencia administrativa fue abruptamente variado 
mediante el dictado de la resolución del 12 de agosto de 
1982, por la que se condicionó el reconocimiento de los 
servicios a la afiliación contemporánea y al pago simul. 
táneo y regular de los aportes; con la muy particular 
gravedad de que las disposiciones de este mero acto admi- 
nistrativo, que resuelve modificar una práctica constante 
€ inmutable contraria se aplica para situaciones ya con- 
sumadas, impidiendo a miles de afiliados el reconoci- 
miento de servicios, que mientras se prestaban nc estaban 
sujetos a las condicionantes que ahora la autoridad adrii- 
nistrativa determinaba. 


Es de anotar muy particularmente que dicha resolu- 
ción carece en sus vistos, resultandos y considerandos de 
toda cita concreta de disposición legal alguna que la fun- 
damente. Sólo hace genérica reierencia a la no aplica- 
ción de normas legales vigentes, lo que lleva a concluir 
al intérprete que no habiéndose modificado las mismas la 
Administración se arroga la facultad de variar su inter- 
pretación, apartándose en forma total de la que rigió du- 
rante toda la vigencia del Banco de Previsión Social, y 
así mediante el mero desarrollo de una actividad admi- 
nistrativa, se Opera como consecuencia el decaimiento de 
derechos fundamentales de los afiliados, que tienen nada 
menos que protección constitucional, y aún la que surge 
de convenios internacionales vigentes en nuestro país far. 
tículo 67 de la Constitución de la República y Convenio 
Internaciona! N? 128 aprobado por la Ley N* 14,117, de 
30 de abril de 1973). 


La situación se ha visto aún agravada porque al ne- 
gayse el reconocimiento de los servicios por razones tribu- 
tarias, por vía indirecta se esiá determinando la pérdida 
del derecho a jubilación pero en tanto este acto denega- 
torio no se ha dictado en muchos casos, se le privó al 
afiliado aún de la vía de los recursos administrativos y 
jurisdiccionales que representan Jas básicas garantias ex 
nuestro orden jurídico. En orden a lo que pudo ser el 
argumento legal de la resolución a la que se alude, 
den citarse normas que impusieron la documentación « 
servicios por el sistema de Carné de Trabajo, el que Co- 
mo es notorio nunca se implementó con el carácter de 
generalidad exigible para generar la posibilidad del cunm- 
plimiento requerible. La consecuencia jurídica elemental 
de este hecho es muy clara, e indica que no puede im 
ponérsele al afiliado un requisito dependiente de un sis- 
tema que no se implantó en la forma que la ley lo in- 
dicaba. 


Ahora bien, en este entorno de circunstancias resuita 
claro que la Administración ha resuelto aplicar un nuevo 
criterio interpretativo, con retroactividad, variando repe- 
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timos la pacífica y constante jurisprudencia que le pre- 
cedió desde la vigencia de las normas a las que se alude, 
y cercenando por esa vía derechos que son fundamentales 
a la persona. Ante ello resulta un inexcusable dcber del 
Parlamento al ejercitar su natural competencia de inter- 
pretar.en forma auténtica la ley según lo dispuesto por 
el artículo 13 del Código Civil dictando una norma: que 
simplemente consagre por vía de imposición jurídica, lo 
que se repite no ha sido más que la práctica permanent” 
de los Organismos jubilatorios hasta el dictado de la re- 
«clución del 12 de agosto de 1982. 


El contenido de esta interpretación consagrará sim- 
plemente un juicio de razonabilidad elemental y mero 
sentido común como lo es el de establecer que en tanto 
no sean implementados con carácter general y nacional 
los sistemas de Carné de Trabajo o similares, sobre los 
cuales se fundamenta la obligación de afiliación y pago 
contemporáneo de Jos aportes, no se impida el reconoci- 
miento de los servicios pcr la falta de estos requisitos. 


El carácter interpretativo de la ley, y la circunstan. 
cia de que las disposiciones administrativas dictadas se: 
inconciliables con lo que aquí se declara, hace que 12 
misma se aplique a situaciones ya configurad lo que 
además de ser una consecuencia Mmerament 


ión del criterio administrativo que se cuestiona impi- 
dió a miles do afiliados el amparo jubilatorio. 


io estas disposiciones, 
uc falta grave de los 
actuar la isión de lomar 
la manera indicada. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Los trabzjado: 
la fecha de promuigación de la 
adeudos con la D.G.S.S. (B.P.5.) ror í, e Jas 
sgaciones determinadas por ¿a Ley N? 9.999, de 3 de en 
ro de 1911, por cuya causa no entraron en el goce de lu 
pasividad conforme a lo establecido por la Ley N% 11.237, 
de 8 de enero 1949, cn su arlículo pr: G, podrán 
acogerse ál régimen de pago que se condiciona por los 
artículos siguientes. 


Art. 22 — Se reconocerá la efectividad de las pa 
vidades que habrian correspondido a los trebajadorcs no 
dependientes aún sin afiliación contemporánea a Pros. 
tación de sus servicios, y cuando fuvieren adeudos do! pr 
den de los señalados en el artículo 19, siempre que 


dichos 
atillados, a juicio de la TD.G.S.S, (B.P.S.), se encuentren 
dentro de cualguiera de estas situaciones: 


A) Carencia de recursos para pagar los adeudos atrase. 
dos, teniendo 60 o más años de edad. 


B) Imposibilidad fisica. 


La DGSS. (B.P.S.) podrá disponer prórrogas de la 
fecha de amparo prevista en el artícuio 1% siempre que 
la considere oportuno y necesario, previa adecuada fun- 
damentación. 


Art. 32 -—— Si fuere aprobada por la D.G.S.£ ¿B.P.3,), 
luego de cumplidos los extremos que se exigen por el ar- 
tículo 2?, la efectividad del servicio pasivo, se descontará 
de su monto hasta un 30% si fuere necesario, para cu- 
brir el importe total adeudado a la D.G.S.S. (B.P.S.) por 
las referidas obligaciones; si quedare saldo deudor se con- 
tinuará dicho descuento sobre las pasividades subsiguien- 
tes, hasta la cancelación de la deuda. 


Los intereses y recargos de la ley serán aplicados en 
todos los casos. 


Art. 4% — Los trabajadores no dependientes que no 
estén en condiciones de probar las exigencias previstas en 
los incisos A) y B) del artículo 2% de la presente ley, 
cancelarán sus obligaciones en igual forma a lo precep- 
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tuado en el artículo 32 pero el descuento podrá llegar a 
un 50%. 


Los intereses y recargos de ley serán aplicados en to. 
dos los casos. 


Art. 5% — Los trabajadores no dependientes para exi- 
gir el reconocimiento de sus servicios, deberán aportar 
prueba del desempeño de sus tareas en forma habitual y 
profesional y de que constituyeron su principaj medio de 
subsistencia. 


Art. 6? —- Podrán acogerse al régimen que se estábie.. 
ce, todos los afiliados, aún cuando las disposiciones que 
se modifican por la presente ley, hubieran determinado re- 
soluciones denegatorias de su amparo. 


Art. 79 -. El B.P.S. instalará eu un plazo no Mayor 
de lreinta días, un servicio permanente y adecuado de 
información, enseñanza y asesoramiento, sobre los dere- 
chos y obligaciones de los trabajadores no dependientes, 
encaminado al conocimiento y comprensión de la necesi. 
dad, veniajas y obligaciones de la afiliación y de la coti- 
zación contemporáneas a la prestación del servicio. 


Art. 3% --- A los efectos pensionarios se afectará en 
todos los casos hasta el 20% de la asignación mensual 
pensionaria hasta la cancelación total de la deuda del 
causante. 

Art. 9% — Comuniquese, ote. 


An Raúl Ferrcira, Uruguay Tourné. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Ej adjunto proyecto de ley versa sobre requisitos pa- 
»2 obtener el derecho a la pasividad, por los trabajadores 
no dependientes. Se refiere a los patronos propiamente 
tales, como a toda esa otra múltipie gama de personas 
que se desempeñan en las más diversas actividades, fue- 
ra de relación de dependencia; entre ellas: artesanos, en- 
fermeros, lavanderas, modistas, tejedoras, etc., etc., en 
Jin todos los que por su modalidad de trabajo, deben 
afrontar por sí, las contingencias del riesgo laboral. 


Las características sociales y económicas del sector, 
en su gran mayoria, llevan a que, careciendo de infor. 
mación y asesoramiento adecuados, y relegados a su soja 
iniciativa, oMitan su afiliación al organismo jubilatorio y 
por ende, la cotización debida, impuestas ambas, por las 
leyes en la materia (N* 9.999, de 3.1.41, Art, 12; N* 11,463, 
de 25.90.50, Art, 3%; N? 11.237, de 8.1.49, Art. 19). 


Como consceuencia surgen serias dificultades para ja 
determinación del derecho, llegado ei momento de aco- 
gerse al amparo; pero, la realidad de la prestación labo- 
ral, base iundamentai del beneficio, primó, prácticamen- 
te, flexibilizando la apreciación de las exigencias legales, 
que fueron cada vez menos requeridas, 


. Lo que en cierta forma, pudo justificar la apreciación 
erítica de que la situación, en tanto significaba admitir 
ia omisión de afiliación contemporánea a la prestación 
de los servicios, su falta de aprobación o por ende de 
piena prueba, generaban un factor contrario a la saluca 
del sistema financiero jubilatorio. 


Ahora bien, invocándose tales dificultades --el incum. 
piimiento de los requisitos legales y la falta de pruebas 
lehacientes-— pero en la realidad, orientada a palíar Muy 
parcialmente el desequilibrio económico de la Seguridad 
Social, la Dirección General dictó el 12.8.82, la Resolución 
NY 1658, que a Ja luz de una interpretación finalista de 
los textos, dirigida al objetivo económico financiero, ex. 
cluyó draconianamente de todo amparo a cerca de 35.009 
afiliados, que por su imperio quedaron definitivamente, 
fuera de toda protección, vulnerando las leyes, y las re- 
soluciones y prácticas administrativas vigentes. 


En rigor, tal resolución supuso: 


1) Imponer requisitos ilegales para el cómputo de 
servicios; 
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2) derogar disposiciones más favorables para el pa- 
go de las aportaciones en situaciones especiales; y 


3) conterir efecto retroactivo a sus disposiciones. 


En primer lugar: la Resolución N* 1658 somete e€l re- 
conocimiento de los servicios de los trabajadores no de- 
pendientes a las condiciones de “afiliación contemporá- 
nea con la prestación de los mismos y el pago regular de 
los aportes devengados (Art. 19 Lit. B de la Ley N? 11.23%, 
de 81.49)...” (Cap. 1, num. 39), 


Ni la legislación vigente impone esas exigencias, ni 
es correcta la alusión a la Ley N* 11.237. 


La ley citada no crea condicionantes para el recono- 
cimiento de servicios sino, exclusivamente, para entrar al 
goce de la pasividad. Dice: 


“ARTICULO 1% — A los efectos de la aplicación de lo 
dispuesto por el inciso 1% del articulo 12 de la Ley 
N% 9.999, de 3 de entro de 1941, declárase: A) Las 
deudas de las empresas no serán compensables con 
los haberes jubilatorios y éstos sólo se generarán des- 
de la fecha en que aquéllas hubieren sido canceladas 
o Cuando existiere aportación regular a juicio del Di- 
rectorio de la Caja. B) Considérase que ha existido 
aportación regular cuando ésta hubiera alcanzado 
—por lo menos— al cincuenta por ciento de la ava- 
luación de deuda correspondiente”. 


El texto es claro: los requerimientos de cancelación 
de deudas o de aportación regular, están condicionados 
exclusivamente al goce de la pasividad. 


Interpretar, como lo hace la Resolución N* 1658, que 
condiciona asimismo el reconocimiento de servicios, es ab- 
solutamente improcedente, y en su mérito el texto que en 
ella se funda, ilegal. 


Como se dijo ut-supra, tampoco la legislación vigente 
reclama el cumplimiento de tales condicionantes. Y las 
pocas normas especiales que intentaron establecer un ré- 
gimen sobre esas bases, no pudieron funcionar, carecién- 
dose de los mecanismos administrativos imprescindibles 
para su puesta en práctica. Tanto que, ya la resolución dei 
Directorio de la Caja dictada el 5.8.43 (O. de S. 768), pos- 
tergó indefinidamente su puesta en funcionamiento. Se 
refería al Carné de Trabajo, creado por una de esas po- 
cas leyes de excepción, la N9 9,946, de 26.7,40, para dotar 
al afiliado de un instrumento de justificación de su ac- 
tividad, de su cotización contemporánea; de carácter obli- 
gatorio, imprescindible para el cómputo de servicios. 


La resolución aludida estableció que “hasta tanto no 
entre en función el Carné de Trabajo, las aportaciones 
obreras de los trabajadores independientes serán imputa- 
das a las respectivas deudas de reintegros...”, y que “la 
comprobación de los servicios de los trabajadores inde- 
pendientes se realizará por la vía testimonial, procurán- 
dose la identificación de los usuarios y la exacta magni- 
tud de los servicios y salarios relacionados con la actua. 
ción de cada afiliado”. 


En un segundo intento, la Ley N* 11,495, de 26.9.50, 
Art. 32 reiteró la exigencia en cuanto a los trabajadores 
independientes, y la Ley N* 12.380, de 12.2.57, Art. 18, en 
relación con los servicios recogidos por la Ley N* 12.138, 
sobre Actividades Lícitas. 


Pese a esos textos, el Carné de Trabajo sólo tuvo 
vigencia parcial y transitoria, de modo que a la fecha de 
ia resolución de 12.882, era inexistente, y los afiliados 
aún queriendo, no hubieran podido ingresar al sistema. 


Jurídica y prácticamente pues, seria imposible recla- 
mar del trabajador el cumplimiento de obligaciones deri- 
vadas de un sistema no estructurado como la ley preveía, 
carente de aplicación efectiva. 


Contrariando esa realidad, y las normas vigentes, la 
Resolución N* 1658, exigió para el reconocimiento de ser- 
vicios, la afiliación contemporánea con la prestación de 
los mismos y el pago regular de los aportes. 
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Estos requerimientos significan la total y definitiva 
pérdida del derecho a la pasividad. 


La jubilación se basa fundamentalmente en los ser- 
vicios; al impedirse arbitrariamente su reconocimiento, se 
les niega existencia, y por tanto, al faltar el sustento 
del derecho, se carece de opción jubilatoria. 


En segundo lugar, la resolución en cuestión perjudicó 
a otro sector de afiliados, que disponían de regímenes más 
favorables para el pago de sus deudas, en mérito a sus 
condiciones de indigencia o imposibilidad fisica. 


La severidad de la ley de afiliación patronal obliga- 
loria, N? 9.999, de 3.1.41, condicionando el goce de la pa- 
sividad al pago, se fue atemperando progresivamente, La 
Ley N? 11.237, de 8.1.49 admitió la “aportación regular”, 
entendiendo por tal, el pago por lo menos del 50%. La 
Ley N% 12.143, de 19.10.54, permitió la etectividad del ser. 
vicio pasivo, y el descuento hasta un 30% de la pasivi- 
dad, en los casos de carencia de recursos con más de 55 
años de edad, y de imposibilidad física, a cesantes entre 
1948 y la fecha de su vigencia. Y la Ley N? 13,597, de 
27.71.61, Art. 16, prorrogó la fecha de cese a esos efectos, 
tya postergada por las Leyes N% 12,934, de 24.10.61, Art. 
7% y N9 13.426, de 2.12.65, Ast. 37, sucesivamente hasta el 
31.12.60 y 31.12.64), hasta el 31.12,66. 


Cumplido este último plazo, fue a nivel administrativo 
que se dictaron soluciones para esas situaciones excepcio- 
nales de enfermedad grave o penuria económica, mante- 
niéndose así el espíritu de aquellas leyes, 


Pues bien, la resolución de 12.8.82, en su Capitulo 111, 
9% revoca expresamente esas humanitarias disposiciones, 
sumiendo en el desamparo absoiuo a quienes por sus 
condiciones de incapacidad física o indigencia, más ne- 
cesitan de la Seguridad Social. 


En tercer lugar, dicha resolución, dispuso su efecto 
retroactivo: tanto para los requisitos que imponía em 
cuanto al reconocimiento de servicios, ya que sólo excep- 
tuaba de su cumpiimiento a “aquellos afiliados que a la 
fecha de la presente resolución hubiesen denunciado sus 
actividades y regularizado su situación contributiva...”, 
(39; 


“La presente resolución rige para el reconocimiento 
de los servicios prestados en calidad de trabajadores no 
dependientes cualquiera sea la techa de denuncia de sus 
servicios, excepto para aquellos que a la fecha de esta re- 
solución hubieran cesado y se hubiera aprobado su pa- 
sividad”, (11), como para las condiciones que exigia a los 
efectos del goce de la jubilación, por cuanto el Art, 9% 
dispuso: “Revócanse a partir de la fecha de la presente, 
las resoluciones del Directorio del ex Banco de Previsión 
Social de fechas 17,6.77 y 27.12.78...” 


De esta forma, se aplicó a situaciones anteriores a su 
vigencia, violando un principio básico de seguridad ju- 
ridica administrativa. 


Como consecuencia, resultaron afectados numerosos 
afiliados cuyas legitimas expectativas, fundamentales en 
las leyes vigentes, y respaldadas por las resoluciones y 
prácticas administrativas en vigor y observancia a su fe- 
cha, se frustraron insólitamente. Ni siquiera abonando 
totalmente los aportes, con todos los gravámenes por mo- 
ra, accesorios, se recuperaría el derecho al reconocimiento 
de los servicios prestados y a obtener la condigna jubi- 
lación, por todos aquellos que a la fecha de la resolución 
no hubieran cumplido los requisitos, que recién entonces, 
esta misma, exigía, 


Se clausuraba así, arbitrariamente el derecho de mi- 
les de afiliados. Derecho consagrado en toda la normali- 
va vigente Constitución de la República (Art. 57); Con- 
vinios Internacionales (Ley N* 14.117, de 30.4.73 - Con- 
venio N% 128), y en el innúmero conjunto de leyes, de- 
cretos y resoluciones que confiere a la Seguridad Social 
la noble función de proteger a la persona humana, desde 
que nace (y aún antes de nacer), hasta que muere. 
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Sin duda la finalidad económico-financiera persegui- 
da, se hubiera podido lograr con medidas de buen orden 
administrativo u otras soluciones de fondo, que no alec- 
taran cruelmente a estos afiliados. 


En su mérito, corresponde en la actualidad, restituir 
+*l amparo a ese cúmulo de afiliados perjudicados, de mo- 
de tal que les permita recuperar las expectativas troncha- 
úas, reimplantando soluciones legales y justas, pero tam- 
bién. disponer hacia el futuro racionales medidas que 
aseguren el cumplimiento estricto de las leyes, as1 Cccmo 
cxtiemar las seguridades de la prueba y de la idoneidad 
y profesionalidad en la actividad invocada; el contralor 
tic] cumplimiento de las obligaciones y además estructu. 
rar un sistema de enseñanza, educación e información a 
la. población activa y a los afiliados, sobre sus derechos 
y deberes, con insistencia permanente y convincente res- 
pecto de jas consecuencias perjudiciales del incumplimien- 
to y de la base sccial y solidaria del régimen, buscando 
cambiar la mentalidad generalmente elusiva y apática, y 
concientizar a] trabajador de la imperiosa necesidad y 
consecuentes ventajas de su afiliación y cotización coeta- 
neta al cumplimiento de jos servicios. 


Se entiende que todas aquellas expectativas, basadas 
exd una real actividad, debes ser protegidas, aún cuando 
hubieran sido desestimadas y recibido resolución denega- 
toria, por aplicación de la resolución úe 12.8.82, siempre 
que los servicios se justifiquen fehacientemente por me. 
dios probatorios legales; no existen dudas sobre su de- 
sempeño profesional ni sobre la idoneidad del titular para 
su cumplimiento. 


A los propósitos expuestos, responde la elevación del 
anteproyecto que se adiunte. cuyo articulado se pasa a 
explicitar. 


Juan Raúl Ferreira, Senador. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12 --- Contempla la situación de los traba- 
jadores no dependisntes que a pesar de tener causal con- 
¡igurada no entraron en el goce de la pasividad, por man. 
tener adeudos con la D.G.S.S. (B.P.S.), estableciéndose un 
“égimen de pagos por cuyo cumplimiento adquieren la 
plenitud de sus derechos. Se retoma el camino iniciado 
par el legislador el 12 de octubre de 1954 por la Ley 
N? 12,143 que atemperó con éxito la severidad de la Ley 
N7 9,999, de 3 de enero de 1941 y la Loy N* 11.237, de 
$ de enero de 1949. 


Art. 22 — Se elimina la exigencia de ia afiliación 
contemporánea para los trabajadores no dependientes quí 
hubieren adquirido causal jubilatoria a la fecha de pro- 
muigación de la presente ley. Se tuvo en cuenta la Mmefi. 
cacia de leyes como la NY 9.946 (Carné de Trabajo), que 
Ordenes de Servicio y reglamentaciones posteriores fue- 
ron dilatando su aplicación en el tiempo, concluyéndose 
que os imposible reclamar al trabajador no dependiente 
el cumplimiento de obligaciones derivadas de un sistema 
carente de aplicación efectiva, 


A su vez se recoge la humanitaria previsión de las 
sucesivas leyes ya citadas, en los casos de imposibilidad 
física o de penuria económica, elevando en este caso a 60 
la edad requerida, para acompasarla a las causales ac. 
tuales: Leyes N? 12.143, de 19.10.54; 12.934, de 24.10.61, Art. 
7%; 13.426, de 2.1265, Art. 37 y 13.597, de 27.7.67, Art. 18 
y de las resoluciones del B.P.S. que mantuvieron el régi- 
inen 20.2.73, 1,112.76, 12.11.77 y 27.12.78. 


También se prevé autorizar al Organismo que habrá 
de regir los destinos de la Seguridad Social, a prorrogar 
la vigencia del amparo, de considerarlo necesario y opor- 
tuno, en forma debidamente fundada. 


Art. 32 — Autoriza a la D.G.S.S. (B.P.S,) a exigir ele- 
inentos de prueba conducentes a demostrar la carencia 
de recursos e imposibilidad física. Cumplido tal extremo 
se entiende justo continuar con la filosofía de toda la 
legislación en la materia que permite a determinados 
trabajadores no dependientes la cancelación de sus adeu- 
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dos en relación con los montos que genere su propia pa- 
sividad. 


Art. 4% -- En atención a la forma arbitraria en que 
a un amplio sector de trabajadores no dependientes se 
les negó el derecho y por tanto el goce a una pasividad 
cuya causal habian configurado, se prevé un régimen ex- 
tepcional —por única vez— de cancelación de adeudos. 
Vale decir que sin perjuicio de que trabajadores no de- 
pendientes, que no probaron carencia de recursos e inca- 
pacidad fisica, acceden a un régimen similar al precep- 
tuado para aquéllos, este sistema no debe ser tomado en 
cuenta en el futuro. 


Art. 52 -. Autoriza al B.P.S,, a extremar la prueba 
de los servicios y de las condiciones de su prestación, y 
aplicar los mecanismos previstos específicamente por la 
Ley N" 12,138, de 13.10.54 y Art. 18 de la Ley N? 12.380, 
de 12,2,57, para el cómputo de los servicios recogidos por 
la Ley de Actividades Licitas; es decir: habitualidad y 
profesionalidad en el desempeño, de modo que constitu- 
yan para el trabajador el medio principal de subsistencia. 


El temperamento se íundamenta en la necesidad de 
evitar la creación de servicios no cumplidos, tanto más 
cbible cuando más antigua sea la presunta prestación. 


Art. 6% — Elimina la arbitrariedad del efecto retro- 
activo de la Resolución de 12.8.1982, y permite beneficiar- 
se en las disposiciones del proyecto a todos los trabaja- 
dores y afiliados sia excepción, aún cuando las normas 
“ue modifica, hubieran determinado decisiones denegato- 
ias. En esta forma pueden acceder a la pasividad los 
perjudicados por aquelia resolución, zon la lógica condi- 
ción de cumplimiento de las disposiciones del proyecto en 
cuanto al pago previo de la deuda en las condiciones que 
establece. 


Art. 712 — Se ha previsto en esta ley subsanar los pro- 
blemas de aquellos trabajadores no dependientes, que ha- 
biendo adquirido causal a la fecha de vigencia de la 
presente ley, por algún motivo se les desconoció el dere- 
cho y se impidió el goce de una pasividad plenamente ad- 
quirida. En el futuro, los trabajadores no dependientes 
cuando quicran acceder a la causal jubilatoria que gene. 
ra su actividad, tendrán que cumplir con los requisitos 
previstos en leyes vigentes como la Ley N* 11.237, Por 
tanto se ha entendido del caso que esta ley obligue a tos 
responsables de la Seguridad Sccial a establecer meca- 
nismos de enseñanza, educación e información perma- 
nentes y convincentes y de asesoramiento adecuado al 
trabajador no dependiente sobre la necesidad y obligato- 
vtiedad de su afiliación y cotización como medio idóneo 
de regularización definitiva de la situación de este sec- 
tor laboral frente a la Seguridad Social. 


Art, 8% -— Admite como es tradicional, un tratamien- 
to más favorable para los pensionistas, y los excluye de 
la exigencia de pago previo y total de la deuda del cau- 
sante, permitiéndoles en cambio, su cancelación, median- 
te el descuento de hasta un veinte por ciento de los ha- 
beres de pasividad que se vayan devengando. 


En conclusión: el anteproyecto que se eleva tiene por 
finalidad restablecer en su justa medida las expectativas 
y derechos cercenados, permitiendo el acceso a la pasivi- 
dad, a quienes se vieron indebidamente privados del mis- 
mos así como a regularizar el sistema en forma indubí. 
able. 


Uruguay Tourné. Senador. 


Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 19 — Declárase que la falta de afiliación y 
del pago regular de aportes contemporáneos a la activi- 
dad, no impiden el reconocimiento de los servicios de 
los trabajadores no dependientes, anteriores a la sanción 
de la presente ley. 
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Los servicios indicados podrán acreditarse por cual. 
quiera de los medios probatorios admitidos por la legis- 
iución vigente. 


Art. 22 — Los trabajadores no dependiszntes que a la 
fecha de promulgación de la presente ley tengan adeu- 
dos con la DGS3S (BPS) por concepto de las obligaciones 
determinadas por la Ley N? 9.999, de 3 de enero de 1941, 
podrán acogerse al régimen de pago que se establece por 
los articulos siguientes. 


Art, 39 — En todos los casos la determinación de ¡as 
obligaciones impagas se realizará aplicando los sueldos 
fictos y tasas vigentes a la fecha en que se generaron, 
así como las sanciones por mora que correspondan. 


Art. 4% -- Los trabajadores no dependientes que Ca- 
rezcan de recursos o que se encuentren incapacitados en 
forma absoluta y permanente para todo trabajo, ingre- 
sarán al goce efectivo de la pasividad, cancelando sus 
adeudos mediante la afectación del cien por ciento de los 
haberes devengados durante cl trámite y, si quedare saldo 
deudor, a través de la afectación de hasta un treinta 
por ciznto de los haberes mensuales subsiguientes, hasta 
la cancelación de su deuda. 


Art. 5% — Los afiliados que no se encuentren en al- 
guna de las situaciones indicadas en el articulo preceden- 
te, ingresarán al goce efectivo de la pasividad cancelando 
sus adeudos mediante la afectación del cien por ciento de 
los haberes devengados durante el trámite y, si quedare 
saldo deudor, a través de la afectación de hasta un cin- 
cuenta por ciento de lcs haberes mensuales subsiguien- 
ves, hasta la cancelación de su deuda. 


Art. 6% —- Los trabajadores no dependientes para exi- 
gir el reconocimiento de sus servicios, deberán aportar 
prueba del desempeño de sus tareas en forma habitual 
o profesional y de que ellas constituyeron su principal 
medio de subsistencia. 


Art, 7% -— Podrán acogerse al régimen que se está- 
lece todos los trabajadores no dependientes incluso aqué- 
los a quienes se les haya denegado amparo jubilatorio. 


Art. 82 Los trabajadores no dependientes deudo- 
res, a que alude el artículo 1? de la presente ley podrán 
snerar derecho peansionario, procediéndose a la cancela- 
ción de sus adeudos mediante la afectación total de los 
haberes que pudieran existir y, en caso de ser insufi- 
cientes, a través de la afectación de hasta un quince por 
ciento de las prestaciones mensuales subsiguientes. 


Art. 92 — El Banco de Previsión Social instalará en 
un plazo no mayor de 90 dias, un servicio permanente 
y adecuado de información, enseñanza y asesoramiento, 
sobre los derechos y obligaciones de los trabajadcies no 
dependientes encaminado al conocimiento y comprensión 
de la necesidad, ventajas y obligatoriedad de Ja atiliación 
contemporánea con la prestación de los servicios, 


Art. 10. — Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión. 
Uruguay Tourné, Miembro Informante, José German 


Araújo, Eugenio Capeche, Carlos W. Ciglinti, Luis B. 
Pozzolo. Senadores. 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Montevideo, 17 de setiembre de 1538 
Señor Presidente de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de dirigirse a *se 
Cuerpo a fin de poner a su consideración el Proyecto de 
Ley que se acompaña, relativo al régimen jubilatorio y 
de cancelación de adeudos de los trabajadores no deven- 
dientes. 


Resulta necesario establecer una solución legislativa a 
efectos de lograr el amparo jubilatorio pare esta meodali- 


CAMARA DE SENADORES 


25 de Setiembre de 1988 


dad de trabajadores, que realizaron su actividad sin ha- 
berse afiliado ni pegado contemporáneamente sur aportes. 


El régimen proyectado establece distintas alternati- 
vas de carcelación de las deudas generadas, mediante la 
afectación de la pasividad por plazos y montos variable; 
que están en relación al periodo en que se devengaron los 
aportes y a la calidad de los servicios, permitiendo así e2- 
trar al goce de la pasividad 


Se inciuye en el amparo al régimen aún a quienes se 
les hubiere denegedo el derecho jubilatorio y se 'o c£x- 
tiende para las situaciones de pensión. 


Por su parte los descuentos a aplicar sobre la pasivi 
dad se acotan en e! tiempo y en su monto al establecer 
cese de los mismos a los 70 años de edad y al fijar cor:o 
mínimo de la asignación de jubilación un importe equiva- 
lente al de la Pensión a la Vejez. 


Corresponde señalar también que se establece una nuc- 
mativa clara para el tratamiento de las situaciones futu- 
ras, tanto desde e! punto de vista del reconocimiento de 
servicios, como de la regularidad de los aportes. 


Saluda al señor Presidents con su mayor considera - 
ción. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de ía 
República. Huga Fernández Faingold. 


PROYECTO DE LEY 


Artícuio 19 — Los trabajadores no dependientes que 
hayan declarado servicios como tales con antericridad al 
30 de abrii de 198€ sin haberse afiliado ni pagado conterm- 
poráneamente sus aportes, podrán cancelar sus adeudos 
y entrar ai goce de la pasividad conforme al régimen que 
se establece en los artículos siguientes. 


Art, 22 — Cuando los servicios denunciados sean ex- 
clusivamente en calidad de trabajadores no dependientos, 
los adeudos respectivos serán cancelados del siguiente Mo- 
do: 


A) Tratándose de obligaciones generadas hasta el 30 
«de abril de 1975, se cancelarán mediante un régimen ficio 
de reintegros consistente en la retención del 20% de la 
asignación mensual de pasividad, por un período igual a 
aque! en que se prestaron tales servicios. 


B) Tratándose de obligaciones posteriores al 30 de 
abril ae 1975, se procederá a su determinación real, avli- 
cando los sueldos fictos y tasas vigentes a las fechas en 
que respectivamente se devengaron, asi como las sancio- 
nes por mora correspondientes, y su cancelación se reali 
zará mediante la retención de un 30% de la asignación 
mensual de pasividad hasta saidar integramente dichos 
adeudos. Este porcentaje se reducirá en un 50 % para ca- 
renciados de recursos e imposibilidad física. 


C) Em caso de registrarse adeudos anteriores y pos- 
teriores al 30 de abril de 1975, se aplicará el régimen del 
literal A) con un porcentaje del 25 %. 


Art. 329 — Si los servicios denunciados comprenden 
parcialmente actividades no dependientes, se descontará de 
la pasividad mensual un 2% por cada año de dichos ser. 
vicios, con un máximo de retención del 50 %, durante un 
plazo igual a aquel en que se hayan prestado los misnios. 


No obstante, si el período final (configuración del bá- 
sico jubilatorio) cstuviese integrado exclusivamente por 
actividades no dependientes, se aplicará el régimen de re. 
tención establecido en el literal B) del artículo anterior. 


Art. 42 — Podrán acogerse al régimen que se estable- 
ce todos los trabajadores no dependientes incluso aqué. 
flos a quienes se les hubiere denegado amparo jubilatorio. 


Art. 59 — Los haberes jubilatorios aún cuando se re- 
gistren solicitudes y/o ceses anteriores sólo se devengarán 
a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, Aque- 
llos que se generen durante el trámite serán afectados eñ 
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su totalidad al cumplimiento de las respectivas obligacio- 
nes. 


Art. 6% — Los trabajadores no dependientes deudores, 
a que alude el artículo 19 de la presente ley generarán de- 
recho pensionario, procediéndose a la cancelación de sus 
adeudos mediante la aplicación del 50 % del porcentaje 
de descuento que resulte del régimen que hubiese corre:- 
pondido al causante, según lo establecido en los artículos 
2% y 39 de esta ley. 


Art. 792 -— La asignación de jubilación resultante de la 
aplicación de Jas disposiciones de la presente ley, no po- 
drán ser interior al monto del beneficio de Pensión a la 
Vejez, una vez efectuados los descuentos que correspon- 
dan, y en todos los casos éstos cesarán al cumplir el be- 
neficiario los 70 años de edad. 


Art, 82 — Los trabajadores no dependientes para el 
reconocimiento de sus servicios, deberán aportar prueba 
del desempeño de sus tareas en forma habitual o prote- 
sional y de que ellas constituyeron su principal medio de 
subsistencia. 


Art. 92 -— Los trabajadores no dependientes que, por 
adeudos generados en actividades de tal naturaleza, lu- 
biesen celebrado con la Dirección General de la Seguridad 
Social (Banco de Previsión Social) convenios de pago al 
amparo de la Ley N* 15.781, de 29 de noviembre de 1985, 
podrán optar por el régimen de la presente ley. En este 
caso, la Administración imputará las cuotas del convenio 
que se hubiesen abonado a la deuda resultante o en tiem- 
pa de descuento, en cuanto corresponda. 


Art. 10. — Los trabajadores no dependientes que, a 
partir de la vigencia de la presente ley generen adeudos 
con la Dirección General de la Seguridad Social (Banco de 
Previsión Social), ingresarán al goce efectivo de la pa- 
sividad: 


a) desde la fecha en que aquéllos hubiesen sido can- 
celados; O 


b) cuando existiere aportación regular. 


Considérase que ha existido aportación regular cuan- 
do ésta hubiera alcanzado, antes del cese, al pago de por 
lo. menos el 50 % (cincuenta por ciento) de las obligacio- 
nes. 


Art. 11. — El Banco de Previsión Social instalará en 
un plazo no mayor de 90 días, un servicio permanente y 
adecuado de información, enseñanza y asesoramiento so- 
bre los derechos y obligaciones de los trabajadores no de- 
pendientes encaminado al conocimiento y comprensión de 
la necesidad, ventajas y obligatoriedad de la afiliación con- 
temporánea con la prestación de los servicios. 


Art. 12. — Comuníquese, etc. 
Hugo Fernández Faingold.” 
—Continúa la discusión general. 


Se me informa por Secretaría que el Cuerpo votó la 
supresión de la lectura. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: me encontra- 
ba en uso de la palabra, en calidad de miembro informan- 
te, cuando el Cuerpo suspendió el tratamiento del informe 
del proyecto de ley venido de la Comisión de Asuntos La- 
borales y Seguridad Social, y llegó a la conclusión de que 
era necesaria la iniciativa formal del Poder Ejecutivo para 
dotar al proyecto de los atributos constitucionales precisos, 
es decir, el Mensaje correspondiente, avalado por las fir- 
mas del señor Presidente de la República y del señor Mi- 
nistro de Trabajo y Seguridad Social. 


Esta circunstancia ha quedado cumplida a través dei 
Mensaje recibido por el Senado y que lleva la fecha 17 de 
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setiembre de 1986. En él se reproduce —tal como había 
sido acordado aportunamente en nuestra Comisión por par- 
te del Poder Ejecutivo y luego, en reuniones posteriores de 
las Comisiones correspondientes de ambas ramas del Par. 
lamento— la totalidad del proyecto, por lo que ha qué 
do superado lo que podría surgir como un impedimento 
para su consideración, de acuerdo al artículo 86 de la 
Constitución. 


Salvada esta situación, señor Presidente, me voy a rc- 
mitir, simplemente, a lo que afirmé en la sesión ordinaria 
en la que se inició el tratamiento del tema, en cuanto a 
los fundamentos, motivos y circunstancias que dieron ori. 
gen a este proyecto de ley, y a lo que dije sobre las ven- 
tajas que desde todo punto de vista traerá para un impoc- 
tante sector de la vida laboral del país. Se va a superar. 
pues, una situación que afecta a un grupo de trabajado- 
res, con efectos hacia el pasado, que ha sido impedido de 
acceder al régimen de la Previsión Social de este país, 
Hay alrededor de 35.000 afiliados, trabajadores no depen- 
dientes que se encuentran en el limbo de la Previsión So- 
cial del Uruguay, situación que, evidentemente, en el fun- 
cionamiento democrático de la República, los partidos po- 
líticos y el Gobierno han considerado inconveniente y ne- 
cesario superar. Y ello se logra con este proyecto de ley. 


Repito, señor Presidente, que este proyecto de ley cuen- 
ta con el consenso de todos los partidos políticos. Además, 
en su oportunidad, ya adelantamos algunas de sus líneas 
generales y sin perjuicio de quedar a disposición del Cuer- 
po para evacuar cualquier consulta que se nos quiera ha- 
cer, lo dejamos fundamentado de esta manera, vista la 
circunstancia de que nos encontramos con un quórum li 
mitado, es decir, con el número imprescindible para votar. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Señor Presidente: 
debo pedir disculpas a los señores miembros informantes 
de este proyecto de ley por la circunstancia de que siendo 
integrantes de la Comisión de Previsión Social de la Cá- 
mara de Representantes y habiendo sido tratado este pro- 
yecto en forma conjunta por representantes de dicha Cou- 
misión, no estuve presente en esas deliberaciones ni tuve 
acceso a las disposiciones definitivamente acordadas. Quie- 
ro hacer esta precisión para que no parezca impertinente 
que un miembro de la mencionada Comisión de Previsión 
Social, luego que en ella se alcanzó consenso, haga Obser- 
vaciones o solicite aclaraciones sobre este proyecto. 


"Tengo dudas acerca de si lo que voy a decir debo ha- 
cerlo en cl momento de tratar determinado artículo dei 
proyecto. 


SEÑOR TOURNE. — En la discusión particular. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — De acuerdo, señor 
senador. 


Lo que quiero decir es que este proyecto de ley, en 
síntesis, significa, dada su estructura, otorgar la pensión 
a la vejez a un determinado número de trabajadores, que 
según se manifestó oportunamente serían alrededor de 
45.000 y que ahora en el proyecto se dice que serían unos 
35.000. Lo cierto es que nadie sabe el número preciso. Es- 
tos trabajadores no gozaron de Ja pasividad porque la dic. 
tadura, por una resolución arbitraria e ilegal, tomada en 
agosto de 1982, condicionó el reconocimiento de esos ser- 
vicios al hecho de la afiliación y la aportación contempo- 
ráneas. Esto no era aplicable por cuanto había sido una 
práctica constante y una jurisprudencia pacífica, general- 
mente aceptada por el Banco de Previsión Social, que Jos 
trabajadores, conocidos como independientes, gozaran de 
la pasividad y al amparo de disposiciones legales, se les 
descontaran los adeudos correspondientes en un determi- 
nado porcentaje durante el goce de ella. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 
En consecuencia, voy a esperar que se vote en gene. 


ral el proyecto de ley para luego solicitar las aclaraciones 
correspondientes. 


284-—C.S. 


Asimismo, reitero que quiero dejar expresa constancia 
en el sentido de que los estimados compañeros del Cuerpo 
no se sientan sorprendidos por lo que podría ser una apa- 
rente impertinencia, esto es, el hecho ae que un miembro 
de la Comisión de Previsión Social haga preguntas, for- 
mule precisiones o eventualmente objete alguna disposi- 
ción de este proyecto. 


SEÑOR POZZOLO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. — De las expresiones del señor 
senador creí entender que este proyecto concede un nue- 
vo régimen de pensiones a la vejez; pero no se trata de 
eso. Este cs un régimen diterente, diríamos definitivo, para 
lo que antes llamábamos trabajadores independientes y 
ahora denominamos no dependientes, que son los que es- 
tán afectados por esa resolución de carácter administrati- 
vo adoptada por la Dirección General de la Seguridad So- 
cial el 12 de agosto de 1982, o sea, durante el gobierno de 
facto —coincido con el señor senador en cuanío a la in- 
precisión de la cifra; pueden ser 30.000 , 35.000 Ó 40.000 
ciudadanos— por la que se ordenó archivar los expedien- 
tes respectivos. 


Creo que en aquella oportunidad existían de hecio 
algunas razones valederas como para tomar determinades 
precauciones de carácter administrativo, respecto a este 
tipo de jubilaciones. No debemos olvidar el famoso antece- 
dente de las costureras, que sin haberlo sido nunca, inve:- 
tando testigos o servicios, se jubilaban. El hecho es que 
simultáneamente con esa medida administrativa no se hu- 
ya arbitrado un régimen definitivo de carácter de prueba, 
en cuanto a la veracidad de los servicios, etcétera. Esie 
proyecto tiende exclusivamente a eso. 


Por otro lado, lo que refiere a las pensiones a la vejez 
aparece como segundo punto del orden del día y yo, como 
miembro informante de este proyecto —por cierto muy 
simple— aprovecharia la oportunidad para anunciar en 
pocas palabras sobre qué versa, puesto que son dos pro- 
yectos que están prácticamente concatenados. 


Al establecer un régimen diferente, más serio, más 
profundo, para la prueba de los servicios de los trabajado- 
res no dependientes, y habida cuenta del intenso daño que 
esta interrupción de su trámite —desde 1982 a la fecha— 
les ha producido, se pensó simultáneamente en modificar, 
en lo que serían dos aspectos esenciales, el régimen por el 
que se conceden las pensiones a la vejez. 


En primer lugar, tradicionalmente, este régimen tenía. 
desde su origen, un mínimo de edad de 60 años que duran. 
te el gobierno de facto se llevó a 70; ahora por este pro- 
yecto, se lo rebaja a 65. La Comisión hubiera querido vol- 
ver al límite original, o sea 60 años, pero pesó la conside- 
ración del efecto económico que esa medida podria pro- 
ducir. Buscamos un punto intermedio pensando que en el 
correr de un año estaríamos en condiciones de llevarlo a 
dicho límite. Con esta medida, pensamos que estamos po- 
sibilitando que un número importante de ciudadanos, pri- 
vados de ese derecho o amparo, puedan acceder a él. 


En sustancia, se modifica la ley. Antes se exigía que 
quienes se presentaran o pretendieran acogerse a este be- 
neficio no tuvieran causal jubilatoria, pero ahora modifi- 
camos esa disposición permitiendo que aun aquellos que 
tengan causal jubilatoria puedan obtener este beneficio. 
Esto se va a dar en función del daño que hemos hecho a 
estos trabajadores no dependientes, y para que luego de 
dos o tres años, del período de prueba —después de estos 
cuatro años en que no han podido hacer absolutamente 
nada pues han tenido sus expedientes archivados— pue- 
dan presentarse, aunque sea transitoriamente, a efectos de 
recibir el beneficio de la pensión a la vejez, que será ii- 
terrumpido, naturalmente, en el momento de regularizar 
definitivamente su situación por la vía que determine esta 
ley que estamos tratando. 


Es decir que se trata de dos situaciones paralelas. Este 
proyecto crea un régimen definitivo. Al amparo de ese 
régimen que he descripto, por el asunto que figura en 
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segundo término del Orden del Dia, le damos un camino 
de acceso a un beneficio más inmdiato, transitorio, que ¡os 
resarza de aquel daño que se les ocasionó en 1982. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Silveira Zavala. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA, — Creo no haber sido 
comprendido por el señor senador Pozzolo. 


Los dos proyectos, el referido a los trabajadores indo- 
pendientes y el del nuevo régimen para acceder a la pen- 
sión a la vejez, en alguna forma están vinculados; uno es 
consecuencia del otro. Estoy de acuerdo con lo afirmado 
por el señor senador. Pero yo expresé que este proyecto, 
según las disposiciones que trae, en sintesis, conduce a que 
a esos trabajadores se les conceda una pensión a la vejez. 
¿Por qué? Porque hay que tener en cuenta que este tipo 
de trabajadores independientes —como por ejemplo, el pa 
bañil, el piomero, carpintero, es decir, una determinada 
actividad que se ejerce en forma independiente, no como 
el caso del empresario rural o comercial que de acuerdo 
con las disposiciones actuales es trabajador no dependien: 
te— no tienen edad para acceder a la pensión a la vejez 
En consecuencia, si se aplica la baja pasividad que se 
va a configurar en el cálculo básico jubilatorio, de acue: 
do a las remuncraciones que recibe, aún con las reval 
ciones que se je puedan fijar posteriormente al cese y 
configurada la causal jubilatoria, es muy diiicil que est 
trabajador «dicance el limite de N$ 7.200, que es el monio 
actual de la pensión a la vejez. Por ello, el artículo 7% 
dice: “La asignación de jubilación resultante de la aplica. 
ción de las disposiciones de la presente ley, no podrá ser 
inferior al monto del benelicio de Pensión a la Vejez, ut 
vez efectuados los descuentos que correspondan, y en to- 
dos los casos, estos cesarán al cumplir el beneficiario ¡os 
70 años de edad”. 


Esto quiere decir que hay trabajadores independientes 
que pueden tener 57, 38 ó 59 años de edad --—puede ser 
el caso de mujeres—y también 61 ó 62, que al ampararse 
a esta disposición van a tener asignaciones jubilatorias, 
por ejemplo —vamos a dar una ciíra arbitraria-— de nue- 
vos pesos 10.600 de acuerdo con el cáiculo básico, más lus 
revaluaciones que se le puedan aplicar posteriormente. 
Pero con los descuentos que se le hacen en unos casos del 
30 % y, en otros del 2 % mensua!, por cada año que haya 
tenido como trabajador no dependiente, va a resultar que 
esa pasividad de N3 10.009 puede bajar a NS 4.000 o 
NS 5.000, o sea, a cifras inferiores al monto de la pensión 
a la vejez. 


Por eso decía que en el conjunto de disposiciones de 
este proyecto relativo a los trabajadores no dependientes, 
esto significa que en definitiva se le va a conceder una 
pensión a la vejez y no se le puede poner la condicionante 
que para ello tiene que tener 60 años de edad. Este es el 
proceso que yo desarroliaba con respecto a los trabajado. 
res independientes. No me refería a que este proyecto e 
los trabajadores no dependientes concede el beneficio de 
pensión a la vejez. Pienso que subsana el caso de una tra- 
bajadora que tenga 59 años de edad que vaya a percibir 
una asignación de N$ 4.000, luego de hechos los descuen- 
tos respectivos. Pero si no existe esa disposición de que 
esa pasividad no puede ser interior al monto de la pensión 
a la vejez, tendrá que esperar seis o siete años, es decir 
cuando tenga edad suficiente, a efectos de solicitar dicha 
pensión que le sería mucho más beneficiosa. 


Considero que esta disposición es favorable a los tra- 
bajadores; no la estoy criticando. Expreso que en la filo. 
sofía y en el fundamento general del proyecto, significa, 
en definitiva, que habrá que aplicarles el monto de la 
pensión a la vejez, No habrá más remedio que hacer es», 
debido a los descuentos que se le efectúan. 


Este y muchos otros aspectos lo trataremos cuando 
entremos a la discusión particular, 


Señalo que me complace que el Poder Ejecutivo haya 
enviado la iniciativa correspondiente para este proyecto 
de ley. Cuando la Cámara de Representantes estructuró 
uno similar, en ese momento el Poder Ejecutivo le hizo 
dos objeciones. Una de ellas era gue no tenía iniciativa de! 
Gobierno. El texto del proyecto de la Cámara de Repre- 
sentantes lo dictamos en el sentido de que el legislador es 
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un auténtico intérprete de la ley. Interpretamos todas las 
disposiciones legales y fundamentos jurídicos que pueden 
ser o no discutibles. Pero la segunda gran objeción era 
que no tenía financiación. 


Nosotros expresamos que si el amparo jubilatorio se 
hubiera producido en tiempo y forma y si no hubiera es- 
tado de por medio una resolución administrativa arbitra- 
ria que modificaba el contexto jurídico de la seguridad so- 
cial, estos pasivos habrían entrado al goce de la pasividad. 
En consecuencia, no era un nuevo aumento de gastos, por- 
que éstos estaban previstos dentro de los recursos de la 
seguridad social. Pero ahora observo que el Poder Ejecu- 
tivo presta la iniciativa a un proyecto que no tiene finan- 
ciación. Aquí no se crea absolutamente ningún recurso 
para atender la situación de estos trabajadores que van 4 
estar amparados por esta disposición, cosa que me alegra. 
pero que está en contradicción con la objeción que en su 
momento el Poder Ejecutivo hizo al proyecto de la Cáma- 
ra de Representantes. 


Me parece importante que el Poder Ejecutivo hubiera 
comprendido que el proyecto no tenía financiación, porque 
no podía lograría. Me explico: si se hubiera concedido el 
beneficio jubilatorio, de acuerdo con la causal; si no hu- 
biera existido aquella resolución de agosto de 1982, los 
gastos estaban previstos dentro de los recursos genuinos 
con la asistencia del Estado y por el sistema normal de ré- 
caudación. 


Además, vamos a hacer algunas precisiones sobre las 
pruebas de servicio, los efectos económicos de acuerdo con 
la edad y las pruebas sumariales. Todos los expedi. 
estas personas que figuran en lo que se llama Archivo C. 
fueron investigados reinvestigados, y también se hicieron 
oruebas sumariales. Además, se convocó a muchos testigos 
e inclusive se llegó a exigir a mue gente que durante 
más de cuarenta años ejerció un oficio, que probaran, 2 
través de un diploma oficial, que efectivamente eran idó- 
neos en ese oficio. 


AJ respecto, voy a relatar un caso, y pido disculpas, 
ñor Presidente, si estoy quitando demasiado tiempo al Se- 
nado en el tratamiento de un proyecto que tiene el conser 
zo de todos los sectores y del Poder Ejecutivo. De todos 
inedos, lo que voy a decir vale para la historia de la ley. 


Conozco el caso —y puedo proporcionar el nombre de 
la persona— de un carpintero que cierto día acudió a mí 
para preguntarme si había alguna forma de vincularse con 
ía jerarquía de la Seguridad Social, a fin de que lograra 
c“omprender un problema de su expediente. No se le conce- 
día la jubilación porque no podía probar que era carpn- 
tero titulado en la Universidad del Trabajo. Resulta que 
esa persona era maestro carpintero en el Instituto Norml 
de Melo, así como también en la Escuela N%130 de Rec: 
peración Psíquica de esa ciudad, nombrado por el Conse, 
de Enseñanza Primaria, que le renovaba el contrato auual- 
mente. Por supuesto que estara sujeto a las inspeccionos 
de la escuela y de los inspectores generales que acuden a 
ella, lo que demostraba su idoneidad. ¿Qué ocurría? Sien- 
do muchacho, esta persona había comenzado como apren- 
diz en una carpintería y, a cierta altura de su vida, era 
experto en ese oficio, aunque nunca había concurrido a :in 
curso especializado. No estaba “doctorado” por la Univer- 
sidad del Trabajo por lo que no se podía probar que había 
hecho un curso de carpintero. Lo que resultaba absoluta- 
mente insólito era que no se le concedía la pasividad por- 
que no tenía el título que probara que era un carpintero 
egresado de la Universidad del Trabajo, a pesar de que 
el Consejo de Enseñanza Primaria lo había nombrado do 
cente carpintero, en el Instituto Normal de Melo y en la 
Escuela de Recuperación Psiquica de esa ciudad. Trabajó 
durante diez o doce años en ese carácter. El expediente iba 
y venía de una oficina a otra, a la espera de que presen- 
tara el título, y nadie podía conseguirlo. Finalmente, al- 
guien entendió que se trataba de una situación verdadera- 
mente insólita que había que resolverla con sentido común. 
Si se trataba de un docente para el Consejo Nacional de 
Enseñanza Primaria, que durante doce años lo sometió a la 
inspección correspondiente y había demostrado idoneidad 
para ser maestro enseñando manualidades de carpintería, 
era evidente que el hombre era carpintero, y no dejaría de 
serlo por no tener un título de la Universidad del Trabajo. 
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En consecuencia, me preocupa que en una disposición 
de un artículo se exija, por ejemplo, lo siguiente: “Debe- 
rán aportar pruebas del desempeño en sus tareas en forma 
habitual o profesional”. 


Puede ocurrir que un electricista, que es un idóneo, 
un experto, un excelente trabajador que desempeña tareas 
domiciliarias de reparación, no sea un técnico que hay 
hecho el curso de Electricidad en la U.T.U. y que no estó 
habilitado por UTE para realizar conexiones domiciliarias. 
Pero ello no significa que no esté capacitado para su oficip, 
¿Comó puede presentar una prueba profesional, por ejern. 
pio, un carpintero o un plomero? 


En consecuencia, cuando llegue la discusión del artícu- 
lado, vamos a tratar de entendernos en este sentido. Pienso 
que para estas cosas hay que poner más que el frío texto 
legal, algún sentido de comprensión humana, Hay que te- 
ner en cuenta que aquí juegan elementos sociales y huma- 
nos a los que hay que aplicar el sentido común. Estoy de 
acuerdo con la exigencia de toda prucba que verifique Le- 
hacientemente que la persona realmente trabajó. Nadie 
puede inventar servicios ni ofrecer falsos testimonios para 
lograr acreditar 30, 35 ó 40 años de actividad a electos de 
que se le conceda una asignación jubilatoria. Con esto, ma- 
die puede estar de acuerdo, Pero hay que tener en cuenta 
la otra parte O s que las exigencias no pueden ser tan 
exquisitas ni casuisticas al punto de que obliguen, en una 
situación en la que hay que aplicar sentido común porque 
hay prueba de que la persona es idónea en determinado 
oficio, a rechazar la solicitud alegando la falta de titulo 
expedido por la Universidad del Trabajo. Lo mismo sucede 
con gente que ha aprendido a coser o a bordar y que ha 
estado en esa actividad durante 30 ó 40 años, a la que se 
le dice que no se le puede conceder la pasividad por no 
haber cursado ningún estudio en la U.T.U. Se conocen 
excelentes costureras o modistas de alta categoría que no 
han concurrido a la UTU, pero, sin embargo, cuentan con 
otra experiencia que quizás sea muy etectiva —-con esto 
no quiero minimizar los cursos que se dictan en la Univer. 
sidad del Trabajo. que creo que todos deberian realizar. 
lo—como es la práctica, que muchas veces es mejor que 
todo lo que se enseña en los libros y en las aulas. Estas 
personas aprenden directamente, son autodidactas, se pet. 
feccionan y, a través de los años, han llegado a ser bue- 
nos trabajadores. 


Eza cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular, 
Léase el artículo 10, 


_ SEÑOR SINGER. — Formulo moción para que se su- 
prima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Se va a votar la moción de 
orden formulada por el señor senador Singer en el sentido 
de que se suspenda la lectura del articulado en la discu- 
sión particular. 

íSe vota:) 

—17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1*. 


SEÑOR TOURNE. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR TOURNE. — Es, simplemente, para una expli- 
cación de carácter general que surge del propio texto. 


Por medio de esta disposición removemos el obstáculo 
emergente de esa norma del año 1982 que exigió la atilia- 
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ción y la cotización contemporánea como requisito indis- 
pensable para el reconocimiento de los servicios. Ahora, 
establecemos claramente que los trabajadores no depen- 
dientes, que no se afiliaron ni pagaron contemporánea- 
inente sus aportes, podrán cancelar los adeudos y entrar 
al goce de la pasividad conforme al régimen que se esta- 
blece en la ley. 


Indudablemente puede surgir alguna duda respecto al 
alcance de la fecha que se ha fijado en el 30 de abril de 
1986. Queremos precisar que se fijó esa fecha porque fue 
cuando la Comisión finalizó su tarea. Creo que la verda- 
dera fecha que deberíamos haber fijado es la de promul- 
gación de la ley y, por lo tanto, parecería lógico —siempre 
que existiera acuerdo entre los integrantes de la Comi. 
sión - establecer que “los trabajadores no dependientes 
que hayan declarado servicios a la fecha de promulgación 
de la ley” y luego el texto del artículo 1% continuaria de 
la. misma forma como está redactado. 


_. SEÑOR SINGER, -- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -— Quisiera saber si estamos conside- 
rando el artículado del Mensaje. 


SEÑOR TOURNE. -.. Es el mismo que el del proyecto 
sustitutivo. O sea que el texto propuesto por la Comisión 
es el mismo que el del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SINGER. — Deseo manifestar que comparto 
lo que acaba de proponer el señor senador Tourné. pero 
con una variante. 


La fecha del 30 de abril como la eventual de la pro- 
mulgación, significa que en el momento en que esté san- 
cionada la ley, un trabajador independiente —en virtud 
de las circunstancias por todos conocidas y que ya han 
sido motivo de comentario por diversos legisladores— que 
no se haya presentado, encuentra absolutamente cerradas 
las vías para hacerlo. 


SEÑOR MEDEROS. — Lo que es una injusticia, 


SEÑOR SINGER. — Por tal motivo pienso que ha- 
bría que establecer un plazo, que debería contarse a par- 
tir de la promulgación de la ley y que podría ser, por 
ejemplo, de treinta o sesenta días. 


Esta disposición instrumenta un mecanismo para am- 
pararse a determinado régimen estatuido por la ley y los 
trabajadores que ya se han presentado están amparados, 
pero a aquel que entendió que la situación se lo impedía 
y no concurrió hasta el momento —e inclusive no está 
en conocimiento de un régimen como el que estamos ana- 
lizando— considero que al menos se le debe otorgar un 
cierto plazo a los efectos de que pueda regularizar su 
situación. 


SEÑOR MEDEROS. — Apoyado. 


SEÑOR SINGER. -- Planteo esta consulta a los miem- 
bros informantes. Ese fue el propósito de mi interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Fundamentalmente, prevemos 
dos tipos de situaciones. La disposición se dicta teniendo 
en cuenta una realidad como es la de miles de afiliados 
que han declarado sus servicios, que prácticamente tie- 
nen su expediente terminado, pero que no pudieron am- 
pararse a la jubilación en virtud de esa exigencia de 
afiliación y cotización contemporánea. La ley prevé la 
situación de los que se han presentado hasta el momento. 
Es decir, partimos de la base de afiliados que se han 
presentado solicitando la jubilación, que han denunciado 
servicios respecto a los que se instruyó o por lo menos 
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está su denuncia de servicios, aunque a la fecha de pro- 
mulgación de la ley no hayan tenido trámite alguno. Esta 
situación es la que está prevista en el artículo 1% 


El artículo 10 del proyecto hace referencia al futuro 
afiliado. Es decir que contempla la otra situación, o Sea, 
la de los trabajadores no dependientes que a partir de la 
techa de promulgación de la ley generen adeudos. 


Por lo tanto, repito, existen dos situaciones. Por un 
lado, la de jos trabajadores no dependientes, que no pue- 
den ampararse al sistema de previsión social por lo que 
adeudan y, además, por lo dispuesto en la resolución del 
año 1982; por otra parte, están los que en un futuro con- 
traigan deudas con la Previsión Social, Sobre estos últi- 
mos, habría que establecer un método para solucionar ese 
problema futuro. Por consiguiente, se conjugan dos nor- 
mas: la del articulo 1% y la del 10. En el artículo 1? se 
contemplan las situaciones pasadas, o sea, hasta la fecha 
de promulgación de la ley y, en el 10 se establecen las 
situaciones futuras y deudas que se generen a partir de 
la promulgación de esta ley. 


SEÑOR MEDEROS. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR MEDEROS. — Comparto la inquietud del se- 
ñor senador Singer. Creo que la ley no sería justa si no 
se les concediera un plazo, aunque sea breve, a los po- 
sibles candidatos a ser amparados por la misma porque, 
¿qué sucede? Comprende a un núcleo de trabajadores 
muy especiales y muy humildes, señor Presidente. 


Tai cual se establece en general, la ley ampara en 
una forma bastante generosa a todos aquellos que fueron 
perjudicados por el régimen extraordinario que se pro- 
dujo durante el gobierno de facto y que ahora queremos 
corregir. Pero, ¿cuánta gente hay que pudiendo estar 
comprendida en da ley no se ha presentado a declarar 
sus servicios? Para ello, hay dos razones. Primeramente, 
por pertenecer a un núcleo social bastante humilde y se- 
gundo, por ignorancia. 


En algunas regiones del país, el conocimiento de la 
promulgación de esta ley, es posible que sorprenda a quie- 
nes podían haberse acogido a sus beneficios y no lo ha- 
yan hecho. De acuerdo con su calidad de trabajadores no 
dependientes podían estar comprendidos en el alcance de 
esta ley, pero eso no ocurre así al no haberse presentado 
a ninguna dependencia del Banco de Previsión Social. 


Por eso comparto la inquietud del señor senador 
Singer en que es conveniente y justo establecer un plazo, 
aunque perentorio, para que se puedan presentar aquellos 
que pudiendo estar comprendidos en el sistema, por el 
hecho de no haberse presentado en su momento, van a 
quedar fuera. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — ¿Me permite una in- 
tcrrupción, señor senador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
senador Silveira Zavala. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. -- Voy a efectuar las 
observaciones que tengo sobre el artículo 1% para que el 
señor miembro informante me las aclare. 


Comparto lo expresado por los señores senadores Sin- 
ger y Mederos. Pero lo que no comprendo muy bien es la 
redacción cuando dice: “Los trabajadores dependientes 
que hayan declarado servicios como tales, con anteriori- 
dad al 30 de abril de 1986, sin haberse afiliado,...” Yo 
pregunto ¿declarado, dónde? Los servicios se declaran an- 
te la oficina de la Dirección General de la Seguridad 
Social, cuando el titular del derecho etectúa la afiliación. 
Ello significa que aporta sus datos filiatorios y hace la 
denuncia de los servicios, lo que conforma la cabeza del 
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expediente. La segunda instancia consiste en que muni- 
dos de la partida de nacimiento, se solicita la jubilación. 
Ahi comienza la etapa de la prueba de los servicios pos- 
teriores. Pero si aquí se expresa que hayan declarado, pe- 
ro sin haberse afiliado, ¿dónde se declaran los servicios? 
Si no existe declaración, no es posible computar servi- 
cios. Se confunde el hecho a que alude la ley, cuan 
dice que no se puede entrar al al goce de la pasivid 
sin la afiliación y la aportación correspondiente, contem- 
poránea, que se corrige después que se afilia, concediér- 
dole un régimen de descuento en la pasividad, cteétera. 
Pero acá, estamos refiriendonos al hecho de que hayan 
declarado servicios sin haberse afiliado, lo que no puede 
ocurrir. La afiliación a la Caja significa aportar todos 
los datos personales y familiares y, a continuación, se 
hace la denuncia de los servicios. 


SEÑOR MEDEROS. — Apoyado. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. -—- Esto se cumple por 
guien se va a jubilar y aún por aquél que está en acti- 
vidad: denuncia sus servicios anteriores, continúa la ati- 
liación y el día que se vaya a jubilar le agrega todos los 
servicios posteriores a la fecha de la afiliación. Pero, de 
niaguna manera, puede haber declarado servicios sin ha- 
berse afiliado. Esa es la primera observación. 


La segunáúa, es que desde 1982 a la fecha, hay múcha 
gente que no está afiliada al Banco de Previsión Social, 
porque cuando fueron a ampararse a los beneficios que 
la ley les otorga, al no poder pagar los aportes a la Se- 
guridad Social resolvieron dejar en suspenso la Opeia- 
ción para una úlilma instancia cuando tengan cumplidos 
los años de servicio y cuenten con la edad suiiciente para 
jubilarse. 


Ex preciso considerar que muchos de estos trabajaco- 
res tenian la siguiente alternativa: si pagaban al Baneo 
de Previsión Social, no comían. Por ejemplo, los canilnias 
reciben una retribución tan baja que se encuentran en 
esas condiciones, al igual que muchos trabajadores inte. 
pendientes. Siempre ocurrió que al cumplir la edad exi- 
gida, el trabajador concurría a la Caja a afiliarse y es 
ese momento denunciaba los servicios. Pero, a partir de 
la resolución de agosto de 1982 mucha gente concurrió a 
las oficinas del Banco de Previsión Social a afiliarse, a 
denunciar sus servicios y solicitar la jubilación, y no le 
aceptaron la afiliación. El funcionario que asescraba ex- 
plicaba que si no se había efectuado la aportación co- 
rrespondiente contemporáneamente a la actividad desa- 
rrollada, no tenían amparo jubilatorio. La arbitrariedad, 
la barbaridad de la resolución de agostc de 1982, era la 
de no reconocer servicios si no existía afiliación y apor- 
tación contemporánea a la actividad. 


Por lo tanto, si establecemos que es preciso la decia- 
ración de servicios, sin haberse afiliado, estamos dejando 
fuera a mucha gente y consideramos únicamente a aque- 
llos que tienen un expediente sustanciado en Archivo B, 
porque le aplicaron la resolución de agosto de 1982. 


Por otra parte, no estamos concediendo el plazo 2 
que se refería el señor senador Singer a aquellas personas 
«ue cuando concurrieron con posterioridad a agosio de 
1982, les negaron el amparo de la afiliación y de la so- 
licitud de jubilación, por no estar comprendidos «n la ley 
al no heber hecho la denuncia contemporánea de los ser- 
vicios. 


El artículo 10 a que se refiere el señor miembro in- 
Formante, es aplicable al trabajador que estando en actl- 
vidad, vaya a acogerse en el futuro a este tipo de pasivi- 
dad, con lo que estoy de acuerdo. De aquí en adelante, 
hay que establecer un régimen generoso, liberal, de 
acuerdo a la disposición final de este artículo. sobre cuá- 
les son las obligaciones sociales del trabajadcr. Tampeco 
estoy de acuerdo en que no se aporte a la Seguridad 
Social y lucgo se vaya a reclamar las prestaciones que 
ella brinda. Lo que ocurre es que estamos tratando con 
un núcleo de trabajadores que tenían un résimen paciti- 
camente aceptado desde el año 41 a la fecha, por el que 
todos pod'an ampararse y al que, «bruptamente, le fue 
negtdo el amparo. Repito, que se trata de personas que 
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perciben muy bajas remuneraciones, que si hacen los 
aportes a la Caja, no pueden comer. 


En síntesis, quiero que se me aclare dónde declara- 
ron sus servicios esos trabajadores que no se afiliaron. 
Por otra parte, la fecha del 30 de abril de 1986, significa 
dejar fuera a miles de trabajadores. 


Estoy de acuerdo con el señor senador Singer --qu 
me ganó de mano en este aspecto— en que esta ley, como 
generalmente ocurre con todas las leyes cuando estable- 
“en una nueva normativa, debe conceder un plazo e in- 
ormar a la gente, para que dentro del mismo pueda am- 
pararse en sus disposiciones. 


SEÑOR CAPECELS, 
señor senador? 


¿Me permite una interrupción, 


SEÑOR TOURNE. — Si, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede interrumpir el señor 
senador Capeche. 


SENOR CAPECHE. — Estimo que se ha hecho muy 
bien en discutir acerca de la fecha de abril de 1986 pow- 
que, aparentemente, muchas personas quedarían sin po. 
derse amparar a los beneficios de esta ley. 


Todos sabemos que de acuerdo a la resolución del 
12 de agosto de 1982 quedó paralizada una gran cantidad 
de expedientes y cue a raiz de ello, muchas personas no 
procedieron a afiliarse. 


El artículo 42 dice: “Podrán acogerse al régimen que 
se establece, todos los trabajadores no dependientes, in- 
celuso aquellos a quienes se les hubiera denegado amparo 
jubilatorio”. 


Pregunto si con este artículo 4? no se resuelve el pro- 
blema que nos preocupa a todos, ya que sería una injus- 
ticia que quedaran fuera del derecho las personas que no 
se han afiliado. Todos aquellos que están en actividad, 
siempre tienen derecho. 


Estimo que el artículo 4% del proyecto que estamos 
considerando solucionaría el problema. Planteo esto por- 
que tengo mis dudas. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede continuar el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Dos tipcs de objeciones se han 
lormulado a la ley, señor Presidente. Una, de los señores 
senadores Singer y Mederos, referente a que deberia ar- 
bitrarse un plazo para ampararse a la ley. Considero que 
éste no está cerrado. La denuncia que se haga en cual- 
quier instante y oportunidad, va a determinar, simple- 
mente, que aquí hay dos caminos para pagar la deuda. 
Hay servicios que ya fueron denunciados y que son ante. 
riores a la ley. Entonces sigue el mecanismo de los ar. 
tículos 22 y siguientes. 


En enanto a los servicios posteriores a la promulga- 
ción de la ley, su pago se va a Operar por las formas que 
se establecen en el artículo 10 y siguientes. 


De manera, señor Presidente, que lo que estamos ar- 
bitrando no ez el derecho de fondo, que permanece into- 
cado, sino que lo que estamos determinando es un régi- 
men de pago de las deudas. 


En cuanto a la observación que se formula sobre que 
evidentemente no puede entenderse la existencia de tra- 
bajacores no dependientes que hayan declarado servicios 
y no se hayan afiliado, debo expresar que el sentido de 
este proyecto es que, cuando se denuncian servicios de 
trabajadores no dependientes —seguramente la redacción 
no debe zer la correcta--- la ley quiere decir que la afí- 
liación tenia que tener pago contemporáneo. Cuando se 
han declarado servicios y no hay pago contemporáneo, 
se crea determinada situación. 
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Evidentemente, este artículo 1% podria corregirse, 
recogiendo fundamentalmente dos cosas. En primer lugar, 
levar la fecha de la forma de pago de la deuda de apor- 
tes correspondientes al pasado, hasta la fecha de pro- 
mulgación de la ley. En lugar del 30 de abril de 1986, 
tendríamos que decir: a la fecha de la promulgación de 
la ley. En segundo término, debemos establecer -—para 
aclarar bien el alcance de esta norma— que nostros acá 
no entramos a juzgar si un trabajador, un funcionario 
público, declara servicios ante el sector correspondiente 
de la Administración, denunciando servicios, por supues- 
to de la Caja Civil; pero también denuncia servicios ru- 
rales y de Industria y Comercio. Ellos tienen por primera 
vez su expresión a nivel de un expediente. Luego la ofi. 
cina pertinente lo envía a la Caja, al sector de dil 
ciamiento administrativo o de Industria y Comercio, para 
que allí se cumplan los trámites tendientes a comprobar 
la legitimidad, la regularidad y validez de csos servicios. 


De manera que aquí nos encontramos con una de- 
claración, sin que haya habido afiliación en el pasado. 
Nos estamos refiriendo a una realidad, que es ese con. 
junto de trabajadores no dependientes que está con los 
trámites prontos, prácticamente con sus testigos declara- 
dos, pero que mo pueden entrar al goce de la pasivilad, 
porque no les pueden reconocer esos servicios en virtud 
de que no se cotizaron y no se afiliaron contemporán=a- 
mente. La gente, por ejemplo, se afilió 20 años des- 
pués, hay servicios declarados, pero no hubo afiliación 
contemporánea a la fecha cuyos servicios intenta reco- 
nocer. Se trata de situaciones variadas. 


Vamos a proponer, señor Presidente, que esta primera 
parte del artículo —para que se recojan bien todas estas 
Orientaciones— diga lo siguiente: “Los trabajadores no 
dependientes que hayan declarado servicios con anterio- 
ridad a la promulgación de la presente ley, sin que a la 
afiliación hubiera correspondido el pago contemporáneo 
de sus aportes, podrán cancelar...” De esta manera que- 
Gará esclarecido administrativamente si la declaración es 
similar a afiliación o no. La ley comprende absolulamente 
todos los casos; en cuanto a los servicios declarados, su- 
pone que nos estamos refiriendo a afiliaciones en las 
que no hubiere mediado pago contemporáneo, porque de 
lo contrario no tenemos por qué dictar la ley. ya que esta 
gente estaría en una situación regular. 


Nosotros vamos a dictar la ley para los que no se han 
podido jubilar en virtud de que no cotizaron contempo- 
ráneamente con la afiliación, puedan hacerto. 


Creo, señor Presidente. que si introducimos la modi- 
ficación que he propuesto, de alguna manera clarificamos 
el alcance del texto y el sentido de la ley, y, por Otra 
parte, recogemos cbservaciones que sin duda tienen fun- 
damento. 


Si hubiera acuerdo de los restantes integrantes de la 
Comisión, haria liegar a la Mesa esta modificación. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — El teXto que propone 
el señor miembro informante —a quien reconozco una 
una vasta versación, superior a la mía, en este tema—- 
no soluciona el problema que habiamos mencionado. Es 
decir, no hay declaraciones del servicio sin afiliación. La 
ley otorga dos condicionantes para el goce de la pasivi- 
vidad. El que estuviera afiliado contemporáneamente y 
que hubiera realizado aportaciones. La primera condicio- 
nante es que estuviera afiliado: esa es la declaración de 
servicios. Si no lo está, no hay declaración de servicios, 
no los declaró nunca. Después que declaró los servicios. 
entra a jugar la segunda condicionante, o sea, que los 
los aportes sean contemporáneos. 


Pero, por otra parte, señor Presidente, no soluciona- 
mos el problema de aquella gente que, a partir de agosto 
de 1982, se presentó a la Seguridad Social, a denunciar 
sus servicios, y no se lo permitieron hacer, porque el fun- 
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cionario lo asesoró diciendo que de acuerdo a las normas 
en vigencia en ese momento, él no podía denunciar los 
servicios porque no tenía afiliación contemporánea y no 
había realizado aportaciones contemporáneas. 


Solicito a los señores miembros informantes que con- 
siceren si este articulo 1% no quedaría mejor redactado 
solucionando todos los problemas— de la siguiente ma- 
nera: “Los trabajadores no dependientes que denuncien 
servicios como tales en un plazo de 180 días a partir de la 
promulgación de la presente ley, podrán cancelar sus 
adeudos y entrar al goce de la pasividad conforme al ré- 
gimen que se establece en los artículos siguientes”. De esa 
forma estariamos solucionando los dos problemas; es decir, 
que denuncien servicios como tales, y en un plazo de 180 
«las, contemplariamos a los que no han hecho denuncias 
de servicios. Dariamos un plazo de 180 dias para que esta 
geute se ampare. La prueba de servicios absolutamente 
exigente que tine la Seguridad Social —tengo aqui en es- 
ta carpeta la circular de la Dirección de la Seguridad So. 
cial dando ¡as nuevas normas para el reconocimiento de 
estos servicios-- llega hasta el hecho de que la Caja res- 
pectiva está en condiciones de disponer actuaciones suma. 
riales, investigaciones de oficio a efectos de comprobar la 
denuncia de servicio y la idoneidad de los propios testigos. 
En consecuencia, la Caja tiene la herramienta, con sus 
investigaciones de oficio y sus actuaciones sumariales, pa- 
ra comprobar la veracidad de los servicios denunciados 


De aquí en adelante no se van a producir —y ereb 
que ello no sucede desde hace mucho tiempo— lo que un 
día se llamó aquella famosa “jubilación de costurera” que 
habían proliferado al punto que en un departamento ha- 
bía una costurera cada dos habitantes. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SILVEIRA ZABALA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede interrumpir el señor 
“senador. 


SEÑOR TOURNZ. Señor Presidente: considero que 
debemos lener en cuenta que este es un proyecto de com- 
promiso del Parlamento con el Poder Ejecutivo y toma en 
cuenta una realidad: la gente que denunció servicios no 
se puede jubilar. 


Es indudable que el Poder Ejecutivo —csto fue objeto 
de cálculos, de estudio de costos financieros--- tuyo en 
cuenta lo que estaba en ese paquete de esos 30.000 ó 35.000 
casos que plantean una grave situación social al país y a 
los cuales es preciso darles respuesta y solución. 


Son muy potos los que no están incluidos en esta nor- 
ma. Vamos a darles una respuesta a todas esas personas 
que tienen sus servicios denunciados y declarados. De no 
encontrarse en esa situación les brindamos la cportunidad, 
hasta la fecha de promulgación de la ley, para que se 
presenten. 


Prácticamente, teniendo en cuenta la realidad de Jos 
hechos, no hay nadie en el país que desconozca esta si- 
tuación. 


¿Qué es lo que sucede? Todos sabemos que la medida 
adoptada en el año 1982, a pesar de su arbitrariedad, po- 
seía una razón de fondo. Es decir, el momento de dictarse 
el Acto Institucional N* 9, se produjo un cambio y muchas 
personas intentaron jubilarse por el régimen anterior. Sin 
embargo, como les faltaban años, se inventaron los llama- 
dos años de relleno, en los que supuestamente se desem- 
peñaron como trabajadores no dependientes, a fin de te- 
ner la causal. En un momento determinado, como a nivel 
de la Dirección General de la Seguridad Social se advirtió 
que todo esto provocaba un desequilibrio o un desfinan- 
ciamiento muy grande y serio en sus finanzas, entonces 
se dictó la resolución de 1982, que si bien fue arbitraria, 
tuvo un objetivo de política financiera y de defensa del 
sistema de Seguridad Social. 


¿Qué es lo que pretendemos? No deseamos cambiar 
ni trastocar el sistema, sino que solamente estamos bus- 
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cando un régimen de reiintegros amplio e impurtante. De 
acuerdo con el estudio y la evaluación que realizaron los 
técnicos, podemos expresar que se Jograria un reintegro 
de un 20% o un 30%, que le da suficientes garantias a la 
Dirección Gtneral de la Seguridad Social para creer que 
no se van a producir desequilibrios de ninguna naturaleza. 
De esa forma podría funcionar perfectamente el sistema 
y se lograría la incorporación de esas 35.000 personas que 
esperan una respuesta de esta Dirección. 


For lo tanto, mo me atrevería a formular cambios, ni 
a realizar un llamado a quienes deseen denunciar sus ser- 
vicios, ¿Por qué? Porque en su momento tendrán oportu- 
nidad de hacerlo mediante €l sistema que se establece. 
Cuando una persona desee jubilarse, tiene el derecho de 
denunciar los años trabajedos. 


Vamos a aclarar el cor.cepto, porque cieo que es Muy 
importante. Poniendo el ejemplo de un trabajador no de- 
pendiente que se desempeñó como tropero durante los 
años 1930 y 1940, en estos momentos puede presentarse 
---A pesar de no haberse afiliado ni reconocido servicios 
como trabajador no dependiente— y denunciar servicios 
como tropero o cualquier otra actividad. Por supuesto que 
tendrá que justificarlo y probarlo con testigos. Es decir 
que puede hacerlo en este momento, pese a que nc haya 
mediado atillación ni pago contemporáneo. Existe una de- 
«daración de servicios que no se realizó en el mcmento 
preciso, y que se remonta a épocas, desde el punto de vi". 
i . muy anteriores. 


Esos servicios se pueden denunciar y si se presentan 
las pruebas adecuadas, deberán sir reconocidas e intorpo- 
rarse al total de años denunciados a los efectos de obiener 
la jubilación. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, no me atreve- 
ría a realizar cambios y formular un llamado. Entiendo 
que existe una realidad que debemos tener en cuenta. Es- 
te proyecto tiene como objeto eliminar las difienltades 
existertes que impiden que 35.090 personas no puedan in- 
gresar al sistema de la Seguridad Social, 


Como se trata de una ley de compromiso, no deseo 
modificarla, porque ello implicaría su regreso a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor senador Silveira Zavala. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Señor Presidente: 
a pesar de los cálculos realizados respecto al número de 
trabajadores que pueden acceder a la pasividad, hasta e! 
día de hoy no he logrado saber Cuál es la cifra exacta. 
Ni siquiera el propio Banco de Previsión Social la conoce. 
Un diario capitalino publicó la información de que se tra- 
taba de 40,000 trabajadores; después de 33.000 y luego 
de 20.000. Pero, repito, ni siguiera ese instituto posee una 
estadística de todos los expedientes que existen en el 
archivo “C”. Debemos tener en cuenta que es diferente 
la situación de un trabajador que tiene servicios anterio- 
res en un organismo público, ya que puede denunciarlos 
porque allí existe un sistema de cuentas personales; pevo 
a un trabajador independiente que va a denunciar sus 
servicios al Banco de Previsión Social, se le niega la afi- 
liación basándose en la vigencia de la norma de 1982. Si 
no tiene una afiliación contemporánea —que es la pri- 
mera condicionante—- no puede ingresar ahora al sistema 
jubilatorio. 


La segunda condicionante para el reconocimiento de 
servicios y posterior goce de la pasividad, es que hubiera 
realizado aportaciones contemporáneas de un 50 % de la 
totalidad de su deuda. Puede darse el caso de que ese 
50% no se refiera a valores constantes. Cuando se reali- 
zan los cálculos se comprueba, por ejemplo, que en el co- 
rrer del año 1940 aportó $ 6 por mes; en el año 1973 de- 
bía aportar N$ 200 y en 1980 N5 1.000 por mes. La refe- 
rencia se hace siempre al término pesos, por lo cual nun- 
ca se puede alcanzar el 50% necesario, porque no se rea- 
liza una conversión a valores constantes. Por el contra- 
rió, se suman las aportaciones que pudieron hacerse entre 
los años 1930 a 1950, lo que implicará que nunca se al- 
cance el monto del 50% de las aportaciones que debiera 
haber realizado en los últimos cinco años de “actividad. 
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porque se trata de valores absolutamente distintos. Por 
ejemplo los aportes realizados durante el año 1979 pue- 
den ser equivalentes a las aportaciones de 15 óú 20 años 
suteriores, si se toma el valor peso y no se lo refiere a 
un valor constante. 


Entiendo, señor Presidente, que, de aprobarse el ar- 
tículo 19 de este proyecto, quedan absolutamente desaim. 
parados aquellos que se presentaron a la Dirección Gene. 
ral de la Seguridad Social con el fin de denunciar servi- 
cios, porque no se les aceptó la afiliación. La única for- 
ma de declarar servicios es presentarse al Banco de Pre- 
visión Social y solicitar la incorporación al sistema, por- 
que uno de los formularios dice: Denuncia de Servicios. 
Al no poder realizar ese trámite, no puede acceder a la 
jubilación por este proyecto de ley, ni por la norma vi- 
gente. 


Si una mujer de ¿9 años no ha podido afiliarse, dele 
esperar 6 años más en la mayor indigencia y desamparo, 
hasta cumplir 65 años y acogerse a la jubilación. Asimis- 
mo, si se trata de un hombre que tiene 60 años y causal 
¿ubilatoria por edad y años de servicio, debe esperar cin. 
co años, en la mayor indigencia y desamparo, con el fin 
de acogerse a la pensión a la vejez. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, no voy a vo- 
tar el artículo 1% tai como está redactado. Lamento no 
haber sido lo suficientemente elocuente como para con- 
vencer a los señores miembros informantes. Comprendo 
que los compromisos políticos deben cumplirse, pero cuan- 
do existen razones supervenientes que ameritan el estudio 
del probiema desde otro ángulo, creo que debe accederse 
a una modificación que no va contra el espíritu de la ley, 
vi de las normas que se establecen en las mismas, como 
descuentos, formas de pago, etcétera. 


Repito que entiendo que éste es un compromiso pu. 
litico que no puede ser modificado y yo, que no estoy com- 
prendido en el mismo, voy a votar en contra. 


SENOR POZZOLO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Antes de concederle la in. 
terrupción al señor senador Pozzolo, la Mesa, con e! áni. 
mo de colaborar en esta discusión que parece un tanto 
recurrente, desea señalar que la sclución amplia que se 
propone estaba incluida en el proyecto de ley de la Cá- 
mara de Representantes, que establecía que debía acla- 
rarse que la falta de afiliación y el pago regular de apor- 
tes contemporáneos a la actividad, no impiden el recono- 
cimiento de los servicios de los trabajadores no dependien- 
tes. etcétera. 


Ese proyecto de ley de la Cámara de Representantes 
no tenía iniciativa del Poder Ejecutivo. Aquí se gestionó 
esa iniciativa que llegó al Parlamento la semana anterior 
en los términos del proyecto sustitutivo de la Comisión 
del Senado. 


Si en este momento volvemos a un proyecto tan an- 
plio, como sería el de establecer un plazo de 180 días para 
que reconozcan servicios todos los trabajadores no de- 
pendientes, creo que estaríamos eludiendo el requisito. de 
la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Evidentemente, 
estaríamos extendiendo el beneficio jubilatorio a varios 
miles de personas más. 


Creo que se trata de un inconveniente que debe te. 
nerse presente en la solucion que se está estudiando. 


Puede interrumpir el señor senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. — Creo que debe quedar absolu- 
tamente claro que este proyecto de ley, en lo que tiene 
que ver con el fondo del asunto —el derecho jubilatoriv-- 
no cercena ni limita en modo alguno el derecho de nin- 
guna persona; no estamos dejando a nadie fuera del be- 
neficio de la jubilación. Tratándose de trabajadores no 
dependientes, esto es lo primero que hay que precisar, 


Estamos estableciendo un régimen de aportaciones 
por el que, de acuerdo con los artículos 1% y 10 los diez 
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mil, veinte mil o treinta mil expedientes, que, por la re- 
solución del 12 de agosto del año 1982, quedaron congs- 
lados, dejarían de estarlo. 


Pertenecen a trabajadores que tienen servicios d=- 
nunciados y cuyas carpetas fueron archivadas en el famo- 
so archivo “C”, al que hacía referencia el señor senador 
Silveira Zavala. 


Todos los demás trabajadores —aue no se encuentran 
en esas condiciones-— no quedan impedidos de tramitar 
su jubilación de acuerdo con lo que establece el articulo 
10, cuando dice que se podrán presentar a denunciar ser- 
vicios, a afiliarse y a pagar sus aportes, todos aquellos que 
no habían hecho sus denuncias antes de esa fecha. 


Esto me parece absolutamente claro; no existe un 
compromiso político que impida que se acojan a este he- 
neficio miles de personas o que implique que cuando un 
trabajador no dependiente se presente en el futuro, se le 
diga que no está comprendido en la ley. No se trata de 
eso, sino de buscar la regularización de todos. Algunos 
tenían expedientes en marcha, que fueron congelados pur 
la resolución administrativa de la Dirección General de 
la Seguridad Social; pero para quienes no están compren- 
didos en esa situación hay un régimen posterior, univer- 
sal, diríamos, sujeto también a las disposiciones conteni- 
das en este proyecto. En cuanto a lo que se dijo resperto 
2 que ésta sería una ley de compromiso, yo diría, más 
bien, que es de consenso. El Poder Ejecutivo dio sus ideas 
y los miembros de la Comisión aportamos las nuestras. 
Este es el resultado de un trabajo conjunto que no tiene 
más compromiso que la coincidencia de opiniones y cl ha- 
ber llegado a esta fórmula definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Silveira Zavala. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Cuando inicié mis 
palabras, pedí disculpas ante la eventualidad de que mi 
discrepancia con el texto del proyecto pudiera parecer una 
impertinencia, ya que conocía el trabajo realizado en for- 
ma conjunta por la Comisión de Asuntos Laborales del 
Senado, la de Previsión Social de la Cámara de Represen- 
tantes y los representantes del Poder Ejecutivo. Sabia que 
se había llegado a un proyecto de consenso, con el que to- 
mé contacto recién en la tarde de ayer. Por consiguiente, 
no he tenido tiempo de estudiarlo en profundidad. 


Con respecto a lo que señalaba el señor Presidente 
del Cuerpo, en el sentido de que el proyecto de la Cámara 
de Representantes no tenía iniciativa del Poder Ejecutivo, 
debo manifestar que esa rama del Parlamento intentó so- 
lucionar el problema a través de una ley interpretativa. 
Como legisladores, auténticos intérpretes de la ley, nos 
servimos de esa facultad y el Poder Ejecutivo objetó que 
esa interpretación no era válida porque no tenía iniciativa 
ni financiación, El obstáculo de la iniciativa parece subsa- 
narse con el Mensaje del Poder Ejecutivo; el que tiene 
que ver con la financiación, no se subsana, porque este 
proyecto tampoco la tiene. 


Este tema ha sido muy discutido -—y puedo citar la 
opinión de prestigiosos juristas como los doctores Cana- 
bal y Gelsi Bidart— y provocó, en la discusión de la Di- 
rección General de la Seguridad Social, la renuncia de 
dos distinguidos abogados, verdaderos especialistas en ma- 
teria de seguridad social, a quienes, durante la dictadura, 
se quiso obligar, violentando su conciencia y su ética 
profesional, a hacer dictámenes jurídicos de acuerdo con 
la opinión de la superioridad y no según su propio criterio. 
Me refiero a los doctores Hugo de los Campos y Julio Vi- 
dal Amodeo, que prefirieron renunciar a sus cargos do 
asesores de la Dirección General de la Seguridad Social 
antes que convalidar una opinión que sabían absoluta- 
mente arbitraria e ilegal. Tengo aquí los antecedentes de 
ese asunto, pero no quiero entrar en ese tema, que, “sin 
vinguna duda, ha sido muy controvertido. 


El artículo 10 del proyecto comprende a quienes 8s- 
tén actualmente en actividad. Y el artículo 4% cuando 
dice “podrán acogerse al régimen todos los trabajadores 
no dependientes”, también está relacionado con el artítu- 
lo 10.. Pero luego agrega: “incluso aquellos a quienes se 
les hubiere denegado amparo jubilatorio”. Entonces, debo 
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decir que aquel a quien se denegó amparo jubilatorio, fu 
por la segunda condicionante; la primera estaba cumpli- 
da. Estaba afiliado, había hecho la denuncia de servicios 
y los había probado. Cuando ¡legó a la instancia de de- 
mostrar que había realizado aportes contemporáneos, por 
lo menos hasta el 50% de los mismos, se comprobó que 
no los había efectuado. De acuerdo con la decisión de 
agosto de 1982, no se reconocían los servicios sin el cumpli. 
miento de esas dos condicionantes; ahi radica la gran a2?- 
bitrariedad, porque la condicionante estaba referida al 
goce de la pasividad y no al reconocimiento o no de 'os 
servicios denunciados. Por eso sostengo que el artículo 40 
no contempla el caso de que el trabajador no esté afilia- 
do. El artículo 10 se refiere a los que generen adeudos, 
porque están hoy en actividad. Me parece bien que se 
amparen a estas decisiones del artículo 10 y en el futuro 
se trate de alcanzar el ideal de que todos los trabajadores 
no dependientes —ojalá perciban una remuneración suti- 
ciente por su actividad para afiliarse— aporten conten- 
poráneamente, como lo hacen todos los demás. 


No vamos a establecer una excepción, por razones s0. 
ciales y humanitarias, que pueda ser ampliamente expli- 
citada, en el sentido de que haya un núcleo de trabajado- 
res que no aporten. Todos estamos obligados con la Segu- 
ridad Social en mayor o menor medida. Pero nos estamos 
refiriendo a una situación anterior que hay que solucio. 
nar de alguna manera. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
miembro informante, quien dispone de un término de 5 
minutos para referirse a las adiciones o sustituciones que 
se han propuesto. 


SENOR TOURNE. —- Voy a tratar de hacer un pe- 
queño resumen que permita al Senado visualizar el siste- 
ma que se propone. 


Tenemos que contemplar dos situaciones. Una es la 
de los que han denunciado servicios como trabajadores no 
dependientes hasta la fecha de la ley, que no se pueden 


“ amparar al sistema jubilatorio porque no aportaron con- 


temporáneamente a la afiliación o a la denuncia, El con- 
cepto de afiliación corresponde al de la fecha en que se 
denunciaron los servicios. 


Para esas situaciones pasadas, ideamos un mecanis- 
mo de pago. Los señores senadores deben tener en cuenta 
que el proyecto no estatuye causales, ni derechos de fon- 
do, ni estipula cuál es la norma que genera el derecho de 
alguien calificado como trabajador no dependiente, de in- 
gresar a la seguridad social. Lo que establecemos es un 
sistema de pago de la deuda, diferenciando dos etapas. 
Hasta la fecha de la deuda, removemos los obstáculos exls- 
tentes, e ideamos un mecanismo de pago, para lo cual cla- 
sificamos los servicios, según se hayan realizado antes o 
después de 1975. Aquí aparece el gran problema finan- 
ciero que incide en la seguridad social. Hasta 1975 se 
pagaba por un régimen de aportación ficta. De acuerdo 
con lo que los técnicos han manifestado en la Comisión, 
de los años denunciados hasta 1975 —así sean veinte o 
veinticinco— resulta un aporte muy exiguo, Veinte años 
de trabajos realizados con anterioridad a 1975, correspun- 
den al valor actual de un paquete de cigarrillos, Este es 
el problema por el cual los sistemas anteriores impedían 
la incorporación de esas personas, por el problema de la 
desfinanciación. 


La declaración de los servicios posteriores al año 1973 
se hace en base al salario mínimo nacional y a valores 
reales. Quiere decir que si a una deuda de servicios pos- 
teriores a 1975 se le suman los intereses y demás llega a 
alcanzar un monto sumamente importante. Por eso es qué 
el tratamiento financiero que dan los organismos de sé. 
guridad social a una deuda anterior a 1975 o posterior a 
esa fecha es completamente distinto. De ahí la diferencia 
que los señores senadores habrán podido apreciar en la 
calificación que se hace de los servicios, pues hasta el año 
1975 se establece un sistema y para las deudas posterio- 
res a ese año y hasta la fecha de promulgación de la ley 
otro. 


Para quienes declararon servicios hasta la entrada en 
vigencia de la ley establecemos en el artículo primero y 
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siguientes una forma de pago y para los que en el futuro 
y con posterioridad a la aprobación de este proyecto Je- 
nuncien adeudos como trabajadores no dependientes, de- 
cimos que el pago deberá hacerse al cortado, es decir, que 
no pueden ingresar al servicio jubilatorio si no han can- 
celado el adeudo totalmente o demuestran que han reaii- 
zado una aportación regular. 


De modo que a través de esta norma no le negamos 
el derecho a nadie a que dentro de cinco o diez años des- 
pués de estar ella vigente se presento a denunciar servi. 
cios como trabajador no dependiente. Eso será posible, pe- 
ro esas personas, si quieren jubilarse, tendrán que pagar 
los adeudos al contado. 


Lo que se prevé en este proyecto es un estatuto per- 
manente para los trabajadores no depesdientes en cuanio 
a la forma de abonar los aportes, lo que se establece en 
dos disposiciones distintas. 


Repito que con este proyecto no le negamos derecho 
alguno a nadie, ni establecemos ninguna circunstan-ia 
que en cierta forma pueda desfavorecer la situación que 
tienen planteada determinados afiliados que podrán pre- 
sentarse en el futuro; lo único que se hace es fijar un ré- 
gimen de pagos, el que fundamentalmente contempla Ja 
realidad financiera actual del sistema, para lo cual se han 
incluido normas muy específicas, fruto de un compromiso 
aceptado por el Parlamento y por el Poder Ejecutivo, que 
nosotros queremos respetar. 


Nosotros no hemos sido insensibles ante planteos ¡or- 
muúlados; por eso hemos recogido la observación que ha- 
cía el señor senador Silveira Zavala acerca del problema 
de la afiliación. 


Formulo estas propuestas em mi carácter de mien- 
bro informante, aunque los demás miembros de la Corai- 
sión puedan no compartirlas; si hubiera acuerdo, enton- 
ces, podría votarse el texto modificado. 


SEÑOR POZZOLO. — ¿Quiere decir que la Comisión 
acepta las modificaciones propuestas? 


SEÑOR TOURNE. — Advierto que si. Sólo se cam- 
biaría la primera parte del texto del artículo primero. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De modo que si no se es- 
tablece el plazo de 180 días. 


SEÑOR TOURNE. -- No se cita para nada. La mo. 
dificación que haré llegar a la Mesa sólo precisa el alcan- 
ce de los términos. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Léase la fórmula sustitu- 
tiva propuesta por el señor senador Tourné y aceptada por 
la Comisión. 


(Se lee:) 


“Los trabajadores no dependientes que hayan decia- 
rado servicios con anterioridad a la promulgación de la 
presente ley sin que a la afiliación hubiera correspondido 
el pago contemporáneo de los aportes, podrán cancelar sus 
adeudos y entrar al goce de la pasividad conforme al ré- 
gimen que se establece en los artículos siguientes”. 


+ —Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
texto sustitutivo propuesto por la Comisión. 


(Se vota:) 

— 12 en 16. Afirmativa. 

En consideración el artículo 29. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo con este ar- 
tículo 2%, pero advierto una expresión, en el literal B), 
que me resulta de difícil comprensión desde el punto de 
vista gramatical, porque se dice que el porcentaje se. re- 
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ducirá en un 50% para “carenciados de recursos e impo- 
sibilidad física”, 

Me parece que esa redacción no es la más clara. Po: 
eso pregunto al señor miembro intormante si lo que se 
quiere decir cs que este porcentaje se reducirá en un 
50% para los beneficiarios que carezcan de recursos y 
tengan imposibilidad física. Como se dice “e” parecería 
que se trata de dos requisitos acumulativos, no optativos. 
Si esa es la finalidad, me parece que la redacción tendría 
que ser distinta y decir que este porcentaje se reducirá 
en un 50% para los beneficiarios que carezcan de recur. 
sos y tengan imposibilidad física. Pero desearía que se 
me explicara si se trata de dos hipótesis distintas o de 
dos requisitos acumulativos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — 'liene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR TOURNE. — El alcance de la norma es el 
que señala el señor senador Aguirre. 


Nosotros aceptamos el cambio de redacción propuesto 
porque no altera el alcance de la norma pero la clarifica. 


SEÑOR PRESIDENT E. -- Quiere decir que correspon- 
de poner “o” y no “y”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 22 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 

—15 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3%. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pregunto al señor miembro in. 
formante cuál es el verdadero sentido de este artículo, 
porque confieso que no lo comprendo bien. Cuando se 
habla de que se descontará de la pasividad mensual un 
2% con un máximo de retención del 50%, ¿un 2% de 
qué? ¿Cómo jugaría eso de que se descuenta un 2%, pero 
la retención puede llegar hasta un 50%? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR TOURNE. — Esto se da en el caso típico en 
que se denuncien servicios de distinta naturaleza, 


Pongamos como ejemplo el caso de un funcionario pú- 
blico que declare treinta años como tal y diez años ante- 
riores como servicios no dependientes. Eso lo puede ha- 
cer porque a través de este proyecto se le da un ampa- 
ro total al trabajador no dependiente —es decir que en 
el cómputo de sus años puede declarar servicios de dis- 
tinta naturaleza: civiles, de industria y comercio 0 no 
dependientes— y, además facilidades para el pago de to- 
dos los aportes. Más que facilidades lo que se establece 
es la obligación de pagar por esos servicios. Lo que suce: 
de es que por cada año denunciado como trabajador no 
dependiente se le descuenta un 2% de la pasividad, de 
modo que para llegar a ese cómputo tan importante del 
30%, una persona tendría que denunciar veinticinco años 
como trabajador no dependiente. 


El tope se establece porque de otra manera su pasivi. 
dad sería absorbida por el pago de lo adeudado. Vale de- 
cir que este tope se ha fijado en razón de determinados 
criterios que amparan, a nivel de la seguridad social, este 
tipo de situaciones. Quizá el mismo. pueda resultar un 
poco arbitrario, pero fue la norma que en definitiva con- 
citó la opinión favorable del Poder Ejecutivo en esta ma- 
teria. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Quiere decir, señor sena- 
dor, que la corrección gramatical consistiría en incluir en 
el texto lo siguiente: “un 2% del importe mensual de la 
pasividad”. 


SEÑOR TOURNE. — Así es, señor Presidente. En rea- 
lidad, se podría decir “se descontará de la pasividad men- 
sual un 2% de la misma...” 
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SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -—- Tiene la palabra el seúor 
senador: 


SEÑOR AGUIRRE. — Si entendí bien y para la in- 
teligencia futura del precepto, quiere decir que ese 2% 
del importe de su pasividad mensual, si tiene declarados 
20 años, por ejemplo, será de un 40%; pero si supiera los 
25 años ya no se puede hacer más retención y tiene un 
máximo del 50%. Esto significa que no hay discrecionali- 
dad para la autoridad administrativa que va a aplicar 
la norma, 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
miembro informante, 


SEÑOR TOURNE, — A cfectos de que el concepto 
quede más claro se podría agregar la expresión 'com- 
prenden parcialmente actividades como trabajadores o 
dependientes”, porque pueden existir tareas que no estén 
referidas estrictamente a este criterio. O sea que podría 
expresarse “trabajadores no dependientes, se descontará 
de la pasividad mensuai un 2% de la misma por cala 
año de dichos servicios”. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 3% con las modificaciones 
propuestas. 

(Se vota:) 

—15 en 17. Afirmativa, 

En consideración el articulo 42. 

SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. -—— Pienso que ha quedado claro 
el alcance de esta norma; distintos señores senadores se 


han referido a ella, por lo que no es necesario agregar 
nada más. 


Teniendo en cuenta que han habido pronunciamientos 
administrativos, aparentemente ciertos, que conforman 
una decisión definitiva, simplemente tratamos de remo- 
ver ese obstáculo en virtud de que dichas determinacio- 


nes se hicieron en base a un grado de arbitrariedad que 
tratamos de eliminar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 42. 


(Se vota:) 

—15 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 50. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—15 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 69. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-—15 en 17. Atfirmativa. 

En consideración el artículo 72. 

SEÑOR AGUIRRE. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Es simplemente para una cues- 
tión menor, señor Presidente. La expresión “Pensión a la 
Vejez” debe ir con minúscula. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. -—— Consultaria a los 


señores miembros informantes si no tendrían inconve- 
niente en cambiar la expresión “jubilación” por la de 
“pasividad”. En el artículo 6% se hace mención a los que 
tienen derecho a pensión de aquél que generó jubilación 
y en el artículo 7? se otorga la pensión a la vejez, una 
vez efectuados todos los descuentos correspondientes. 


Al pensionista de un jubilado le corresponde cl 66% 
de la asignación jubilatoria, si tuviera hijos, y el 30% 
si no los tuviere. Si a esa asignación de pensión se le hi- 
cieran los descuentos que se aplican a la deuda de rein- 
tegro —digamos asi— del trabajador y luego no le dié- 
ramos el derecho a percibir la pensión a la vejez, en el 
caso de que esa asignación pensionaria fuera menor del 
monto de la de la vejez, estaríamos concediendo pensio- 
nes irrisorias. El artículo 7% habla de la asignación de ju- 
bilación. En consecuencia, cambiando la palabra “jubita- 
ción” por el vocablo “pasividad”, se estaria contemplando 
2 los pensionistas. 


Si se aplican los artículos 6% y 7% combinados, las 
pensionistas quedarian en una situación de desamparo, 
es decir, las viudas o los hijos menores de 18 años y las 
hijas menores de 21, de acuerdo al régimen vigente. Una 
cosa es jubilación, y otra es pasividad. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. :— Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR TOURNE — En el fondo del asunto estoy 
de acuerdo con el señor senador: Silveira Zavala. Pero a 
nadie se le escapa que esto cambia la ecuación económica 
y, evidentemente, como se trata de establecer un nivel de 
retribución de la asignación, es indudable que para ello 
se requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo. Aunque con- 
sidero justa la proposición, ella no está incluida en el texto 
del proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, por lo que 
no me atrevería a hacer ningún cambio en ese sentido, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí no se hace uso de la pa. 
labra, se va a votar el artículo 7% tal como viene en el 
proyecto de Ja Comisión. 

(Se yota:) 

—15 en 17. Afirmativa. 


En consideración el artículo 8%. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
SEÑOR SINGER. — Deseo formular una consulta a 


los señores miembros informantes. Estoy de acuerdo con 
el alcance de este articulo. Las objeciones que se han 
hecho no rezan para esta disposición, porque en el texto 
se dice que se deberán aportar pruebas del desempeño de 
sus tareas en forma habitual o profesional; no es una 
condición acumulativa. Creo que se trata de un procedi. 
miento de mínimas garantías para el Estado. 


La consulta que deseo hacer es la siguiente. Aquellos 
que ya aportaron las pruebes correspondientes, o sea que 
ya documentaron sus servicios y ellos fueron aprobados, 
¿ahora tienen que reiniciar el expediente, aportar prue. 
bas nuevamente y empezar el trámite partiendo de cero? 
Si fuera así, digo que no estoy de acuerdo con esta dis- 
posición y propondría la inclusión de una redacción que 
salvara la repetición de un mismo requisito, ya que m2 
parece Que sería algo verdaderamente injusto. 
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SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
mbro informante. 


SEÑOR TOURNE. — Como lo señala cl señor sena- 
dor Singer, el alcance de esta disposición es muy Claro. 
De lo que se trata es de amparar a alguien que ha pres- 
tado u2 servicio de manera exclusiva, es decir, que se 
ha hecño en forma habitual o pro!esional, lo que impl: 
ciimtiar lo que se denomina como trabajo benévolo, o 
sea, el que “aplemente se hace en un vecindario, que 
uo ejerce profesionalmente porque tiene otra actividad 
o fuente de ingrísos, pero en determinado momento quie- 
Te reconocer esos otros servicios prestados. Reitero 
no se trata de ezo, sino de que debe tener caract'ris 
determinadas. 


Lo que ha planteado el señor senador Singor es en 
velación a aquella parsona que ya ha reconocido sus ser- 
vicios, pero al dictarse la resolución del año 1982, queda 
en el iimbo; el señor senador desea saber si hay que hiz- 
«er o no una reinvestigación de los servicios. Est: es un 
tema especifico y claro de la órbita del Ente Autónomo 
y del administrador. 


és, obvio que en cada caso se presenta el interesado 
y opta por este sistema y solicita que se le acuerde la 
jubiiación en base a esta ley; el expediente comenzara 
su trámite, las oficinas determinarán si está completo o 
no, lo elevarán ai Directorio del Banco de Previsión So- 
cial y éste. en ejercicio de sus facultades irrestrictas, Du- 
drá decir que los testigos declarantes no dan absoluias 
garantías de que esos servicios som auténticos, o que ellus 
son falsificados o fabricados. En ese caso, no estará dis 
puésto a aprobarlos porque, evidentemente, esos service; 
no tienen suficiente grado de credibilidad como pi 
ese administrador responsable acepte que esa persona Í: 
dado pruebas suficientes, sino que debe presentar otras 
que sean mejores, 


En consecuencia, señor Presidente, mo podemos d. 
a través de una ley que ios servicios que hubieran 
reconocidos con anterioridad o que hubieran estado Yva- 
lidados por las oricinas, tendrán un valor permanente y 
simplemente deberán acercarse hasta la ventaniila de co- 
bro. No; debe ocurrir algo que es fundamental. Existe 
un Directorio del Banco de Previsión Social que deberá 
analizar si los servicios son o no adecuados, si se debe 
exigir un mayor grado de credibilidad a través de nue. 
vos testigos, pruebas compiementarias, etcétera. 


Debido a la inquietud de algunos señores senadores, 
he. planteado un artículo sustitutivo en el que práctica. 
mente se establece la validación total de la prueba en 
aquellos expedientes en los que ya se hubieran receno. 
cido servicios. Digamos que esto se haría para anteriores 
directorios. 


Siempre tuve la sensación de que estábamos inva- 
disndo el campo de la autonomía del ente autónomo Ban- 
co de Previsión Social, así como del jerarca, que cs quie» 
debe analizar los casos y deierminar si se cumpien los 
requisitos, sl los servicios son correctos y validados o no. 
Eso es lo que quiero sugerir aj señor senador Singer. 


En esta materia, debemos establecer condiciones de 
carácter general; luego, si ellas se cumplen porque ha 
existido habitualidad, se demucstra la autenticidad, o se 
aportan las caracteristicas requeridas, es algo que debe 
estudiarse más adelante. Este caso es similar a lo que 
podría hacer un juez al fallar que la prueba no €s su- 
ficiente y requerir que se aporten mayores elementos de 
juicio. Lo mismo sucede en la situación del Banco de 
Previsión Social, 


Tengo la certeza —aunque partiendo de argumentos 
ue pueden ser controvertibles— de que esta situación se 
encuentra dentro del campo de la autonomía del Ente y 
del servicio. Por lo tanto, por ley no podemos decir que 
los. expedientes en los que se hubieren reconocido servi- 
cius .son corrcetos y Cebearán ser pagados, sin ningún 


CAMARA DE SENADORES 


ciro género de análisis. Personalmente, no me animo a 
expresar estic en una ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- La Mesa considera que la 
inquietud del señor senador Singer podría quedar con- 
templada si el artícuio dijera: “Los trabajadores no de. 
pendientes para el reconocimiento de sus servicios, de- 
berán aportar o haber aportado prueba”. ¿Los integran- 
tes de la Comisión tendrian inconveniente en que se inm- 
irodujera esa modificación? 


SEÑOR TOURNE. — No, señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE. -— La Mesa cree que ese era 
el sentido de la objeción del señor senador Singer. 


SEÑOR SINGER. — Exactamente, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE. —- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 8% con la modilicación, 
propuesta. 

(Se vota: ) 

—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9%. 

SEÑOR AGUíRRE. — Pido la palabra. 


SESOR PRES:DENTE, 
senador. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR AGUIRRE. — Por un lado, quiero hacer una 
observación, que luego reiteraré con relación al artículo 10. 


Pienso que habria que suprimir la referencia a la 
Pirccción General de la Seguridad Social. Este oOrganis- 
mo no existe más; de hecho, hay un Director General 
úe la Seguridad Social porgue, a pesar de que el Senado 
ya ciorgo la venia para ia designación de los Directores 
del Baazco, qu: Jueron propuestos por el Poder Ejecutivo, 
éste aún no ha hecho efectivo el nombramiento. Sin em- 
bargu, cabe suponer que durante el trámite de la ley, 
oue debe volver a la Cámara de Representantes, exe he- 
cho se va a producir. Por ello, no tiene sentido que es- 
temos aludiendo a un órgano que, en el Derecho positivo, 
en reailicad no existe más. 


Por otra paríe, entiendo que en la penúltima linea 
del texto, donde se dice: “La Administración imputara 
las cuotas del convenio que se hubiesen abonado a la 
deuda resultante”..., lo que se imputa no es a la deuda 
sino a su cancelación. Entiendo que se debe decir: “que 
se hubiesen abonado, a la cancelación de la deuda re. 
sultante”. 


Más adelante se expresa: “o en tiempo de descuento, 
en cuanto corresponda”. Coniieso que no comprendo qué 
es lo que se quiere decir con esta expresión “en tiempo de 
descuento”. Solicito una aclaración al respecto. 


SEÑOR TOURNE, — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. : 


SEÑOR TOURNE. — Me parece que la observación 
que realizó el señor senador Aguirre, en lo que tiene que 
ver con la referencia a la Dirección General de la Segu- 
ridad Social es correcta. Creo que a esta altura tenemos 
que hablar del Banco de Previsión Social, aunque Mien- 
tras no estuviera integrado el Banco empleúbamos este 
nombre. De todas maneras, en este momento el Senado 
ha otorgado venia y el Poder Ejecutivo está por dictar 
el correspondiente decreto de posesión de los Cargos, 


También considero correcta la observación que rea- 
lizara en cuanto a la cancelación de deudas resultantes. 
El hecho concreto, señor Presidente, la razón de esta 
expresión es que existen dos formas de pago. 


Como se habrá podido apreciar, las deudas posteric. 
res a 1975 deben ser evaluadas. Es decir, l0s servicios 
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del Banco de Previsión Social tendrán que determinar la 
deuda real del afiliado, pero en el caso de los reintegros 
de los servicios anteriores, no se calcula deuda de nin- 
zuna Clase; simplemente se establece un reintegro que 
va a durar hasta que la persona cumpla 70 años. 


Entonces, hay dos situaciones: deuda rial o liempo 
de. pago, es decir, duración del tiempo de pago. Si csa 
persona, de acuerdo con la ley de facilidades de pago 
hubiera hecho un convenio y hubiera pagado una cuota, 
habrá que hacer una determinación y una resación en: 
tre la cuota paga y el lapso hasta los 70 años, durante el 
cual será objeto del reintegro. 


De manera que, simplemente establecemos tiempo de 
pago porque en un caso no ha nabido cálculo real d: la 
deuda y, en el otro, sí. Esta es la explicación que pueco 
brindar al respecto. 


SEÑOR AGUIRRE. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: interpreto 
que se suprime Ja expresión “Dirección General de la Se- 
suridad Social”, y se dice “con el Banco de Previsión S: 
cial”, eliminándose los paréntesis. Luego, en la penúlti- 
ma línea, se agrega: “que se hubiese abonado a la can- 
cetación de la deuda resultante”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa entiende que de- 
bería decirse: “para la cancelación”, o “destinado a 12 
cancelación”, porque “abonado a la cancelación”, no pa- 
rece demasiado correcto. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente” 


Insisto en que debe decirse “abonado, a la cancela- 
ción...” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es correcto lo que expresa 
el señor senador. 


SEÑOR SINGER. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — No tengo inconveniente en que 
se sustituya la expresión “Dirección General de la Segu- 
ridad Social (Banco de Previsión Social)”. Hago notar 
que lo aquí dispuesto se refiere al pasado, ya que se dice: 
“adeudos generados en actividades de tal naturaleza, hu- 
biesen celebrado con la Dirección General de la Seguridad 
Social”... Durante ese período existía la Dirección Ge- 
neral de la Seguridad Social. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Pero por la ley que 
institucionaliza al Banco de Previsión Social, éste se trans- 
torma en titular de todos los créditos. Es decir que susti- 
tuye a la Dirección de la Seguridad Social en todos los 
campos. En consecuencia, esa Dirección desaparece y esos 
adeudos pasan a ser con el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR SINGER. — Acepto la explicación del señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


- Tiene la palabra el señor 


SEÑOR TOURNE. — El señor senador Berro me ha 
hecho una sugerencia que me parece oportuna en el sen- 
tido de eliminar la referencia al órgano con el que se 
celebró el convenio de pago. 


Habría que establecer, simplemente: ...“que hubie- 
sen celebrado convenio de pago al amparo de la Ley 
N* 15.781”... De esta manera se hace una referencia 
concreta y se elimina si los convenios se han celebrado 


CAMARA DE SENADORES 


25 de Setiembre de 1986 


con la Dirección General de la Seguridad Social o con 
el Banco de Previsión Social. 


Reitero que el texto quedaría úe la siguiente manera: 
.. “actividadís de tal naturaleza, hubiesen celebrado con- 
venios de pago al amparo de la Ley N* 15.781”...; luego 
figuraría la corrección que formalizó el señor senador 
Aguirre. 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Si no se hace uso de la 
paiabra, se va a votar el artículo 9% con las dos modifi. 
caciones propuestas. 


íSe vota:) 

—-15 en 18. Afirmativa. 

En consideración €l artículo 10. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Considero que aquí si es im- 
prescindible eliminar ta referencia a la Dirección Gene- 
ral de la Seguridad Social y sustituirla por “Banco de 
Previsión Social”, porque esto opera para el futuro, ya 
que la norma refiere a adeudos que habrán de contraerse. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Voy a esclarecer el alcance de 
estz artículo. 


Quiero que quede bien en claro que, en relación a 
las deudas posteriores a la ley, ya sea que estuvieren de- 
nunciados los servicios o que ello se haga más adelante, 
para que la persona ingrese al goce de la pasividad, tiene 
que mediar una cancelación en efectivo, con anterioridad. 
Tiene que hacerse la cancelación total de la deuda o, de 
lo contrario, tiene que haberse determinado la existencia 
de aportación regular. 


Para que quede claro cual es el alcance de la ley, 
debe hacerse una pequeña modificación estableciéndose: 
“Los trabajadores no dependientes que a partir de Ja 
vigencia de la presente ley generen adeudos o denuncien 
adeudos ya generados por servicios anteriores ou poste- 
riores... 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. -— ¿Me permite una ir- 
terrupeión? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - - Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Sugeriria que se €X- 
presara: “Los trabajadores no dependientes que a partir 
de-la vigencia de la presente ley generen adeudos y/o 
denuncien adeudos ya generados, ingresarán al goce elec. 
tivo de la pasividad”. De esa manera se obviaria la situa- 
ción, que podria ser discutible, de si están amparados o 
no aquellos trabajadores que no habiéndolo denunciado 
ya no lo generen en el futuro. En este caso, el régimen 
de pago contado se aplicaría también para los que en el 
momento de hacer la denuncia de una deuda generada 
con posterioridad a la vigencia de la ley, simplemente se 
refieren a adeudos generados con anterioridad a ella. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Es indudable que el ejemplo 
plantea situaciones remotas. 


El probiema de la Dirección General de la Seguridad 
Social reside en la cuestión del pago de los servicios an- 
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teriores al año 1975, por la razón de que se estima que 
eso provocaría un grave desfinanciamiento por el sistema 
de aportes fictos. Toda la estructura del sistema prevé 
aportes anteriores al año 1975 y posteriores a esa fecha, 
y acá los establecemos hacia el futuro. 

Es evidente que aunque nos refiriéramos a denuncias 
de servicios anteriores y estableciéramos el pago al con- 
tado, no llegariamos a satisfacer lo que, en cierta medi- 
da, ha sido un compromiso con el Poder Ejecutivo y con 
los técnicos de la DGSS, porque con posterioridad a ia 
centrada en vigencia de la ley, pueden denunciarse ser- 
vicios anteriores a 1975, que se pagan al contado, repito, 
con sumas ridiculas, minimas, como ya se ha expresado 
que es lo que correspondería por abonar servicios ante- 
riores a esa fecha. 


Esto debería quedar muy claro, Realmente no me 
atrevería —porque es un poco confuso el sentido—- a decir 
que nosotros permitimos que se denuncien servicios an- 
teriores en forma irrestricta. Es indudable que esos ser- 
vicios no tendrían que ser anteriores a 1975; podría ad- 
mitirse, sí, que fueran posteriores a ese año porque, ahi 
sí, el fondo de la Seguridad Social recibina un aporte 
por valores reales y casi actualizado, lo que no pasa cn 
los casos precedentemente citados. 


Tengo mis dudas de si esto es útil a los fines del 
texto, porque el gran problema está centrado en la so- 
lución que aportamos como forma de pago de ¡os servi- 
cios anteriores denunciados y, sobre todo, teniendo en 
cuenta que de aquí a la fecha de la promulgación, toda- 
vía medía un lapso. 


En definitiva, deda la diticultad en la redacción y 
para que estos aspectos que son adjetivos no dificulten 
la sanción. me inclino por votar el artículo introducien“o 
la modificación sugerida por el señor senador £guir 
en el sentido de eliminar la referencia a la Dirección 
General de la Seguridad Social, y mantener el resto del 
texto tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Se va a votar el articuio 
con la redacción venida de la Comisión y con la modifi- 
ración propuesta por el señor senador Aguirre de esta- 
blecer “Banco de Previsión Social” por “Direeción Gen: - 
val de la Seguridad Social”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el articulo 11. 


SUÑOR AGUIRRE. Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Deseo realizar dos observaciones. 


Se dice que se debe instalar un servicio de informa 
ción, enseñanza y asesoramiento. Creo que la referencia 
a “enseñanza” ro es ajustada. En verdad, esto no pueáe 
ser un servicio de enseñanza porque este cometido no 
correspondería a un servicio de seguridad social sino 2 
un ente docente, aunque no está empleado con el sentido 
que usualmente se da a dicho término. Pienso que no 
agrega nada y, por el contrario, puede confundir; por 
consiguiente, sugiero suprimir la palabra “enseñanza”. 


Además, señor Presidente, cuando se establece cuál 
es el objetivo, se dice: “encaminado al conocimiento y 
comprensión”. Estimo que el verbo “encaminar” no es el 
que corresponde, sino que dcbería decirse “a los efectos” 
o “a los fines del conocimiento y comprensión de la ne- 
cesidad...”, y seguir con la redacción tal como está. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
seriador. 
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SEÑOR RICALDONI, -- No deseo referirme a esta 
disposición sine a la anterior, puesto que se me acaba de 
informar que su votación fue 17 en 18. No he visto volar 
al señor Presidente y yo tampoco lo he hecho, Por 'o 
tanto, pido que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Se va a rectificar la vota- 
ción del articulo 10. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—15 en 13. Afirmativa, 

Se va a votar el artículo 11 suprimiéndose la palabra 
“e 


2onseñanza” y sustituyendo el verbo “encaminar” por la 
expresión “a los fines”. 


(Se vota:) 
—15 en 18. Afirmativa. 
El artículo siguiente es de orden. 


Queda aprobado el proyecto que se comunicará a !a 
Cámara de Representantes. 


(Texto Cel proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1%, -.- Los trabajadores no dependientes que 
hayan declarado servicios con anterioridad a la promul- 
gación de la presente ley sín que a la afiliación hubiera 
correspondido el pago contemporáneo de los aportes, po- 
drán cancelar sus adeudos y entrar al goce de la pasivi. 
dad conforme al régimen que se establece en los articu- 
los siguientes. 


Art. 22, — Cuando los servicios denunciados sean ex- 
elusivamente en calidad de trabajadores no dependientes, 
los adeudos respectivos serán cancelados del siguiente 
modo: 


A) Tratándose de obligaciones generadas hasta el 30 de 
abril de 1975, se cancelarán mediante un régimen 
ficto de reintegros consistente en la retención del 
20% de la asignación mensual de pasividad, por un 
periodo igual a aquel en que se prestaron tales yer- 
vicios. 


B) Tratándose de obligaciones posteriores al 30 de abril 
de 1975, se procederá a su determinación real, apli- 
cando los sueldos ficios y tasas vigentes a las fechas 
en que respectivamente se devengaron, así como las 
sanciones por mora correspondiente, y su cancela. 
ción se realizará mediante la retención de un 30% 
de la asignación mensual de pasividad hasta saldar 
integramente dichos adeudos. Este porcentaje se re- 
ducirá en un 50% para los beneficiarios que Carez. 
can de recursos o tengan imposibilidad física. 


C) En caso de registrarse adeudos anteriores y posterio- 
res al 30 de abril de 1975, se aplicará el régimen del 
literal A) con un porcentaje del 25%. 


Art. 39. .. Si los servicios denunciados comprenden 
parcialmente actividades como trabajadores no depem- 
dientes, se descontará de la pasividad mensual un 2% 
de la misma por cada año de dichos servicios, con un 
máximo de retención del 50%, durante un plazo igual a 
aquel en que se hayan prestado los mismos. 


No obstante, si el periodo final (configuración del bá- 
sico jubilatorio) estuviese integrado exclusivamente por 
actividades no dependientes, se aplicará el régimen. de 
retención establecido en el literal B) del artículo anterior. 


N Art, 49 Podrán acogerse al régimen que se esta- 
biece todos los trabajadores no dependientes incluso aque. 
lios a quienes se les hubiere denegado amparo jubilatorio: 


_Art. 5% — Los haberes jubilatorios aúm cuando se 
registren solicitudes y/o ceses anteriores sólo se deven- 
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garán a parlir de la fecha de vigencia de la presente ley. 
Aquellos que se generen durante el trámite serán afecia 
dos en su totalidad al cumplimiento de las respectivas 
obligaciones. 


Art, 6%, Los trabajadores no dependient:s deudo- 
res, a que alude el articulo 1% de la presente ley genera- 
rán derecho pensionario, procediéndose a la cancelación 
de sus adeudos mediante la aplicación del 54% del por- 
centaje de descuento que resulte del régimen que hu- 
biese correspondido al causanie, según lo establecido en 
los artículos 22 y 3% de esta ley. 


Art. 7%. — La asignación de jubilación resultante de 
la aplicación de las disposiciones de la presente ley, no 
podrá ser inferior al monto del beneficio de pensión a 
la vejcz, una vez efectuados los descuentos que «eOrres- 
pondan, y en todos los casos, éstos cesarán al cumplir el 
beneficiario los 70 años de edad. 


Art. 8? — Los trabajadores no dependientes para el 
reconocimiento de sus servicios, deberán aportar o haker 
aportado prutba del desempeño de sus tareas en forma 
habitual o profesiona] y de que cilas constituyeron su 
principal medio de subsistencia. 


Art. 9%. .— Los trabajadores no dependientes que. por 
adeudos generados en actividades de tal naturaleza, hu- 
bissen celebrado convenios de pago al amparo de la Ley 
NY 15.781, de 29 de noviembre de 1985, podrán optar por 
el régimen de la presente ley. En este caso, la Administra- 
ción imputará las cuotas del convenio que se hubiesen 
abonado a la cancelación de la deuda resultante o en 
tiempo de descuento, en cuanto corresponda. 


Art. 10. — Los trabajadores no dependientes que. 2 
partir de la vigencia de la presente ley gencren adeud 
con el Banco de Previsión Social, ingresarán al goce cfez- 
tivo de la pasividad: 


a)? desde la techa en que aquéllos hubicsen sido cance- 
lados; o 


b+ cuando existiere aportación regular, 


Considérase que ha existido aportación regular cuan- 
do ésta hubiera alcanzado. antes del cese, al pago de por 
lo menos el 50% (cincuenta por ciento) de las oblira- 
ciones. 


Art. 11. — El Banco de Previsión Social instalará en 
un plazo no mayor de 90 días, un servicio permanente y 
adecuado de información y asesoramiento, sobre los de 
rechos y obligaciones de los trabajadores no dependien 
tes a los fines del conocimiento y comprensión de la ne 
cesidad, ventajas y obligatoriedad de la afiliación con- 
temporánea con la prestación de los servicios. 


Art. 12 — Comuniquese, etc.” 


6) PENSIONES A LA VEJEZ, 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el se- 
gundo punto del orden del dia: “Discusión general y par- 
ticular del proyecto de ley por el que se modifica el ar- 
tículo 44 del llamado “Acto Institucional N? 9” de 23 de 
octubre de 1979, referido a beneficiarios de pensiones a 
la vejez. (Carp. N* 273/85. Rep. N* 92/86)”. 

(Antecedentes: ) 


“Carp. N% 273/85 
Rep. N9 82/35 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Montevideo, 17 de julio de 1985. 
Señor Presidente de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de dirigirse a ese 


Cuerpo a fin de remitirse el presente proyecto de ley,- 
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por el cual se modifica el articulo 44 del Acto Institu- 
ciunal N* 9, de 23 de octubre de 1979. 


Esta disposición preceptúa quiénes son los beneticia- 
de las pensiones a la vejez o a la invalidez, así com 
s condiciones exigibles para configurar su derecho, 


Por este proyecto se propicia, entre otros aspectos, la 
reGueción del límite de edad exigido a partir de: la: vi- 
gencia del Acto Institucional N* Y (el cual lo elevó de 
80 a 70 años) estableciénáolo en 65 años y buscando de 
esa forma lograr metas de progreso en el sistema de Se- 
guridad Social que permitan la incorporación a Jos be- 
neficios más allá de la participación en la creación de 
riqueza. 


Al mismo tiempo, se eliminan como condicionantes 
para su otorgamiento las contenidas en los literales hb) 
“que no tenga derechos a jubilación o pensión: y €) que 
no sv encuentre en actividad o amparado en prestacio- 
nes por desocupación”. 


De esta forma se posibilita la extensión del beneficio 
a sectores de la población de escasos recursos, compren- 
ido a aquellas personas que, aunque perciban ot 
prestaciones del Sistema, o tengan ingresos de cualanier 
naturaleza, éstos resulten inferiores al monto de la pen- 
sión a la vejez. 


Asimismo pcdrán obtener amparo aquellos que, por 
difícultades en el reconocimiento de sus servicios, O por 
ovmisión en el pago de sus cbligaciones, no están en con- 
diciones de obtener una pasividad o se vea dilatado el 
trámite de la misma. 


Sin Otro particular, saludo a usted. muy atentamente. 


JULIO MARÍA SANGUINETTI, Presidente de la 
República. Hugo Fernández Faingold. S 


PROYECTO DE LEY 


Articulo 1% — Modificase el artículo 44 del Acio Ins- 
titucional N“ Y de 23 de octubre de 1975, del modo. si. 
guiente: 


“Art. 44 (Beneficiarios y condiciones del derecho). 
“Será beneficiario de la pensión a la vejez todo habitan- 
“te de la República, mayor de 63 (sesenta y cinco) años 
“de edad; O que se enenentie incapacitado en forma ab- 
“soluta para todo trabajo, cualquiera fuese su edad. 


“Para tener derecho a la pensión a la vejez se re- 
“quiere: 


“a) Que le persona no posea recursos, directos o in 
“girectos, Gue superen el importe vigente de la pens 
“a la vejez. 


“b) Que no reciba pensión alimenticia de familiares 
“legalmente obligados a su sustento, voluntaria o decreta. 
“Ga judicialmente. 


“Quienes tengan ingresos, de cualquier naturaleza u 
“origen, incluyendo pasividades, inferiores al monto de 
“este benelicio, recibirán como pensión la diferencia que 
“corresponda hasta dicho monto. 


“Los extranjeros o ciudadanos legales deberán tener, 
“por lo menos. 15 años de rísidencia continuada en el 
“pais para hacer efectivo su derecho a la pensión a la 
“vejez”. 


Art. 2%. —. Esta ley entrará en vigencia a partir del 
primer día del mes siguiente al de su promulgación por 
el Poder Ejecutivo. 


Art. 3% — Comuniquese, etc. 


Hugo Fernández Faingold. 
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Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social ha resuelto por unanimidad prestar apoyo al pro- 
yecto remitido por el Poder Ejecutivo con fecha 17 de 
julio de 1985. 


Por el mismo se modifica el minimo de edad exigible 
para acceder al beneficio de la Pensión a la Vejez, redu- 
ciéndolo a 65 años. 


Ej Acto Institucional N% Y habia llevado ese limite 
de 60 a 70 años. 


Si bien la Comisión hubiera preferido volver a la 
situación legal existente antes de que fuera dictado el 
referido Acto Institucional, se ha admitido que el costo 
de hacerlo produciría una dificultad económica no pre- 
vista, al régimen de la Seguridad Social. En atención a 
ello se accede a la propuesta del Poder Ejecutivo, bajo 
el criterio de que en un lapso prudencial habrá de ser 
posible establecer ese limite en los 60 años. 


Por otro lado. se eliminan como condicionantes para 
el otorgamiento de estas Pensiones las contenidas en el 
literal b) del articulo 44 del Acto Institucional N9 9, en 
lo que preceptúa “que no tenga derechos a jubilación o 
pensión” y “e) que no se encuentre en actividad o am- 
parado en prestaciones por desocupación”. 


Con esto se procura solucionar la situación de los 
llamados “trabajadores no dependientes”. Como es sa- 
bido, una decisión administrativa de agosto de 1982 in- 
terrumpió los trámites jubilatorios de esos trabajadores. 
que algunas informaciones estiman en el orden de los 
treinta mil. 


Por otro proyecto votado favorablemente por esta 
Comisión se estructura un nuevo régimen jubilatorio para 
los trabajadores no dependientes y se prevé que muchos 
de ellos en tanto no tengan concretado ese derecho y 
obviamente cumplan los extremos que en lo pertinente 
la legislación exige puedan acceder a una Pensión. 


Por lo expuesto esta Comisión aconseja al Senado 
la sanción del adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 29 de julio de 1936. 


Luis Bernardo Pozzolo, Miembro Inormante; José 
Germán Araújo, Eugenio Capeche, Juan Raúl Ferreí- 
ra, Uruguay Tourné, Alberto Zumarán, Carlos W. Ci- 
gliuti. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Articulo 1% — Modificase el artículo 44 del Acto Ins- 
titucional N? 9 de 23 de octubre de 1979, del modo si- 
guiente: 


“ARTICULO 44, -- (Beneficiarios y condiciones del de- 
recho). Será beneficiario de la pensión a la vejez e 
invalidez todo habitante de la República, mayor de 
65 (sesenta y cinco) años de edad; o que se encuen- 
tre incapacitado en forma absoluta para todo traba- 
jo, cualquiera fuese su edad. 


Para tener derecho a la pensión a la vejez e inva- 
lidez se requiere: 


2) Que la persona no posea recursos, directos o in- 
directos, que superen el importe vigente de la pen- 
sión a la vejez e invalidez, 


b) Que no reciba pensión alimenticia de familiares 
legalmente obligados a su sustento, voluntaria o de- 
cretada judicialmente. 


Quienes tengan ingresos, de cualquier naturaleza u 
origen, incluyendo pasividades, inferiores al monto 
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de este beneficio, recibirán como pensión ¡la diferen. 
cia que corresponda hasta dicho monto. 


Los extranjeros o ciudadanos legales deberán: tener, 
por lo menos, 15 años de residencia continuada en el 
país para hacer efectivo su derecho a la pensión a 
la vejez e invalidez.” 


_ Art. 22. -— Esta ley entrará en vigencia a partir del 
primer día del mes siguiente al de su promulgación por 
el Poder Ejecutivo. 


Art. 3%. -— Comuniquese, etc. 
Sala de la Comisión, a 29 de julio de 1986. 


Luis Bernardo Pozzclo, Miembro Informante; José 
Germán Araújo, Eugenio Capeche, Juan Raúl Ferrei. 
ra, Uruguay Tourné, Alberto Zumarán, Carlos W. Ci- 
glíuti, Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene Ja palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -- Formulo moción para que se 
suprima la lectura. 
SEÑOR PRESIDENTE. -—- Se va a votar la moción 


Tormulada. 
(Se vota:) 
--17 en 18. Afirmativa, 
En discusión general. 
Si no se hace uso de la palabra, se va u votar. 
(Se vota:) 
--15 en 18. Afirmativa, 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1% 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Formulo moción para que se su- 
prima la lectura de los artículos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota:) 

—17 en 19. Afirmativa. 

En consideración el articulo 1*. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Como diría el ilustre 
senador titular de la banca que hoy ocupo —y al cual 
trataré de suplir con esfuerzo, pero no con talento ni 
inteligencia— me vuelve parcialmente el alma al cuerpo, 
con este proyecto de pensión a la vejez en cuanto a la 
vbservación que hacía con respecto al caso de las pensio- 
nistas, porque acá se dice: “Quienes tengan ingresos de 
cualquier naturaleza u origen, incluyendo pasividadi: 
-—que era la palabra que yo quería incluir en el pro. 
yecto— “inferiores al monto de este beneficio, recibirán 
como pensión la diferencia que corresponda hasta dicho 
monto”. El único problema que subsiste es el de aque- 
llas personas que van a recibir pensiones irrisorias y que 
no tienen 65 años de edad. Por eso digo que me vuelve 
parcialmente el alma al cuerpo. 


Tiene la palabra el senor 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la paia- 
bra se va a votar. 


(Se vota:) 

—17 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 22. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-—-16 en 13. Afirmativa. 

SEÑOR CAPECHE. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAPECHE, -- Señor Presidente: solicito la 
reconsideración del artículo 1% para requerir una aclara- 
ción referida a la parte que dice: “extranjeros y ciuda- 
danos legales deberán tener más de 15 años de residen- 
cia”, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar si se recon- 
sidera el artículo 1% del proyecto. 


(Se yota:) 
—15 en 17. Afirmativa, 
Tiene la palabra el señor senador Capeche. 


SEÑOR CAPECHE. — Un extranjero, señor Presiden- 
te, para ser considerado ciudadano legal debe tener la 
carta de ciudadanía. Se da el caso de muchas personas 
que hace más de 40 años que residen en el país, que sólo 
cuentan con la cédula de identidad y no son ciudadanos 
legales. Yo quisiera saber si por el hecho de confirmar 
que hace 40 años que viven en el país ya tienen derecho 
a la pensión a la vejez. 


SEÑOR TOURNE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR TOURNE, — En cuanto al tiempo de residen- 
cia continuada en el país que los extranjeros o ciudada- 
nos legales deberán probar para tener derecho a la pen- 
sión a la vejez, la exigencia es de 15 años. 


En cualquier caso o circunstancia, sea un ciudadano 
legal a un extranjero que no ha realizado trámite alguno 
o que tiene solamente la cédula de identidad, se pide 15 
años de residencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El señor senador Capeche 
queda satisfecho con la explicación? 


SEÑOR CAPECHE. — A mí me preocupaba el caso de 
las personas que, a pesar de residir en el país por más 
de 40 años, no pudieron obtener la carta de ciudadania 
por carecer de bienes, ser solteros, etcétera, etcétera. Por 
lo que se acaba de decir tendrán derecho a la pensión 
siempre que puedan exhibir, como prueba, la cédula de 
identidad, puesto que para obtenerla tienen que cumplir 
con requisitos rigurosos, y probar que hace más de 15 
años que están en el pais, 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR TOURNE. — Hay dos situaciones distintas: 
una, el extranjero que jamás inició gestión alguna a los 
fines de regularizar su situación y obtener su carta de 
ciudadanía y, por lo tanto, sólo posee la cédula de inden- 
tidad; y otra, la del extranjero que hizo el trámite y lo- 
eró la ciudadanía legal, Para cualquiera de las dos situa- 
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ciones se exige 15 años de residencia en el país para tener 
derecho a la pensión a la vejez. 


Ese es ei sentido de la norma. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me concede una interrupción, 
señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el senor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Puede darse el caso, señor Pre- 
sidente, de un ciudadano legal que no tenga más que seis 
años de residencia y tenga la carta de ciudadanía y vote; 
es decir, tres años para probar su residencia y tres años 
más que se demora cn entregarle la carta, por mandato 
constitucional, Además, puede haber un extranjero que 
ya haya probado 15 años de residencia en el país y tenga 
derecho al voto, aunque no sea ciudadano legal. También 
cabría el otro caso de alguien que nunca haya hecho una 
gestión. En estos casos, la Corte Electoral es la compe- 
tente. Ahora, para la situación del proyecto, el organis- 
mo que apreciará la prueba es el Banco de Previsión So- 
cial. Entonces, es posible que éste entienda que sirve Co. 
mo prueba una cédula de identidad expedida 20 años 
atrás o puede considerar que no es válida. Con esto el 
extranjero prueba solamente que hace 20 años que ob- 
tuvo la cédula, pero está lejos de probar que vivió en el 
país durante todo ese tiempo. Por lo tanto, habría que 
remarcar lo que acaba de señalar el señor senador Tour- 
né. Es decir, sea extranjero, tenga derecho o no al voto o 
sea ciudadano legal, tendrá que probar fehacientemente 
15 años de residencia en el país. 


En todo caso, señor Presidente, la Constitución y la 
ley respectiva dicen “continua”, pero en el proyecto se 
puso residencia, omitiéndose la calificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Queda aclarado el signifi- 
cado del articulo 1?, 


_ Continúa en uso de la palabra el señor senador Tour- 
ne. 


SEÑOR TOURNE, — No tengo más que agregar. 
SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA, -—- Señor Presidente: yo 
me pregunto si esta disposición que estamos discutiendo 
no es ociosa. Digo esto porque la ley madre que instituyó 
la pensión a la vejez en este país, previó la situación de 
la residencia por un plazo no menor de 15 años con el 
cbjeto de amparar a aquellos inmigrantes que habian ve- 
nido siendo más que adultos a trabajar y que quedaban 
en la indigencia porque alcanzaban los 60 años de edad 
sin configurar la causal jubilatoria, puesto que no tenian 
suficientes años de servicio. 


La legislación social del Uruguay, generosamente, a 
esos trabajadores inmigrantes que cumplían con el requi- 
sito de la edad y 15 años de residencia pero no con el de 
los años de trabajo. les concedia la pensión a la vejez. 
Esto figura en la ley madre, repito, que fue aprobada en 
el año 1919. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la. pa- 
labra, se va a votar el artículo 1% del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
--16 en 16, Afirmativa. UNANIMIDAD, 
El artículo 2% ya habia sido aprobado. 


El articulo 3% es de orden. 


25 de Setiembre de 1986 


Queda aprobado el proyecto que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


7) RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el ter- 
cer punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que 
se derogan los articulos 32 a 37 inclusive Parte Segun- 
da - Ordenamiento Procesal - Titulo I . Capítulo II del 
Decreto-Ley N% 15.524, de 9 de enero de 1984, (Ley Or- 
gánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo). 
(Carp. N* 599/86, Rep. N* 110/86)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 599/86 
Rep. N* 110/86 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12 — Deróganse los artículos 32 a 37 inclu- 
sives (Parte Segunda -—Ordenamiento Procesal Título 
I. Capítulo 11) del Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero 
de 1984. 


Art. 22 — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 19 de agosto de 1986. 
Pedro W. Cersósimo. Senador. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Con relación al régimen vigente en materia de recur. 
sos administrativos, debe brindarse seguridad juridica a 
los administrados, a la que tienen indudable derecho pro- 
tegido expresamente por el artículo 7? de la Constitución. 


El Profesor Adjunto de Derecho Constitucional, Dr. 
Ruben Correa Freitas —asi como otros destacados juris- 
tas— se han ocupado de este problema. El Dr. Correa lo 
ha hecho en “La Mañana” (sábado 5 y domingo 6 de 
abril de 1986, páginas 6 y 7) y, últimamente, en “El Dia” 
(sábado 16 de agosto de 1988, página 5) y en ellos aboga, 
mientras se estudia el proyecto de ley orgánica de la Ju- 
risdicción Contencioso Administrativa, radicado en la Co- 
misión de Constitución y Legislación de este Cuerpo, por 
la derogación de los artículos 32 a 37 del Decreto-Ley 
N? 15.524, de 9 de enero de 1984, por los ijundamentos 
que expresa, principalmente, en la citada elaboración pu- 
blicada en el último órgano de prensa aludido, que son los 
siguientes: 


“Como se sabe, el 1% de marzo de 1986 se produjo 
la caducidad del llamado Decreto Constitucional —Acto 
Institucional -- N? 19, de techa 15 de agosto de 1984, que 
contenía el “Acuerdo del Club Naval”, celebrado entre 
la mayoría de los partidos políticos uruguayos, y las Fuer- 
zas Armadas que en ese momento detentaban el poder. 


' Como consecuencia directa de la caducidad mencio- 
nada, entró a regir plenamente la Constitución de 1967, 
en especial la Sección XVII sobre lo Contencioso Admi- 
nistrativo (artículo 307 y siguientes), que hab:a estado 
suspendida entre el 15 de agosto de 1984 y el 28 de fe- 
brero de 1986. 


El problema que se plantea a partir del 19 de marzo 
de 1986 es saber cuál es el régimen jurídico vigente en 
materia de recursos administrativos y sobre todo, cuáles 
son los plazos para recurrir de un acto administrativo 
(un acto de destitución de un funcionario, una promo- 
ción de funcionarios, la determinación de un tributo, etc.). 


Desde el punto de vista jurídico, la duda se plantea 
por el hecho de que el Decreto-Ley N* 15.524, de fecha 
9 de enero de 1984, que fue convalidado expresamente 
por el Poder Legislativo legítimamente constituido, decla- 
rándolo con valor y fuerza de ley (Ley N* 15.738, de fe- 
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cha 13 de marzo de 1985), estableció un régimen de pla- 
zos diferentes a los establecidos en la Constitución de la 
República, tanto para la interposición de los recursos ad. 
ministrativos, como para que la Administración resuelva 
dichos recursos. 


Veamos: mientras que según el artículo 317 de la 
Constitución el plazo para interponer cualquier recurso 
administrativo (sea de revocación, jerárquico o de anula- 
ción) es de diez días, para el Decreto-Ley N* 15.524 el 
plazo es de veinte días corridos. El plazo que tiene la Ad- 
ministración para resolver los recursos interpuestos es de 
doscientos diez días de acuerdo con el artículo 318 de la 
Constitución (90 días para la debida instrucción del asun- 
to y 120 días para resolver el recurso); por su parte, el 
decreto-ley mencionado establece los siguientes plazos: se- 
senta días si sólo se interpuso el recurso de revocación; 
ciento veinte días si se interpusieron los recursos de re- 
vocación y jerárquico en subsidio o los recursos de revo- 
cación y subsidiario de anulación; y ciento ochenta días 
en los casos en que se interpongan conjuntamente los re- 
Cursos de revocación, jerárquico y de anulación, 


¿Cuál es la solución aplicable? A mi juicio, el régimen 
jurídico vigente en materia de recursos administrativos, 
es el establecido por los artículos 317, 318 y 319 de la 
Constitución. ¿Por qué? Porque cuando fue convalidado el 
Decreto-Ley N* 15.524, estaba suspendida la Sección XVII 
de la Constitución y al entrar en vigencia nuevamente a 
partir del 12 de marzo de 1986, se produjo lo que técni. 
camente se conoce como “abrogación por oposición su- 
perviniente, dado el mayor valor y fuerza del “acto cons. 
tfitucional” (la Constitución) que el “acto legislativo” (la 
ley). 


Cabe precisar que distinguidas opiniones afirman que 
en realidad se trata de un problema de inconstiluciona- 
lidad, es decir que habiendo oposición entre el régimen 
áe la Constitución y el Decreto-Ley N? 15,524, este últi. 
mo sería inconstitucional. Esta solución” tiene un grave 
inconveniente práctico, que es el hecho de que la Supre- 
ma Corte de Justicia es el único órgano competente para 
declarar la inconstitucionalidad de las leyes (articulo 257 
de la Constitución), sea por vía de acción; de excepción 
o de oficio, con lo cual se crea una gran inseguridad ju- 
rídica para el administrado (funcionario o particular), que 
tendrá que acertar en forma precisa en la solución juris. 
prudencial, corriendo un grave riesgo para sus intereses 
legítimos. 


No obstante lo expresado, creo que el pais requiere en 
forma urgente una solución legislativa sobre este proble- 
ma. El Poder Ejecutivo remitió al Poder Legislativo el 1% 
de marzo de 1985, el mismo día de su instalación, un 
proyecto de ley modificando la Ley Orgánica del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y aún está a estudio de 
la Comisión de Constitución de la Cámara de Senadores. 
Sin perjuicio de comprender lo dificil que resulta san- 
cionar un texto orgánico tan complejo, puede perfecta- 
mente sancionarse rápidamente una ley que derogue los 
artículos 32 y 37 del Decreto-Ley N?* 15.524. 


De esa manera, se terminará definitivamente con el 
problema y se brindará seguridad jurídica a los adminis- 
trados, a la que tienen derecho protegido expresamente 
por el artículo 7% de la Constitución”. 


El suscrito, que comparte totalmente lo manifestado 
—-según la transcripción precedente— por el destacado 
profesor nombrado y cuya exbosición hace suya con la 
expresa autorización de aquél, le ha consultado respecto 
de la conveniencia de presentar el proyecto de ley que 
se acompaña y éste otorgó de inmediato su complacencia 
sobre el particular, por cuanto, reiteró, de esa manera se 
terminará definitivamente con aquel problema y se pro- 
porcionará la seguridad jurídica de que ahora se carece 
al respecto. 


Montevideo, 19 de agosto de 1986. 


Pedro W. Cersósimo. Senador. 
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Comisión de Constitución y Legislación 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación ha 
considerado el proyecto de ley presentado por el senador 
Pedro W. Cersósimo ——miembro de la misma— referente 
a la regulación de los recursos administrativos previstos 
en la Sección XVII de la Constitución de la República. y, 
si bien comparte el propósito que inspira esta iniciativa 
legislativa, ha considerado conveniente modificarla y dar- 
le un alcance más amplio, en función de las razones que 
pasa a exponer. 


Desde el primer punto de vista, y para explicar el 
porqué de la propuesta derogación de los artículos 32 a 
37 del Decreto-Ley N? 15.524, de 9 de enero de 1984 —que 
tal era el contenido concreto del proyecto del senador 
Cersósimo-— nOs remitimos a su exposición de motivos, que 
figurá entre los antecedentes adjuntos. En la misma, se 
hace caudal de la opinión expuesta en-.la prensa por el 
Profesor Adjunto de Derecho Constitucional, Dr. Ruben 
Correa Freitas, en el sentido de que las referidas dispo- 
siciones del Decreto-Ley N* 15,524, convalidadas por la 
Ley N9 15.738, de 13 de marzo de 1985, consagraron “un 
régimen de plazos diferentes a los establecidos en la Cons- 
titución de la República, tanto para la interposición de los 
recursos administrativos, como para que la Administración 
resuelva dichos recursos”. 


Agregaba. el Dr. Correa Freitas que esta colisión de 
normas ha traído la duda de si el régimen del Decre- 
to-Ley N9 15.524 está derogado o es inconstitucional, en 
cuyo caso debiera seguírsele aplicando en toda litis en 
que no se le declarara inconstitucional por la Suprema 
Corte de Justicia, con la consiguiente inseguridad jurídica 
para los administrados, que pueden ver cerrado su acce- 
so a la jurisdicción anulatoria del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, por erróneo agotamiento de ia 
vía administrativa (fuera del plazo del artículo 317 de la 
Constitución) o por interposición de la acción de nuli- 
dad fuera del término de sesenta días que al efecto esta- 
blece el artículo 319 de la Carta. 


Esta situación de muy inconveniente inseguridad ju- 
rídica, asi como los perjuicios que la misma ocasiona, fue- 
ron ratificados ante vuestra Comisión por el catedrático 
de Derecho Constitucional, Dr. Horacio Cassinelli Muñoz, 
y por el propio Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
según lo expresó en su nombre el Ministro Dr. Luis Tore- 
lio el día 28 de agosto de 1986 (Distribuido N? 357/8863. 


Fue el propio Tribunal el que sostuvo ante vuestra 
Comisión que la cuestión de los plazos para interponer y 
resolver los recursos administrativos no es la única que, 
por crear problemas al buen funcionamiento de su jurís- 
dicción y colidir con preceptos constitucionales, urge re- 
solver. 


En tal sentido, proyectó e hizo llegar un articulado 
ampliatorio y sustitutivo, que es la base del que hoy se 
somete a consideración del Senado, desde que los suscri- 
tos comparten el criterio del Tribunal. En primer lugar, 
porque es exacto que existe urgencia en resolver los proble- 
mas de inconstitucionalidad que, entre otros, plantea el 
Decreto-Ley N% 15.524. Y, en segundo término, porque 
algunas de las disposiciones proyectadas por el Tribunal 
coinciden, en líneas generales, con normas ya redacta- 
das por esta Comisión en su compleja labor de estudio 
de la Ley Orgánica del Tribunal, que vendrá a sustítuir 
el Decreto-Ley N? 15,524. 


En cuanto al articulado de este proyecto de ley, co- 
rresponde señalar: 


19%) Que el artículo 1% deroga los numerales 2 a 4 
del artículo 26 de dicho decreto-ley, norma que, con arre- 
glo a la concepción autoritaria que imperó durante la dic- 
tadura, recortaba en gran medida —y con grosera in- 
constitucionalidad— la competencia del Tribunal. La re- 
ferencia a “Los llamados actos políticos” no implica que 
vuestra Comisión admita su existencia, como una catego- 
ría .individualizable de actos administrativos, sino que re- 
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sulta impuesta por la redacción que tenia el numeral 1% 
del citado artículo 26. 


29) "Que los articulos 22 y 3% regulan con precisión y 
rigor técnico el incidente de suspensión de la ejecución 
del acto administrativo cuya anulación se demanda -—ins- 
tituto existente en nuestro Derecho a partir del artículo 
345 de la Ley N? 13.318— con arreglo.a textos redactados 
por el Ministro Dr. José R. Figueroa, en los que este dis- 
tinguido magistrado ha volcado su reconocida experiencia 
como Procurador del Estado en lo Contencioso Adminis. 
trativo. 


39) Que los artículos 4% a 7% regulan en detalle. ía 
iniciación, tramitación y agotamiento de la vía adminis- 
trativa, con estricta sujeción a los preceptos constitucio- 
nales, y dan adecuada solución a dudas doctrinales y ¿u- 
risprudenciales ocasionadas por la falta de reglamenta- 
ción de esos textos. Todo ello, compartiendo los criterios 
propuestos por el Tribunal, salvo en un único aspecto, pe- 
ro con variantes no sustarciales de redacción que, en eri. 
terio de los firmantes, la hacen más ajustada y precisa. 


4%) Que el artículo 8% regula los plazos para interpo- 
ner la acción de nulidad con arreglo al pensamiento del 
Tribunal. 


5%) Que también se respeta su criterio en el artículo 
99, que sólo modifica la norma vigente en cuanto 2 no 
suspender los plazos para resolver los recursos administra. 
tivos, durante las ferias judiciales. 


6% Que la modificación introducida en el artículo 
10, reduce el término de instrucción de los recursos 2 
treinta días, pues, de lo contrario, los plazos del artículo 
5% seguirian siendo, como antes del Decreto-Ley N* 15,524, 
de 210, 420 y 630 días, respectivamente, 


7%) Que, por último, con alcance temporal limitado 
y para solucionar los problemas que motivaron la presen. 
tación del proyecto del señor senador Cersósimo, se conva- 
lidan las situaciones creadas antes de la vigencia de esta 
ley, tanto respecto del agotamiento de la vía administrati- 
va como de la interposición de la acción de nulidad, cua- 
lesquiera fueren los plazos a que se hubieren ajustado, 
entre los que estuvieron sucesivamente en vigor. 


Es cuanto tenemos que informar al Senado. 
Sala de la Comisión, 11 de setiembre de 1986. 


Gonzalo Aguirre Ramirez, Miembro Informante, Pe. 
dro W. Cersósimo, Miembro Informante, Juan C. fa 
Robaina, Enrigue Martínez Moreno, Dardo Ortiz, Amé- 
rico Ricaldoni. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? --- Deróganse los numerales 2, 3 y 4 del 
articulo 26 del Decreto-Ley N* 15,524, de 9 de enero de 
1984. Los llamados actos políticos podrán ser objeto de la 
acción de nulidad. 


Art. 22 —- El Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, a pedido de la parte actora, que deberá formularse 
con la demanda y previa sustanciación con un traslado 
por seis días a la parte demandada, podrá decretar la sus- 
pensión transitoria, total o parcial, de la ejecución del 
acto impugnado, siempre que la misma fuere susceptible 
de irrogar a la parte actora daños graves, cuyo alcance 
y entidad superen los que la suspensión pudiere ocasto. 
nar a la organización y funcionamiento del órgano in- 
volucrado. 


La posibilidad de percibir la correspondiente indem- 
nización no impedirá que, atendidas las circunstancias del 
caso, el Tribunal disponga la suspensión. 


Dicha suspensión también podrá ser decretada por el 
Tribunal cuando, a su juicio, el acto impuenado aparez- 
ca, inicialmente, como manifiestamente ilegal. 


La decisión del Tribunal, en este caso, no importará 
prejuzgamiento. 
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Art. 32 — Decretada la suspensión del acto, ésta man- 
tendrá su vigor desde su notificación a la parte deman- 
dada y hasta la conclusión del proceso, pero el Tribunai. 
a petición de parte o de oiicio y en cualquier momerto 
del trámite, podrá, cn atención a nuevas circunslancias 
dejarla sin electo o modificarla. 


Si la parte demandada no evacúa el traslado o ha- 
viéndolo, omite el adecuado cumplimiento de lo dispuesto 
en los artículos 63 y 64 del Decreto-Ley N* 15.524, pod 
decretarse la suspensión si do las afirmaciones de la pa 
fe actora y de los elementos de juicio que ésta hubiere 
incorporado al efecto, surgen circunstancias que, a juicio 
diel Tribunal, ja hicieran pertinente, sin perjuicio de la 
ratificación o rectificación de lo decidido, luego de in- 
corporados los antecedentes administrativos. 


En todos los casos el Tribunal deberá decidir su» 
la, petición de suspensión dentro del plazo de treinta dius 
«e concluida la sustanciación del incidente, suspendicuuo- 
se ese plazo durante un máximo de sesenta días para el 
diligenciamiento de las probanzas gue el Tribunal estime 
necesarias y disponga por via de diligencias para me'o" 
proveer. 


Art. 4% -- La acción de nulidad no podrá ejercerse sí 
previameute no ha sido agotada la vía administrativa, A 
este efecto los actos administrativos, expresos o táciios, 
deberán ser impugnados con el recurso de revocación ante 
el mismo órgano que los haya dictado, dentro de los diez 
días corridos y siguientes al de su notificación personal 
y su publicación en el Diario Oficial. Si el acto adminis. 
trativo no ha sido notificado personalmente ni publicado 
en el Diario Oficiai, el interesado podrá recurrirlo en 
cualquier momento. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgano sometido a jerarquía deberá interponerse ade- 
más, en forma conjunta y subsidiaria, el recurso jerárqui- 
co para ante el jerarca máximo de dicho órgano. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
el Directorio o Director General de un Servicio Descen- 
iralizado, deberá interponerse además, en forma conjunta 
y subsidiaria, el recurso de anulación para ante el Poder 
Ejecutivo. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgano sometido a jerarquía en un Servicio Descen- 
tralizado, deberán interponerse además, en forma con- 
junta y sucesivamente subsidiaria, el recurso jerárquico 
para ante el Directorio o Director General, y el recurso 
de anulación para ante el Poder Ejecutivo. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgano de un Gobierno Departamenta!, deberá ser im- 
pugnado mediante el recurso de reposición ante ese óÓr- 
gano (articulo 317 de la Constitución), dentro de los diez 
días corridos y siguentes al de su notiticación personal o 
su publicación en el Diario Oficial. Si el acto adminis- 
trativo no ha sido notificado personalmente ni publicado 
como se indica, el interesado podrá recurrirlo en cual- 
quier momento. 


Cuando el acto administrativo haya sido dietado por 
un órgano de un Gobierno Departamental y si el mismo 
estuviere sometido a jerarquía, deberá interponerse ade- 
más, en forma conjunta y subsidiaria, el recurso de ape. 
lación para ante el jerarca máximo de dicho órgano (ar- 
tículo 317 de la Constitución). 


Art. 5% -— A los 150 días siguientes al de la interposí- 
ción de los recursos de revocación y de reposición, a los 
300 días siguientes a la interposición conjunta de los re- 
cursos de revocación y jerárquico, de revocación y de 
anulación, y de reposición y apelación, y a los 450 días 
siguientes al de la interposición conjunta de los recursos 
de revocación jerarquíco y de anulación, si no se hubiere 
dictado resolución sobre el último recurso se tendrá por 
agotada la vía administrativa. 


Art, 6% — Vencido el plazo de 150 días o el de 300, 
en. sa easo, se deberán franquear, automáticamente, los 
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recursos subsidiariamente interpuestos reputándose ficta- 
mente confirmado el acto impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que se refiere el inci. 
so anterior no exime al órgano competente para resolver 
el recurso de que se trate, de su obligación de dictar 
resolución sobre el mismc (artículo 318 de la Constitu- 
ción). Si éste no se produjera dentro de los 60 días si. 
guientes a aquél en que se configuró la denegatoria ficta, 
ía omisión se tendrá como presunción simple a favor de ía 
pretensión del administrado en el momento de dictarse 
sentencia por el Tribunal, para el caso que se pronto. 
viere acción de nulidad. 


Art. 7? -- Si ja resolución definitiva de la Adminis- 
tación fuere notificada personalmente al recurrente o 
publicada en el Diario Oficial antes del vencimiento del 
plazo total que en cada caso corresponda, la via adminis. 
trativa quedará agotada en la fecha de la notificación o 
de la publicación. 


Art. 82 — La demanda de anulación deberá interpo- 
nerse, so pena de caducidad, dentro de los sesenta dias 
corridos y siguientes al de la notificación personal al re. 
currente 0 ai de la publicación en el Diario Oficial del 
acto que ponga fin a la vía administrativa. 


Si hubiere recaído denegatoria ficta, el plazo correrá 
a partir del día siguiente 4 aquél en que la misma hu- 
biere quedado coniigurada. 


Si el acto definitivo no hubiere sido notificado perso- 
nalmente ni publicado en el Diario Oficial, según corres- 
ponda, se podrá interponer la demanda de anulación en 
vualquier momento. 


Sin perjuicio de ello, la acción de nulidad cadutará, 
siempre a los dos años contados desde la fecha de la in- 
terposición de los recursos administrativos. 


Si el Juez, de oficio o a petición de parte, declara 
gue la demanda se presentó antes de estar agotada la via 
administrativa, se suspenderán los procedimientos hasta 
que se cumpla dicho requisito. Cumplido el mismo, que- 
darán convalidadas las actuaciones anteriores. 


Art. 92 --- Los plazos a que se refiere la presente ley 
se contaran por días corridos y se computarán sin inte- 
rrupción. El plazo de que disponen las autoridades admi. 
histrativas para resolver las peticiones y recursos se sus- 
penderá, solamente, durante la Semana de Turismo. 


Los plazos para la interposición de los recursos ad- 
ministrativos y para el ejercicio de la acción de nulidad, 
se suspenderán durante las Ferias Judiciales y la Semana 
de Turismo. 


Los plazos que venzan en dia feriado se extenderán 
hasta el día hábil inmediato siguiente. 


Art. 10. — Modifícanse los artículos 406 de la Ley 
N? 13.032, de 7 de diciembre de 1961 y 876 de la Ley 
N? 14.106, de 14 de marzo de 1973, y se fija en treinta 
días el plazo de noventa días establecido en dichas nor- 
mas para la instrucción del asunto, 


Art. 11. -— Respecto de los actos administrativos ori- 
ginarios, dictados antes de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán válidos el agotamiento de la vía ad. 
ministrativa y el ejercicio de la acción de nulidad que 
se hubieren ajustado a cualesquiera de los plazos que es- 
tuvieron sucesivamente en vigencia en la materia. 


Art. 12. — Deróganse los artículos 30, 32, 33 y 34 del 
Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984, 


rt. 13, — Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, 11 de setiembre de 1986. 
Gonzalo Aguirre Ramirez, Miembro Informante, Pe. 
dro W. Cersósimo, Miembro Informante, Juan C, Fa 


Robaina, Enrique Martinez Moreno, Dardo Ortiz, Ame- 
rico Ricaldoni. Senadores.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecio. 

SEÑOR AGUIRRE. — Formulo moción en el sentido 
áúe que se suprima la lectura tanto en la discusión gene- 
yal como en la particular. 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota: ) 

—M en 16, Afirmativa. 

En discusión general. 

SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en calidad 
de miembro informante, en primer lugar quiero expresar 
que el señor senador Cersósimo --que también es miem- 
bro informante de este proyecto, que, en definitiva, es 
modificativo del que él en su momento presentó para 
derogar las disposiciones que establecen plazos distintos 
para interponer y resolver los recursos administrativos a 
jos que establecen los artículos 317 y 318 de la Constitu- 
ción—- por razones de carácter personal debió retirarse 
para viajar al interior y me pidió que dejara esta cons- 
tancia. 


En segundo término, con la mayor brevedad, quiero 
explicar el fundamento de este proyecto que, por otra 
parte, consta en el informe adjunto al repartido que tie- 
nen los señores senadores en sus bancas. Como se sabe, la 
Comisión de Constitución y Legislación tiene a estudio el 
dictado de una nueva ley orgánica del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, modificativa del Decreto-Ley 
N* 15.524, sancionado durante la dictadura. 


La complejidad del tema ha dado lugar a que se ha- 
ya ido postergando su consideración. La Comisión recibió 
varios planteamientos, entre ellos uno del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo en el sentido de que existe 
una gran urgencia por dejar sin efecto determinadas dis- 
posiciones inconstitucionales contenidas en ese decreto-ley 
y que provocan una cantidad de complicaciones en la 
práctica y, sobre todo, inseguridad para el administrado, 
en Cuanto a cuáles son los plazos vigentes, reitero, para 
interponer los recursos administrativos y luego para in- 
terponer la propia acción de nulidad. Entonces, como ello 
trae, repito, inseguridad que puede devenir en indefen- 
sión para los administrados, se considera imprescindible 
que esta situación se concluya a través de la aprobación 
de este proyecto de ley. 


En tal sentido, señor Presidente, es que la Comision 
ha elaborado rápidamente este proyecto, sustitutivo del 
que presentó el señor senador Cersósimo, contando al 
efecto con un trabajo anterior de la propia Comisión y 
con un texto que presentó el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, 


Creo que no son necesarias más consideraciones y, a 
título de ejemplo, recuerdo que en el día de ayer en los 
asuntos entrados, se dio cuenta por parte de la Mesa, de 
una comunicación de la Suprema Corte de Justicia en 
la cual se informaba que, precisamente, en un caso re- 
ciente, dicha Corte ha dictado una sentencia declarando 
inconstitucional al artículo 32 del Decreto-Ley N? 15.524. 


Ello pone de manlfiesto, sobradamente, la necesidad 
que existe en dejar sin efecto no sólo el artículo 32 sino 
otras disposiciones inconstitucionales por la vía de la apro- 
bación de este proyecto de ley. 


Nada más, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto de ley en general. 
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(Se vota:) 
—i5 en 16. Afirmativa. 
En discusión particular. 
En consideración el artículo 19, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 22, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 
—16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
En considertción el artículo 39. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
¡Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 42, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 5%, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
fSe vota: ) j 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el articulo 6%. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) j 
—16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 79. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
¡Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 8%. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: creo que an- 
tes de este artículo 8% habría que agregar una disposición 
modificativa o sustitutiva del artículo 31 del Decreto-Ley 
N? 15.524 que refiere a los plazos para interponer las pe- 
ticiones. 


Como sabemos, la Constitución, en su artículo 318, 
establece la obligación de la Administración de decidir so- 
bre cualquier petición que le formule el titular de un 
interés legítimo. El Poder Ejecutivo, en el proyecto que 
había enviado el 1% de marzo de 1985, preveía este pro- 
blema y lo resolvia correctamente, con la única variante 
de que mantenía el plazo de 210 días. Por su parte, en 
el proyecto ahora se establece uno de 150 para decidir 
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los recursos. Es decir que se reduce de 90 a 30 días el pla- 
zo para instruir los asuntos, término que ya estaba fijado 
por una ley del año 1956. 


Consideramos que padecimos una omisión ex la Co- 
misión y, en consecuencia, vamos a proponer que se in- 
celuya como artículo 8% el siguiente —que voy a hacer 
llegar a la Mesa-— y que reproduce sustancialmente, con 
un único agregado, lo que habia propuesto en su mo- 
mento el Pod:r Ejecutivo. Diría asi: “Las peticiones que 
el titular de un derecho o de un interés directo, personal 
y legítimo focmule ante cualquier órgano administrativo, 
se tendrán por desechadas si al cabo de 150 días siguien- 
tes al de la presentación no se dictó resolución expresa 
sobre lo pedido. El vencimiento de dicho plazo no exime 
al órgano de su obligación de pronunciarse expresamente 
sobre el fondo del asunto. La decisión expresa o fieta 
sobre la petición, podrá ser impugnada de conformidad 
con las disposiciones siguientes: cuando el peticionario 
sea el titular de un derecho subjetivo contra la Admiínis- 
tración, la denegatoria expresa o ficta no obstará al ejer- 
cicio de las acciones tendientes a hacer valer aquel de- 
recho”. 


Era cuanto quería manifestar, 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el articulo aditivo propuesto, que 
llevará el número 8. 


(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el articulo 8% que ahora pasa a 
ser 99 


SEÑOR AGUIRRE. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Tiene la palabra el señor 
¡niembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. -- En cuanto a este artículo, su- 
geriría un agregado, que voy a tratar de explicar en qué 
consiste. 


De acuerdo a la jurisprudencia invariable del Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo desde el año 1952, 
fecha en que se instaló, hasta 1978, en que se modificó 
esa. jurisprudencia, en el llamado “caso Boix”, que fue el 
“leading case” en esta materia, se estableció que cuando 
se dictaba ulteriormente un acto expreso, aún cuando hu- 
biera habido una denegatoria ficta, éste abría un nuevo 
plazo de 60 días, de acuerdo al texto constitucional, para 
interponer la acción de nulidad. 


En 1978, bajo la dictadura, el Tribunal de lo Con- 
iencioso Administrativo de la época modificó la jurispru- 
dencia en sentido contrario, haciéndola restrictiva y 
creando así serios problemas a los administrados. Esto es 
así porque cuando hay denegatoria ficta lo que suele su- 
ceder es que el particular, que desconoc: las normas y el 
funcionamiento de estos institutos, que son jurídicamente 
complejos, no sabe que el está corriendo el plazo y, gene- 
ralmente, va a requerir asesoramiento profesional cuan- 
do aquél está por expirar o ya ha expirado. En conse- 
cuencia de mantenerse esa jurisprudencia este problema 
no podría subsanarse. 


El actual Tribunal ha corregido la jurisprudencia sen- 
tada por su antecesor y ha vuelto a la tradicional, que 
ampara con amplitud y con acierto, por lo menos desde 
el punto de vista jurídico ---creo que ésa es la solución 
constitucional— los derechos del administrado y permite 
así interponer la acción de nulidad cuando se dicta en 
Torma expresa un acto ulterior. Además, creo que esto es 
congruente con las disposiciones del proyecto, que esta- 
blece. que el hecho de haberse configurado dencgatoria 
ficta no exime a la Administración de su obligación de 
pronunciarse en forma expresa. 


Por lo tanto, señor Presidente, voy. a proponer qu: 
se agregue antes del parágrafo final, el siguiente texto: 
“Aunque hubiere vencido el plazo del inciso primero, la 
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acción de nulidad podrá también ser ejercida hasta £0 
dias después de la notificación personal o publicación en 
el Diario Oficial, en su caso, de cada acto ulterior que 
confirme expresamente, interprete o modifique el acto re. 
currido e el acto que haya agotado la via administrativa 
sin poner fin al agravio”. 

Quiero dejar constancia de que este texto lo propon- 
go a solicitud del Catedrático de Derecho Constitucional, 
doctor Cassinelli Muñoz, quien se ha preocupado sobra 
este aspecto del problema. Dicho jurista me ha manifes. 
tado que comparte totalmente el resto del articulado que 
se ha elaborado --al que considera muy preciso, desde el 
punto de vista técnico— pero que, a su juicio, pod: ” 
salvarse esta omisión involuntaria en que hemos incurri- 
do con este texto que estoy proponiendo. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE, -. Si no se hace uso de :: 
palabra, se va a votar el artículo 8% que ahora pasa a 
ser 92 con el agregado a que acaba de hacer referencia 
el señor miembro informante. 

(Se vota: ) 

—-16 en 16, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 9% que ahora pasa a 
ser 10. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el ertículo 10, que ahora pasa a 
ser 11, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11, que pasa a ser 12, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—16 en 16, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulo 12, que pasa a ser 13, 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. -- Deseo destacar el hecho de que 
al haberse agregado el artículo referente a las peticiones, 
se deroga también el artículo 31. Por lo tanto, sugiero 
que se diga lo siguiente: '“Deróganse los artículos 30 a 34 
del Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984”. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 12 con la modificación 
propuesta. 


(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 13, que ahora pasa a ser 14, es de orden. 


_ Queda aprobado el proyecto, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 


“Artículo 19 — Deróganse los numerales 2, 3 y 4 del 
articulo 26 del Decreto-Ley N?% 15.524, de 9 de enero de 
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1984. Los llamados actos políticos podrán ser objeto de la 
acción de nulidad. 


Art, 29 -—— El Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, a pedido de la parte actora, que deberá formularse 
con la demanda y previa sustanciación con un traslado 
por seis días a la parte demandada, podrá decretar la 
suspensión transitoria, total o parcial, de la ejecución del 
acto impugnado, siempre que la misma fuere susceptible 
de irrogar a la parte actora daños graves, cuyo alcance y 
entidad superen los que la suspensión pudiere ocasionar 
a la organización y funcionamiento del órgano involu- 
crado. 


La posibilidad de percibir la correspondiente indemni. 
zación no impedirá que, atendidas las circunstancias del 
caso, el Tribunal disponga la suspensión. 


Dicha suspensión también podrá ser decretada por el 
Tribunal cuando, a su juicio, el acto impugnado aparezca, 
inicialmente, como manifiestamente ilegal, 


La decisión del Tribunal en este caso, no importará 
prejuzgamiento. 


Art. 39 —- Decretada la suspensión del acto, ésta man- 
tendrá su vigor desde su notificación a la parte deman- 
dada y hasta la conclusión del proceso, pero el Tribunal, 
a petición de parte o de oficio y en cualquier momento 
del trámite, podrá, en atención a nuevas circunstancias, 
dejarla sin efecto o modificarla. 


Si la parte demandada no evacúa el traslado o ha- 
ciéndolo, omite el adecuado cumplimiento de lo dispuesto 
en los artículos 63 y 64 del Decreto-Ley N% 15.524, podrá 
decretarse la suspensión si de las afirmaciones de la parte 
actora y de los elementos de juicio que ésta hubiere ín- 
corporado al efecto, surgen circunstancias que, a juicio 
Gel Tribunal, la hicieran pertinente, sin perjuicio de la 
ratificación o rectificación de lo decidido, luego de incor- 
porados los Antecedentes administrativos. 


En todos los casos el Tribunal deberá decidir sobre 
la petición de suspensión dentro del plazo de treinta días 
de concluida la sustanciación del incidente, suspendién- 
dose ese plazo durante un máximo de sesenta días para 
el diligenciamiento de las probanzas que el Tribunal esti. 
me necesarias y disponga por vía de diligencias para me- 
jor proveer. 


Art. 4? — La acción de nulidad no podrá ejercerse si 
previamente no ha sido agotada la vía administrativa. A 
este efecto los actos administrativos, expresos o tácitos, 
deberán ser impugnados con el recurso de revocación an- 
te el mismo órgano que los haya dictado, dentro de los 
diez días corridos y siguientes al de su notificación per- 
sonal o su publicación en el Diario Oficial. Si el acto 
administrativo no ha sido notificado personalmente ni pu- 
blicado en el Diario Oficial, el interesado podrá recurrirlo 
en cualquier momento. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgatio sometido a jerarquía deberá interponerse ade- 
más, en forma conjunta y subsidiaria, el recurso jerár- 
quico para ante el jerarca máximo de dicho órgano. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
el Directorio o Director General de un Servicio Descen- 
tralizado, deberá interponerse además, en forma conjunta 
y subsidiaria, el recurso de anulación para ante el Poder 
Ejecutivo, 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgano sometido a jerarquía en un Servicio Descen- 
tralizado, deberán interponerse además, en forma conjun- 
ta y sucesivamente subsidiaria, el recurso jerárquico para 
ante el Directorio o Director General, y el recurso de 
anulación para ante el Poder Ejecutivo. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un Órgano de un Gobierno Departamental, deberá ser im- 
puenado mediante el recurso de reposición ante ese, Órga- 
no (artículo 317 de la Constitución), dentro de los diez 
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días corridos y siguientes al de su notificación personal. O 
su publicación en el Diario Oficial. Si el acto administra- 
fivo no ha sido notificado personalmente ni publicado 
como se indica, el interesado podrá recurrirlo en cual. 
Quier momento, 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por 
un órgano de un Gobierno Departamental y si el «mismo 
estuviere sometido a jerarquía, deberá interponerse ade- 
más, en forma conjunta y subsidiaria, el recurso de ape- 
lación para ante el jerarca máximo de dicho órgano (ar. 
tículo 317 de la Constitución). 


Art. 52 -- A los 150 dias siguientes al de la intcrpo- 
sición de los recursos de revocación y de reposición, a 
los 300 días siguientes a la interposición conjunta de los 
recursos de revocación y jerárquico, de revocación y de 
anulación, y de reposición y apelación, y a los 450 dias 
siguientes al de la interposición conjunta de los recursos 
de revocación jerárquico y de anulación, si no se hubiere 
dictado resolución sobre el último recurso se tendrá por 
agotada la vía administrativa. 


Art, 6% — Vencido el plazo de 150 días o el de 309, en 
su caso, se deberán franquear, automáticamente, los re- 
cursos subsidiariamente interpuestos reputándose. eta- 
mente confirmado el acto impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que se refiere el inciso 
anterior no exime al órgano competente para resolver el 
recurso de que se trate, de su obligación de dictar reso- 
lución sobre el mismo (articulo 318 de la Constitución). 
Si éste no se produjera dentro de los 60 días siguientes a 
aquél en que se configuró la denegatoria ficta, la omi- 
sión se tendrá como presunción simple a favor de la pre- 
tensión del administrado en el momento de dictarse sen- 
tencia por el Tribunal, para el caso que se promoviere 
acción de nulidad. 


Art. 7% — Si la resolución definitiva de la Adminis- 
tración fuere notificada personalmente al recurrente o 
publicada en el Diario Oficial antes del vencimiénto del 
plazo total que en cada caso corresponda, la vía adminis. 
trativa quedará agotada en la fecha de la notificación o 
de la publicación. 


Art. 8? ...- Las peticiones que el titular de un derecho 
o de un interés directo, personal y legitimo formule ante 
cualquier órgano administrativo, se tendrán por desecha- 
das si al cabo de 150 días siguientes al de la presentación 
no se dictó resolución expresa sobre lo pedido. 


í vencimiento de dicho plazo no exime al órgano 
de su obligación de pronunciarse expresamente sobre €l 
fondo del asunto. 


La decisión expresa o ficta sobre la petición, podra 
ser impugnada de conformidad con las disposiciones si. 
Suientes. 


Cuando el peticionario sea titular de un derecho sub- 
jetivo contra la Administración, la denegatoria expresa o 
ficta no obstará al ejercicio de las acciones tendientes a 
hacer valer aquel derecho. 


Art. 92 — La demanda de anulación deberá interpo- 
nerse, so pena de caducidad, dentro de los sesenta dias 
corridos y siguientes al de la notificación personal al re. 
currente O al de la publicación en el Diario Oficial del 
acto que ponga fin a la vía administrativa. 


Si hubiere retaido denegatoria ficta, el plazo correrá 
a partir del día siguiente a aquél en que la misma hubie- 
re quedado configurada, 


Si el acto definitivo no hubiere sido notificado per- 
sonalmente ni publicado en el Diario Oficial, según co. 
rresponda, se podrá interponer la demanda de anulación 
en cualquier momento. 


Sin perjuicio de ello, la acción de nulidad caducará, 
siempre a los dos años contados desde la fecha de la in- 
terposición de los recursos administrativos. 
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Aunque hubiere vencido el plazo del inciso primero, 
la acción de nulidad podrá también ser ejercida hasta 60 
días después de la notificación personal o publicación en 
el Diario Oficial en su caso, de cada acto ulterior que 
confirme expresamente, interprete o modifique el acto re- 
currido o el acto que haya agotado la vía administrativa, 
sin poner fin al agravio. A 


Si el Juez, de oficio o a petición de parte, declara 
que la demanda se presento antes de estar agotada la via 
administrativa, se suspenderán los procedimientos hasta 
que se cumpla dicho requisito. Cumplido el mismo, que- 
darán convalidadas las actuaciones anteriores. 


Art. 10. — Los plazos a que se refiere la presente ley 
se contarán por dias corridos y se computarán sin inte- 
rrupción. El plazo de que disponen las autoridades admi- 
nistrativas para resolver las peticiones y recursos se Sus- 
penderá, solamente, durante la Semana de Turismo. 


Los plazos para la interposición de los recursos admi- 
nistrativos y para el ejercicio de la acción de nulidad, se 
suspenderán durante las Ferias Judiciales y la Semana 
de Turismo. 


Los plazos que venzan en día teríado se extenderán 
hasta el día hábil inmediato siguiente. 


Art. 11. — Modificanse los artículos 406 de la Ley 
N* 13,032, de 7 de diciembre de 1961 y 676 de la Ley 
N* 14.106, de 14 de marzo de 1973, y se fija en treinta 
días el plazo de noventa dias establecido en dichas nor- 
mas para la instrucción del asunto. 
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Art. 12, — Respecto de los actos administrativos ori- 
ginarios, dictados antes de la entrada en vigencia de la 
presente ley, serán válidos el agotamiento de la via ad. 
ministrativa y el ejercicio de la acción de nulidad que se 
hubieren ajustado a cualesquiera de los plazos que estu- 
vieron sucesivamente en vigencia en la materia. 


Art. 13. — Deróganse los artículos 30 a 34 del Decre- 
to-Ley N? 15.524, de 9 de enero de 1984. 


Art, 14. — Comuniquese, etc.” 


$) SE LEVANTA LA SESION. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Agotado el orden del día, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20 y 24 minutos presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Alonso, Araújo, Batalla, Berro, Capeche, Cigliu- 
ti, Fá Robaina, Gargano, Mederos, Pozzolo, Senatore, Sil. 
veira Zavala, Singer, Tourné y Zorrilla). 
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